[image: Cover]


Casos prácticos para secretarios y técnicos de Administración local

 (2ª edición)



 José Manuel Bejarano Lucas





 


	©  José Manuel Bejarano Lucas, 2024

	© LA LEY Soluciones Legales, S.A.


	 

	LA LEY Soluciones Legales, S.A.

	C/ Collado Mediano, 9

	28231 Las Rozas (Madrid)

	
Tel: 91 602 01 82

	
e-mail: clienteslaley@aranzadilaley.es

	
https://www.laley.es


	 

	
Segunda edición: marzo 2024

	 

	
Depósito Legal: M-4322-2024

	
ISBN versión impresa: 978-84-7052-951-1

	
ISBN versión electrónica: 978-84-7052-952-8

	 

	Diseño, Preimpresión e Impresión: LA LEY Soluciones Legales, S.A.

	Printed in Spain

	 

	
© LA LEY Soluciones Legales, S.A. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, LA LEY Soluciones Legales, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

	Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

	El editor y los autores no asumirán ningún tipo de responsabilidad que pueda derivarse frente a terceros como consecuencia de la utilización total o parcial de cualquier modo y en cualquier medio o formato de esta publicación (reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación pública, transformación, publicación, reutilización, etc.) que no haya sido expresa y previamente autorizada.

	El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

	LA LEY SOLUCIONES LEGALES no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en foros, chats, u cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, LA LEY SOLUCIONES LEGALES se exime de las posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.

	LA LEY SOLUCIONES LEGALES queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos, difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.

	LA LEY SOLUCIONES LEGALES se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.

	
Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de LA LEY Soluciones Legales, S.A., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.









Casos prácticos para secretarios y técnicos de Administración local

 (2ª edición)

José Manuel Bejarano Lucas



 





 José Manuel Bejarano Lucas. Licenciado en Derecho por la Universidad Nacional de Educación a Distancia. Máster en Contratación Pública Universidad Castilla la Mancha. Máster Administración y Gestión Pública Universidad Castilla-la Mancha. Máster funcionarios de Administración Local con Habilitación de Carácter Nacional Universidad Internacional Menéndez Pelayo. Máster en Transparencia Universidad Complutense de Madrid en colaboración Consejo Transparencia Estatal. Experto en Derecho Urbanístico UNIA. Experto en Empleo Público Local CEMCI. Experto en Gerencia Pública Local CEMCI. Experto en Urbanismo Local CEMCI. Funcionario de Administración Local con Habilitación de Carácter Nacional, subescala Secretaría, categoría de entrada, turno libre (n.o 1 promoción a nivel nacional) y subescala de Secretaría-Intervención (n.o 1 fase oposición). Técnico de Administración General de la Diputación de Cádiz (en excedencia). Autor de diversas publicaciones en el ámbito del Derecho Local, Urbanismo, Transparencia, Función Pública, Contratación Pública, Régimen Jurídico, Potestad Reglamentaria, etc. en revistas El Consultor de los Ayuntamientos, Contratación Administrativa Práctica, Actualidad Administrativa, Práctica Urbanística, Revista CEMCI o Revista Gabilex. Colaborador en blogs jurídicos de referencia tales como Legal Today, Es Publico u Observatorio de Contratación del Sector Público. Actualmente desempeño el puesto de trabajo de Adjunto a la Secretaría General del Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Marbella, y secretario del Tribunal de Recursos Contractuales del Excmo. Ayuntamiento de Marbella.





Abreviaturas


 






	AAPP
	Administraciones Públicas.



	AEPD
	Agencias Española Protección de Datos.



	BDNS
	Base de Datos Nacional de Subvenciones.



	CC
	Código Civil.



	CE
	
Constitución Española de 1978.



	CEAL
	
Carta Europea de Autonomía Local.



	DEUC
	Documento Europeo Único de Contratación.



	DGRN
	Dirección General de Registros y Notariado.



	ERTE
	Expediente de Regulación Temporal de Empleo.



	FHN
	Funcionarios de Administración Local con Habilitación de Carácter Nacional.



	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles.



	ICIO
	Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.



	JCCPE
	Junta Consultiva Contratación Pública del Estado.



	LBRL
	
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.



	LCSP
	
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.



	LEC
	
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.



	LEF
	
Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa.



	LGP
	
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.



	LGS
	
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.



	LGT
	
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.



	LH
	
Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria.



	LIPSAP
	
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas.



	LJCA
	
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso – administrativa.



	LMMGL
	
Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local.



	LOEPYSF
	
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.



	LOPDPGDG
	
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos personales y garantía de los derechos digitales.



	LOFCSE
	
Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.



	LOPJ
	
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.



	LOREG
	
Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.



	LPACA
	
Ley 39/2015, de 1 octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.



	LPAP
	
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas



	LPGE
	Ley de Presupuestos Generales del Estado.



	LRJAPAC
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.



	LRJSP
	
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.



	LRSAL
	
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local.



	LTAIPBG
	
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.



	PBL
	Presupuesto Base de Licitación.



	PGOU
	Plan General de Ordenación Urbana.



	OAMR
	Oficina de Asistencia en materia de registros.



	OEP
	Oferta Empleo Público.



	OIRESCON
	Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación.



	RAFSPME
	
Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.



	RBEL
	
Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.



	RGLCAP
	
Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.



	RGPD
	
Reglamento General de Protección de Datos.



	RJFHN
	
Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.



	ROFEL
	
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.



	RPT
	Relación de Puestos de Trabajo.



	RPU
	
Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.



	RRHH
	Recursos Humanos.



	RSCL
	
Decreto de 17 de junio de 1955 por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales.



	TACPMA
	Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón.



	TAG
	Técnico de Administración General.



	TARC Central
	Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales.



	TARJA
	Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía.



	TREBEP
	
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.



	TRET
	
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.



	TRLCI
	
Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.



	TRLHL
	
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.



	TRLSC
	
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital.



	TRLS’76
	
Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.



	TRLSRU
	
Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.



	TRRL
	
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.



	TC
	Tribunal Constitucional.



	TS
	Tribunal Supremo.










Presentación a la primera edición


 La principal pretensión del presente Manual cuya primera edición ve la luz, se dirige a tratar de constituir y ofrecer una herramienta de apoyo y consulta en el ejercicio de las funciones de asesoramiento jurídico, tanto para quienes aspiran a desempeñar tales funciones en el seno de la diversidad de entidades que integran la Administración Local en su conjunto, a través de la preparación y superación de los procesos selectivos que se dirigen a la cobertura de plazas y puestos de trabajo que tienen encomendada el ejercicio de tan significativa función, fundamentalmente Secretarios de Administración Local y Técnicos de Administración General, como a quienes ya habiendo superando los mismos, desempeñan tal función en aras de ofrecer seguridad jurídica a los órganos de gobierno que tienen que adoptar los correspondientes actos y acuerdos, para dotar de efectividad a las políticas públicas locales, que tienen en la mayoría de las ocasiones, como principales destinatarios a los ciudadanos o vecinos del ámbito territorial en los que el Ente Local respectivo ejerce sus competencias.

A tal efecto, se ofrece un amplio repertorio de casos prácticos que se abordan desde la perspectiva del asesoramiento jurídico, y sus peculiaridades en el ámbito local, destacando la diversidad de materias que son objeto de tratamiento, integrando hasta un total de once bloques de actividad administrativa local: procedimiento administrativo, responsabilidad patrimonial, potestad sancionadora, régimen jurídico, potestad reglamentaria, subvenciones, transparencia, organización, funcionamiento y estatuto de los miembros de las Corporaciones Locales, contratación pública local, bienes o función pública.

A ello me gustaría añadir la pretendida versatilidad del presente Manual, pues aunque la mayoría de los enunciados se plantean como cuestiones que se suscitan o consultan al Secretario de la Entidad Local respectiva, debe tenerse en cuenta que ello constituye una mera cuestión semántica, pues en la obra se abordan numerosos aspectos de orden jurídico que desbordan por mucho las funciones «estrictamente» reservadas a los mismos, lo que no es óbice, si se atiende a la realidad de cualquier Entidad Local, dado que en no pocas ocasiones son tales profesionales quienes han de ofrecer a los responsables políticos una respuesta de orden jurídico sobre la cuestión que pretenden plantear, tenga o no el carácter de «reservada» conforme a su Estatuto profesional.

Y a la inversa, en no pocas Entidades Locales, son numerosos los Técnicos de Administración General, quienes, en sus funciones de asesoramiento jurídico, están llamados a dar una respuesta fundada en Derecho a numerosos aspectos de gestión, estudio y propuesta de carácter superior, en los diversos campos de la actividad administrativa local, muchos de los cuales se abordan en la presente obra, y ello, sin perjuicio de su integración y colaboración en unidades administrativas estrechamente relacionadas o adscritas a la Secretaría de la Entidad Local.

Asimismo, todos ellos han sido resueltos con base a la doctrina jurisprudencial y administrativa más actualizada a fecha de cierre de la presente edición, a lo que se añade en no pocas ocasiones un análisis del impacto de las previsiones de la denominada Administración Electrónica o Digital, dado que el «funcionamiento electrónico» de la actividad administrativa local, constituye a día de hoy al igual que en el resto de Administraciones Públicas, el modo ordinario para el ejercicio de las competencias que legalmente tienen asignadas los Entes Locales, lo que ha dado lugar a no pocos interrogantes de orden jurídico, a los cuales se ha tratado de ofrecer una respuesta, especialmente aquellos que son objeto de análisis y resolución en el presente Manual, desde la óptica del asesoramiento jurídico «local».

Por tanto, serán los lectores y destinatarios del presente Manual a quienes en última instancia les corresponde valorar la utilidad práctica de la obra que tengo la ocasión de presentar, gracias a la inestimable colaboración y apoyo de una editorial de máxima referencia tanto en el ámbito jurídico en general, como en la Administración Local en particular, así como del magnífico conjunto de profesionales que la integran, a los que desde estas humildes líneas quiero brindar mi máximo agradecimiento por hacer realidad una ilusión cuya materialización me ha supuesto personalmente un auténtico reto profesional así como una enorme satisfacción, por lo que sinceramente deseo que la misma resulta de la máxima utilidad para todos aquellos profesionales que tenga ocasión de encontrar una respuesta a alguna de las múltiples cuestiones que se plantean en el día a día del asesoramiento jurídico en una Entidad Local.

José Manuel Bejarano Lucas

Marbella, 24 de octubre de 2022






Presentación a la segunda edición


 Con la segunda edición del Manual, siguiendo la estela de su precedente, no sólo se pretende una puesta al día de su contenido como consecuencia de la velocidad «hipersónica» con la que se suceden las novedades legislativas, así como en la doctrina jurisprudencial, administrativa o consultiva que la aplica o interpreta, sino que se incorporan prácticamente a cada uno de los supuestos, nuevos apartados o interrogantes que abordan cuestiones que en la actualidad son objeto controversia o interés para la práctica del asesoramiento jurídico local.

A ello se añade que, al repertorio inicialmente planteado, se incorporan hasta un total de veintisiete supuestos prácticos totalmente nuevos, bajo la misma filosofía con la que nació inicialmente la obra, hasta alcanzar el número de cien, a su vez desgranados en múltiples interrogantes y cuestiones a los que se trata de dar una propuesta de solución, que a su vez para una mejor sistemática, se compilan por bloques de materias, incorporando de forma novedosa el relativo a servicios públicos locales.

Siendo consciente del éxito que ha alcanzado el Manual en su primera edición, tal como me han transmitido desde la editorial, sin cuyo esplendido conjunto de profesionales que han hecho posible tanto su nacimiento así como ahora su continuación y a los que estoy infinitamente agradecido, espero modestamente desde estas líneas, que esta segunda edición que ahora ve la luz, despierte el mismo interés y entusiasmo entre los profesionales del asesoramiento jurídico local así como de quienes aspiran a serlo, deseando que puedan encontrar algo de luz en la resolución de los múltiples interrogantes que se suscitan en el quehacer diario de una Entidad Local desde el punto de vista jurídico administrativo.

José Manuel Bejarano Lucas

Marbella, 26 de enero de 2024








Bloque I Procedimiento administrativo






Supuesto n.º 1 Procedimiento administrativo. Obligación de relacionarse electrónicamente. Ampliación de plazo de presentación. Plazo máximo para resolver y notificar la resolución de un procedimiento administrativo. Aplicación del principio «once only»


 ENUNCIADO

Por parte del Sr. alcalde en el que actualmente se encuentra desempeñando funciones como secretario general del Ayuntamiento, en relación con diferentes procedimientos administrativos que se tramitan por diferentes concejalías, se someten a su consideración para la emisión del correspondiente informe jurídico las siguientes cuestiones:

1º. Se plantea si los concejales de Ayuntamientos son sujetos obligados a relacionarse electrónicamente por su condición de electos y en ejercicio de sus funciones representativas.

Además, en particular, se le pregunta si bastaría con una mera declaración responsable por parte de cada uno de los miembros electos, o habría de ser otro el procedimiento a seguir.

2.1º. En un procedimiento para la concesión de subvenciones destinadas a la rehabilitación de fachadas de edificios con una antigüedad superior a 30 años ubicados en el término municipal, se le someten a su consideración dos cuestiones para la emisión del correspondiente informe:

Se han presentado diversas solicitudes de subvención por parte diversas comunidades de propietarios ¿Están obligadas las mismas a relacionarse electrónicamente?

¿Cómo ha de procederse en caso de que una vez producida la apertura del plazo para la presentación de solicitudes alguna de ellas presentase la misma en formato papel?

2.2º. Una de las comunidades de propietarios concurrentes dentro del plazo para la presentación de solicitudes, solicita que por falta de tiempo y ante la complejidad de la documentación a presentar, se amplíe el plazo para la presentación de solicitudes de acuerdo con lo establecido en el art. 68 de la ley 39/2015, de 1 de octubre.

¿Es posible acceder a dicha petición?

3º. Una vez transcurrido el plazo para resolver y notificar contemplado en la convocatoria del procedimiento subvencional anteriormente referenciado, sin que se haya dictado y notificado la correspondiente resolución por parte del Ayuntamiento, el presidente de una de las Comunidades de Propietarios que ha solicitado la obtención de una subvención al amparo de dicha convocatoria, presenta un escrito solicitando certificación del órgano competente al considerar concedida la subvención por silencio administrativo.

De forma que parte del Sr. concejal delegado del Área que está tramitando dicho procedimiento, le solicita informe de cómo habría de procederse frente a dicha petición.

4º. Actualmente por parte de una de las concejalías de la Corporación se está tramitando un procedimiento administrativo en cuya normativa reguladora no se establece un plazo máximo para dictar y notificar la correspondiente resolución, por lo que al respecto se le somete a su consideración la siguiente cuestión:

¿Cuál sería a su juicio en un caso como el que se indica el plazo máximo para dictar y notificar del que dispondría el órgano competente?

5º. En un procedimiento objeto de tramitación por parte de una de las áreas municipales se ha requerido al interesado en virtud del art. 68.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, para que aporte como documento obligatorio un certificado vigente sobre inexistencia de deudas con la Seguridad Social y Hacienda, con advertencia de que en caso de no ser aportado, en el plazo de 10 días conferido al efecto, se considerará que desiste de su petición, previa resolución dictada conforme al art. 21 de la ley 39/2015, de 1 de octubre.

Durante dicho plazo el interesado, presenta un escrito señalando que se trata de información disponible por otras Administraciones Públicas, y que en su solicitud de iniciación señalaba expresamente que no se oponía a que dicha información fuera recabada por el propio Ayuntamiento.

Transcurrido el plazo de 10 días, se dicta por el concejal delegado, resolución en la que se le tiene por desistido de su solicitud en los términos del art. 21 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, por falta de aportación del certificado indicado.

Frente a dicha resolución se interpone por el interesado recurso de reposición solicitando que se deje sin efecto la misma, por infracción de lo dispuesto en el art. 28.2 de la ley 39/2015, de 1 de octubre.

¿Cuál sería el sentido de la resolución del recurso de reposición interpuesto por el interesado?

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. Como se desprende de su propia exposición de motivos, la entrada en vigor de la LPACA supone un cambio de paradigma en relación con el anterior bloque normativo regulador del procedimiento administrativo común, de forma que «…en el entorno actual, la tramitación electrónica no puede ser todavía una forma especial de gestión de los procedimientos, sino que debe constituir la actuación habitual de las Administraciones. Porque una Administración sin papel basada en un funcionamiento íntegramente electrónico no sólo sirve mejor a los principios de eficacia y eficiencia, al ahorrar costes a los interesados y empresas, sino que también refuerza las garantías de los interesados».

Por lo que, bajo tales postulados, ha de tenerse en cuenta que dicha disposición legislativa configura un círculo de interesados obligados a relacionarse electrónicamente «ex lege», conforme previene el art. 14 LPACA, y en su desarrollo el art. 3.1 RAFSPME, ambos plenamente en vigor desde el día 2 de abril de 2021, superando así una cierta polémica doctrinal y jurisprudencial (1) , acerca de la plena entrada en vigor de la relación electrónica obligatoria para determinados sujetos.

De manera que tal y cómo previene el art. 14.2 LPACA:


«En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:

a) Las personas jurídicas.

b) Las entidades sin personalidad jurídica.

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración.

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada Administración».



Círculo de obligados que, por la vía de la remisión, es objeto de reiteración en el art. 3.1 RAFSPME, de conformidad con el cual:

«Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los sujetos, a los que se refiere el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre».


A tenor de tales previsiones normativas, puede colegirse que los miembros de las Corporaciones Locales, en nuestro caso, los/as concejales/as no resultan incardinables hoy en día en ninguno de los grupos de personas o colectivos obligados a relacionarse electrónicamente, por lo que, en principio, no constituyen sujetos obligados a relacionarse electrónicamente con la respectiva Corporación local, en el ejercicio de las funciones de carácter representativo que les corresponden.

Y ello, pese a que exista algún pronunciamiento judicial, que, por vía de la analogía, se aparta de las consideraciones anteriores, al equiparar a los miembros de las Corporaciones Locales con los empleados públicos a efectos de la relación electrónica obligatoria, como es el caso de la SJCA n.o 1 Salamanca, de 15 de diciembre de 2020, Rec. 112/2020, que al respecto viene a sostener que:


«…la ley 39/2015 en el artículo 14 menciona el derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas en el apartado e): Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma que se determine reglamentariamente por cada Administración.

Y los concejales son órganos de esa misma administración y por ello han de actuar electrónicamente».



Conclusión de lo que no podemos más que disentir, por resultar equivocada, dado que la relación que une al concejal con la respectiva Corporación, es de carácter político, y no de carácter laboral o funcionarial, dado que la misma nace de un proceso electoral enmarcado por la LOREG, con extensión, entre otras normas en la LBRL y el ROFEL; de forma que la aplicación de determinados aspectos referidos a retribuciones, seguridad social o incompatibilidades, deriva exclusivamente de lo que disponga la normativa reguladora que disciplina el Estatuto de los miembros de los Corporaciones Locales.

Así se desprende de la STSJ Castilla la Mancha, Sala de lo Social, de 14 de enero de 2010, Rec. 893/2009, que, frente a determinadas pretensiones de carácter laboral planteadas por parte de un cargo electo municipal, viene a concluir que:


«…se estima claro que no hubo relación laboral porque, aunque haya prestación de unos servicios y una retribución, no se da la dependencia que exige el artículo 1 del ET, no tratándose tampoco de ninguna relación laboral especial que exige una previsión normativa que no se da y no quedando comprendido en modo alguno en el artículo 11 del Estatuto Básico del Empleado Público (Ley 7/2007, de 12 de abril).

Incluso, el legislador lo tiene tan claro que así lo indica, por ejemplo en la exposición de motivos de la Ley 37/2006, de 7 de diciembre, relativa a la inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social y a la extensión de la protección por desempleo a determinados cargos públicos, en la que indica que precisamente porque no pueden ser considerados propiamente trabajadores por cuenta ajena y dadas las razones que le llevan a extenderles la protección de seguridad social, lo que hace es por medio de una Ley establecerlo en los preceptos correspondientes».



O de la también ilustrativa STSJ Castilla León, Sala de lo social, de 8 de marzo de 2012, Rec. 44/2012, que al referirse al art. 75 LBRL apunta que:


«…la sola lectura del texto citado pone de manifiesto que se trata de un derecho ajeno a su condición de trabajador, y supeditado de forma exclusiva a su condición de miembro de la corporación local.

De ahí que se establezca que será el Pleno de la Corporación el que decidirá la relación de cargos que podrán desempeñarse en régimen de dedicación exclusiva y con retribución de sus funciones.

Ello supone, por tanto, un acuerdo de un órgano administrativo, sujeto a Derecho Público, que actúa con arreglo al procedimiento administrativo, aplicando normas de Derecho Administrativo.

Tal acto administrativo, es absolutamente ajeno a su condición de trabajador y, por supuesto, es ajeno al orden laboral, pues a través de dicho acto puede reconocerse o denegarse el derecho a la dedicación exclusiva a cualquier concejal, sea o no trabajador del Ayuntamiento, y aquel impugnarlo ante la jurisdicción contencioso-administrativa».



Por tanto, a tenor de los pronunciamientos expresados, resulta claro que atendiendo a la naturaleza de carácter político de la relación que vincula al concejal con la respectiva Corporación, los concejales no resultan ser sujetos obligados a la relación electrónica en virtud del art. 14.2 LPACA, por no resultar incardinables en ningunos de los grupos interesados que en dicho apartado legal se contemplan.

Partiendo de dicha premisa, a la hora de abordar la segunda de las cuestiones que se someten a nuestra consideración, en lo que respecta a la posibilidad de que los concejales resulten obligados a relacionarse electrónicamente en virtud de la presentación de una declaración responsable, hemos de acudir a lo establecido en el art. 14.3 LPCA, conforme al cual:

«Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios».


De forma que, dado que la ampliación del círculo de obligados a relacionarse electrónicamente a tenor de dicho precepto legal exige un instrumento de naturaleza reglamentaria, habría de descartarse la posibilidad de su imposición por vía de la presentación de una declaración responsable cuyo régimen jurídico básico y general se contempla en el art. 69 LPACA, dado que la misma no es que carezca de naturaleza normativa o reglamentaria tal como exige el art. 14.3 LPACA, sino que ni siquiera constituye un acto administrativo, dado que la misma se caracteriza por tratarse de un «documento suscrito por un interesado» en el que se hacen determinadas manifestaciones de voluntad para el reconocimiento o ejercicio de una facultad o derecho.

De manera que, descartando la posibilidad de que los concejales como miembros electos de la Corporación puedan ser sujetos obligados a relacionarse electrónicamente en virtud de una mera declaración responsable, dada su ausencia de valor normativo, dicha obligatoriedad de relaciones electrónicas con la Corporación habría de articularse a través de una figura de carácter reglamentario, siendo así, que si bien existirían otras posibilidades, en el caso de los Concejales, consideramos que la vía más adecuada para arbitrar dicha posibilidad, habría de serlo la del Reglamento Orgánico de la Corporación (bien a través de su aprobación, en caso de no existir, bien a través de una modificación en caso de disponer del mismo).

De ahí que merezca destacarse, su marcado carácter organizativo, aspecto que habría de ser tenido en cuenta a la hora de su tramitación, conforme se desprende de lo preceptuado en el art. 4 LBRL, de acuerdo con el cual:


«En su calidad de Administraciones Públicas de carácter territorial y dentro de la esfera de sus competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentarias y de auto organización (…)».



Así ha tenido ocasión de ponerlo de manifiesto la doctrina jurisprudencial, pudiendo destacarse a modo de ejemplo, y entre otras la STSJ de Castilla-La Mancha, Sala de lo contencioso-administrativo, de 10 de noviembre de 2014, Rec. 200/2013, que califica al reglamento orgánico como una:

«…reglamentación municipal que es manifestación genuina de la potestad de autoorganización propia de un ente territorial dotado de autonomía constitucionalmente garantizada…».


Sin perjuicio, de que como es patente, no tiene un radio de acción «omnímodo», sino que como recuerda la STS, Sala de lo contencioso-administrativo, de 7 de abril de 2022, Rec. 404/2021:

«…la potestad de autoorganización no se ejerce en el vacío normativo puesto que admitiendo que frecuentemente comporta un margen más amplio de discrecionalidad que otras potestades administrativas, no cabe desconocer que ésta, en todo caso, está sometida a aquellas normas jurídicas que en cada supuesto directamente la regulan».


Todo lo cual nos llevaría a concluir que el Reglamento Orgánico se presenta como la figura más adecuada para proceder a establecer la obligación a relacionarse electrónicamente por parte de los miembros de la Corporación, para cuya aprobación o modificación habría de estarse a lo dispuesto con carácter básico a lo dispuesto en el art. 49 LBRL, así como a las obligaciones de planificación normativa que derivan del Título VI LPACA, si bien en el caso de estas últimas, con el alcance que deriva de la STC n.o 55/2018, de 24 de mayo en concordancia con la STS, Sala de lo contencioso de 16 de noviembre de 2023, Rec. 7629/2021.

2.1º. A tal efecto, hemos de partir nuevamente de las previsiones contempladas en el art. 14.2 LPACA, el cual como hemos de dicho una vez superadas ciertas polémicas jurisprudenciales, se encuentra plenamente en vigor desde el día 2 de abril de 2021, si bien dado que ya las hemos referenciado íntegramente en el supuesto anterior, daremos aquí sus términos por reproducidos, los cuales a su vez son objeto de reiteración por la vía de la remisión, como ya hemos indicado en el art. 3.1 RAFSPME.

En lo que se refiere a la naturaleza jurídica de las comunidades de propietarios en régimen de propiedad horizontal, conforme recuerda la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 16 de marzo de 2023, Rec. 1531/2020:

«…estas carecen de personalidad jurídica como se deduce del articulado de la Ley de Propiedad Horizontal y del artículo 6.1. 5º de la LEC y según reiterada jurisprudencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo…».


En tanto que en lo que respecta a la obligación de relacionarse por medios electrónicos por parte de las comunidades de propietarios, al amparo del marco normativo referenciado, resulta de sumo interés, la SAN, Sala de lo contencioso, de 12 de junio de 2020, Rec. 1184/2018, que aborda dicha cuestión, apuntando que:


«En primer término, si una comunidad de propietarios, caso de la actora, se encuentra obligada a relacionarse por medios electrónicos con las Administraciones, y ello porque el artículo 14 de la Ley 39/2015, bajo la rúbrica «Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas», establece en el punto 2 que «En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: b) Las entidades sin personalidad jurídica».

Es claro que las comunidades de propietarios no son personas jurídicas —sentencias del Tribunal Supremo de 21 de enero de 2001, Sala Tercera, y 3 de mayo 2012, Sala Primera—, luego la Comunidad de Propietarios (…) en cuanto entidad sin personalidad jurídica, se encuentra ceñida al ámbito del artículo 14.2.b) de la ley 39/2015».



Siendo que la obligación de relacionarse electrónicamente por parte de una comunidad de propietarios en el seno de un procedimiento administrativo es objeto de reiteración, en la SAN, Sala de lo contencioso de 28 de abril de 2022, Rec. 392/2021, así como en la STSJ Murcia, Sala de lo contencioso de 11 de noviembre de 2021, Rec. 253/2020, de forma que tal y como refiere este última:

«…el número 2 del citado artículo establece la obligación de las entidades sin personalidad jurídica (art. 14.2.b), como son las comunidades de propietarios, que no se discute que son entidades sin personalidad jurídica, de relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas».


Junto a lo cual, ha de tenerse en cuenta que conforme ya previene en su exposición de motivos, la ley 49/1960, de 21 de julio sobre propiedad horizontal:

«El cargo de presidente, que ha de ser elegido en el seno de la Junta, lleva implícita la representación de todos los titulares en juicio y fuera de él, con lo que se resuelve el delicado problema de legitimación que se ha venido produciendo».


Previsión que ya con carácter normativo y vinculante es refrendada en el art. 13.3 de dicho texto legal, al disponer que:

«El presidente ostentará legalmente la representación de la comunidad, en juicio y fuera de él, en todos los asuntos que la afecten».


Por tanto, en consonancia con su naturaleza jurídica, las comunidades de propietarios en principio han de actuar en el procedimiento administrativo, a través de su presidente, de lo que se infiere que sigue resultando obligatorio la relación electrónica, pues como indica el art. 14.2.d) LPACA, resulta preceptiva la misma para «quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración».

Por lo que, en definitiva, podemos concluir al respecto, que las comunidades de propietarios resultan obligadas a relacionarse electrónicamente en los respectivos procedimientos administrativos que articulen con las Administraciones Públicas, como es nuestro caso, a través de quienes ostenten su representación legal, que como hemos visto corresponde originariamente «ex lege» a su presidente.

En lo que respecta al segundo de los interrogantes, una de las novedades incorporadas al articulado de la LPACA, viene constituida por la incorporación, ciertamente controvertida, de la denominada «subsanación electrónica» prevista en el art. 68.4 LPACA, que señala que:

«Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud presencialmente las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación».


En desarrollo de tal previsión normativa, de forma más amplia, viene a disponer el art. 14 RAFSPME, que:


«1. Si existe la obligación del interesado de relacionarse a través de medios electrónicos y aquel no los hubiese utilizado, el órgano administrativo competente en el ámbito de actuación requerirá la correspondiente subsanación, advirtiendo al interesado, o en su caso su representante, que, de no ser atendido el requerimiento en el plazo de diez días, se le tendrá por desistido de su solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al trámite correspondiente, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Este régimen de subsanación será asimismo aplicable a las personas físicas no obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.2, hayan ejercitado su derecho a relacionarse electrónicamente con la Administración Pública de que se trate.

Cuando se trate de una solicitud de iniciación del interesado, la fecha de la subsanación se considerará a estos efectos como fecha de presentación de la solicitud de acuerdo con el artículo 68.4 de dicha ley.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 39.1 de este Reglamento, en el caso de que las Administraciones Públicas hayan determinado los formatos y estándares a los que deberán ajustarse los documentos presentados por el interesado, si este incumple dicho requisito se le requerirá para que, en el plazo de diez días, subsane el defecto advertido en los términos establecidos en los artículos 68.1, cuando se trate de una solicitud de iniciación, y 73.2, cuando se trate de otro acto, ambos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, con la indicación de que, si así no lo hiciera y previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de dicha ley, se le tendrá por desistido de su solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al trámite correspondiente, respectivamente.

3. En el caso de que el escrito o solicitud presentada adolezca de cualquier otro defecto subsanable, por la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos 66, 67 y 73 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o por la falta de otros requisitos exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá su subsanación en el plazo de diez días, en los términos de los artículos 68.1 y 73.1 de la citada ley.

Este plazo podrá ser ampliado hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos, en su caso, presente dificultades especiales, siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva».



Pese al tenor literal de las previsiones normativas referenciadas, y en particular, en lo relativo al alcance del art. 68.4 LPACA, su interpretación viene siendo una cuestión ciertamente controvertida en el ámbito doctrinal, en el que existen posiciones encontradas, en cuanto a su aplicación en la práctica administrativa, las cuales basculan desde posiciones estrictamente literalistas del tenor de la ley que consideran que la «subsanación electrónica» produce sus efectos el día en que la misma se lleve a cabo, hasta otras que consideran que ha de entrar en juego el conocido principio «pro actione» en virtud del cual, dicha «subsanación electrónica» ha de producir efectos retroactivos, pues lo contrario daría lugar a resultados que hacen difícil pensar que hayan sido los deseados por el legislador de la LPACA.

De dicha polémica doctrinal, dan buena cuenta RODRÍGUEZ ARANA y ÁLVAREZ BARBEITO (2) , que, por lo atinado de la síntesis sobre el estado de la cuestión, y en aras de una adecuada comprensión del problema que suscita la adecuada interpretación del art. 68.4 LPACA, pasamos a reproducir, de forma amplia:


«La transición entre la Administración convencional —en papel— y la electrónica ha generado, como es bien sabido, posiciones doctrinales y jurisprudenciales encontradas en relación con la interpretación del régimen de subsanación previsto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), tema que examinaremos a la luz de lo dispuesto en el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos (RAFME).

El ejemplo más interesante de la polémica suscitada lo constituye la redacción del punto 4, último inciso del aludido artículo 68 LPAC:

(…) A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación, respecto del cual ha tenido lugar un intenso debate acerca del carácter retroactivo o no de la subsanación que se ofrece a los obligados a relacionarse electrónicamente cuando se presentan solicitudes presencialmente.

Entre las posiciones a favor de una interpretación literal del precepto aludido se encuentra José Ramón Chaves García, cuya opinión se condensa en la frase siguiente: "El art. 68.4 es tajante, claro e imperativo. Se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación".

Soporta su posición en un planteamiento en el que "no hay espacio para interpretar lo que está claro e inequívoco". No caben interpretaciones contra legem.

La interpretación antiformalista, pro actione o pro administrado, solo juega dentro del margen de flexibilidad de la ley. Podremos ser imaginativos para interpretar textos legales, pero no para forzar y retorcer su letra.

El supuesto del art. 68.4 de la LPAC se refiere a los supuestos de los artículos 14.2 y 14.3, o sea, supuestos de personas que están obligadas por ley a comunicarse electrónicamente (personas jurídicas, empleados públicos, etc.), y además que tiene obligación de saberlo, de manera que si a sabiendas (o por negligencia, y recordemos que "la ignorancia de la ley no excusa su cumplimiento) presentan su solicitud de forma "presencial" no pueden beneficiarse de su torpeza para obtener el valioso regalo de un aplazamiento de plazos hasta que lo subsanen. O sea, un beneficio del que no han disfrutado los que sí han presentado electrónicamente en tiempo su solicitud.

En esta línea, Lorenzo Cotino Hueso manifiesta que "(…) la clara voluntad del legislador es que, si mediaba cualquier plazo que haya precluido al momento de la subsanación, el obligado habría incumplido dicho plazo con los efectos que ello implique en cada procedimiento o relación jurídica administrativa".

La posición contraria es defendida por autores como Eduardo Gamero al entender que "el supuesto se encontraba huérfano de regulación en la normativa anterior, y aparece ahora tratado en el art. 68.4 LPAC, si bien, de manera un tanto críptica. A la luz de los antecedentes, la intención con la que se redactó es inequívocamente la de consumar la privación del trámite de subsanación instaurada de facto durante la vigencia de la LAECSP.

Pues bien, la ambigüedad de su contenido obligada los operadores jurídicos a promover la interpretación más favorable al ciudadano, reconociéndole su derecho a subsanar, y a que la nueva presentación se entienda realizada en plazo.

También apoya esta postura Diego Gómez Fernández al afirmar que el inciso final no sólo dice eso, sino que añade al principio de la frase "A estos efectos". Estos efectos no pueden ser otros que las palabras con las que termina la frase inmediatamente anterior al punto seguido a partir de la cual empieza el inciso final y que son las palabras "presentación electrónica". En virtud de ello, dicha frase inicial del inciso final limita el alcance del mismo.

Uniendo una cosa con la otra, si leyésemos la frase con la remisión incluida veríamos que dice esto "A los efectos de la presentación electrónica, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación". Por lo tanto, no se trata de aplicar el "ubi lex non distinguit nec nos distinguiré debemus", puesto que es la propia ley la que distingue al introducir esa precisión al inicio de la frase, por cuanto lo de tener como fecha presentación la de la subsanación no lo es a todos los efectos, sino única y exclusivamente, a los efectos de la presentación electrónica.

Esta tesis también podría sustentarse en lo expuesto por Gallardo Castillo cuando afirma que "una vez hecho uso del trámite de subsanación y, por tanto, enmendado el defecto de que adolecía la solicitud, surge en la Administración un nuevo deber: el de tomar en consideración tal actuación del particular, no sólo ya por propia congruencia con la propia actuación administrativa y porque la Administración iría en contra de sus propios actos que inicialmente ofrece la posibilidad de subsanación y posteriormente resuelve ignorando los documentos presentados dentro del plazo por ella habilitado y sin dejar siquiera que éste haya transcurrido (…) sino que va de suyo los efectos retroactivos de dicha subsanación"».



Dicha polémica doctrinal, ha tenido igualmente traslación al ámbito jurisprudencial, hasta desembocar en la Sala de lo contencioso del Tribunal Supremo, que, en virtud de Auto de 18 de diciembre de 2020, Rec. 1928/2020, admite como cuestión para la fijación de doctrina de interés casacional:


«Admitir el recurso de casación que, también con n.o 1928/2020, ha preparado la Comunidad Autónoma de Castilla y León, en la representación que legalmente ostenta, contra la sentencia de la Sección Primera la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León supra referenciada y declarar que las cuestiones suscitadas en el recurso presentan interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consisten en:

(I) Aclarar cuáles son las consecuencias que se derivan del requerimiento de subsanación que prevé el artículo 68.4 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas cuando no se ha cumplido con la obligación de relación a través de medios electrónicos que impone el artículo 14.2 de la misma norma; en particular, si una vez subsanado el defecto y presentado el recurso por medios electrónicos, la subsanación es retroactiva (como entiende la Sala) o es la que fija el día en que ha de entenderse cumplimentado el trámite de que se trate».



Cuestión que ha sido resuelta, por la importante STS, Sala de lo contencioso, de 1 de julio de 2021, Rec. 1928/2020, que viene a fijar cual ha de ser la interpretación y alcance de las previsiones del art. 68.4 LPACA, señalando al respecto que:

«1. El apartado 4 del artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que dispone que si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su presentación electrónica, y que a estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquellas en la que haya sido realizada la subsanación, resulta aplicable a la fase inicial de los procedimientos administrativos iniciados a instancia de parte».


Si bien de mayor interés aún, en aras de delimitar el verdadero alcance del art. 68.4 LPACA, señala el TS que:

«…cabe partir como premisa para abordar esta cuestión del presupuesto de que el artículo 68.4 de la Ley 39/2015 regula un trámite procedimental de subsanación específico respecto de las solicitudes que se hubieren presentado ante la Administración de forma presencial, que resulta estrictamente aplicable a los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, y no a los procedimientos iniciados de oficio por la Administración, ni a los procedimientos de revisión de los actos administrativos».


Aspecto este último que además de resultar de sumo interés, tiene especial incidencia en el supuesto que estamos abordando, pues como señala el enunciado, nos encontramos frente a un procedimiento de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, los cuales siempre se inician de oficio, como nítidamente señala el art. 23 LGS, al apuntar en sus apartados primero y segundo que:


«1. El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio.

2. La iniciación de oficio se realizará siempre mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la concesión de las subvenciones convocadas según lo establecido en este capítulo y de acuerdo con los principios de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La convocatoria deberá publicarse en la BDNS y un extracto de la misma, en el Boletín Oficial del Estado de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 20.8 (…)».



Por tanto, como se vislumbra a tenor del precepto legal indicado, los procedimientos de otorgamiento de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, como es nuestro caso, son procedimientos que siempre se inician de oficio, por lo que no debe confundirse con el hecho de que obviamente para concurrir al mismo, haya de presentarse una solicitud de participación, si bien este es el sutil matiz, que nos hace diferenciarla de una solicitud de iniciación, que sería la premisa que haría entrar en juego al art. 68.4 LPACA, en los términos que ha sido objeto de interpretación por la doctrina jurisprudencial del TS.

Doctrina jurisprudencial que parece haberse tenido en cuenta (o al menos parece acomodarse a la misma), por el RAFSPME, cuando en su artículo 14, de una forma más amplia que el precepto legal que desarrolla, esto es el art. 68.4 LPACA, viene a recoger las siguientes previsiones:


«1. Si existe la obligación del interesado de relacionarse a través de medios electrónicos y aquel no los hubiese utilizado, el órgano administrativo competente en el ámbito de actuación requerirá la correspondiente subsanación, advirtiendo al interesado, o en su caso su representante, que, de no ser atendido el requerimiento en el plazo de diez días, se le tendrá por desistido de su solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al trámite correspondiente, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Este régimen de subsanación será asimismo aplicable a las personas físicas no obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.2, hayan ejercitado su derecho a relacionarse electrónicamente con la Administración Pública de que se trate.

Cuando se trate de una solicitud de iniciación del interesado, la fecha de la subsanación se considerará a estos efectos como fecha de presentación de la solicitud de acuerdo con el artículo 68.4 de dicha ley.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 39.1 de este Reglamento, en el caso de que las Administraciones Públicas hayan determinado los formatos y estándares a los que deberán ajustarse los documentos presentados por el interesado, si este incumple dicho requisito se le requerirá para que, en el plazo de diez días, subsane el defecto advertido en los términos establecidos en los artículos 68.1, cuando se trate de una solicitud de iniciación, y 73.2, cuando se trate de otro acto, ambos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, con la indicación de que, si así no lo hiciera y previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de dicha ley, se le tendrá por desistido de su solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al trámite correspondiente, respectivamente.

3. En el caso de que el escrito o solicitud presentada adolezca de cualquier otro defecto subsanable, por la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos 66, 67 y 73 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o por la falta de otros requisitos exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá su subsanación en el plazo de diez días, en los términos de los artículos 68.1 y 73.1 de la citada ley. Este plazo podrá ser ampliado hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos, en su caso, presente dificultades especiales, siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva».



De todo lo cual, podemos concluir, que dado que nos encontramos frente a una «solicitud de participación» en un procedimiento concurrencial de otorgamiento de subvenciones que siempre se inicia de oficio, y no frente a una «solicitud de iniciación» propiamente dicha, procedería a tenor de lo previsto en el propio art. 14 RAFSPME, efectuar un requerimiento de subsanación para su presentación de forma electrónica, por tratarse de un sujeto obligado a relacionarse electrónicamente, si bien en tal caso, habría de considerarse conforme a la doctrina jurisprudencial ya expuesta, que en caso de subsanarse en plazo la presentación inicialmente efectuada en papel, habría de tenerse por presentada la «solicitud de participación» en la fecha inicial aunque fuere defectuosa en cuanto al formato, y por tanto, no tomando como referencia a tales efectos la fecha de subsanación conforme exige el art. 68.4 LPACA, que como hemos dicho, y aquí reiteramos se refiere estrictamente a las «solicitudes de iniciación», esto es, aquellos procedimientos incoados por iniciativa de los interesados.

2.2º. Como ya hemos tenido ocasión de referenciar, nos encontramos ante un procedimiento para el otorgamiento de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva, por lo que, en primer lugar, habríamos de acudir a lo dispuesto en su legislación específica, y en particular a lo establecido en el art. 23.5 LGS, cuando al respecto refiere que:

«Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en la norma de convocatoria, el órgano competente requerirá al interesado para que la subsane en el plazo máximo e improrrogable de 10 días, indicándole que si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su solicitud, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 71 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común».


Remisión que, hoy en día, hemos de entender efectuada a lo dispuesto en el art. 68 LPACA, de acuerdo con el cual:


«1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, lo que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21.

2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales».



En dicho sentido, a sensu contrario, ha tenido ocasión de pronunciarse entre otra la STS, Sala de lo contencioso, de 19 de mayo 1998, Rec. 7366/1990, cuando viene a expresar el criterio de la imposibilidad de ampliar el plazo de subsanación en cinco días, por encontrarnos como es nuestro caso, frente a un procedimiento de otorgamiento de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva:

«Tiene en cuenta para llegar a tal conclusión: (…) la propia actuación de la Administración al dejar transcurrir cerca de un mes y medio desde que el defecto fue subsanado hasta que dictó el acto combatido en la instancia, lo que se produjo cuando todas las exigencias de procedimiento estaban satisfechas y podía valorar los argumentos impugnatorios; la inexistencia de terceros que puedan sufrir cualquier clase de perjuicio en virtud de la tesis que aquí se defiende; y, finalmente los principios que hoy inspiran el precepto contenido en el art. 71.2 de la Ley 30/1992, no vigente en aquellas fechas, pero susceptible de ser inducido del ordenamiento jurídico entonces aplicable, precepto según el cual, no tratándose de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva (como acontece en el supuesto enjuiciado) cabe una prudente ampliación del plazo hasta de cinco días, que no llegaron a transcurrir en el caso a que se refiere esta apelación, pues el defecto quedó antes subsanado, sin que sea preciso descender al examen de las circunstancias a que tal posibilidad se condiciona en el precepto que acabamos de invocar».


En tanto que, de forma más reciente, así lo ratifica la STSJ Galicia, Sala de lo contencioso de 14 de julio de 2023, Rec. 208/2022, al abordar las previsiones del actual art. 68 LPACA, en lo referente al régimen de subsanación, y en particular, a la posibilidad de ampliar el plazo, concluyendo que:

«Es obvio que este apartado 2 confirma la aplicación del apartado 1 también a los procesos selectivos o de concurrencia competitiva, en cuanto lo que aquel excluye, respecto de estos, es tan solo la posibilidad de ampliación del plazo de 10 días en 5 días más».


Siendo que la finalidad de dicha imposibilidad de ampliación conforme expresa con toda rotundidad, la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 26 de mayo de 2023, Rec. 647/2022, el que ello supondría contravenir:

«…el espíritu de la normativa sobre la concurrencia competitiva en el caso de las subvenciones pues, no en vano, el artículo 68.2 del mismo texto legal citado excluye de la posibilidad de ampliación del plazo de subsanación consagrado en el apartado 1 del mismo precepto a los procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva; sin duda, para esta Sala y según se ha explicado, para no quebrantar la igualdad que debe existir y mantenerse hasta el último trámite del expediente entre los participantes en el mismo».


De manera, que, en atención a tales previsiones, dado el carácter de concurrencia competitiva del procedimiento ante el que nos encontramos, no resulta posible atender la petición de la comunidad de propietarios de que se amplíe el plazo para la subsanación de la solicitud de subvención inicialmente presentada, más allá de los diez días, tal y como de forma categórica se establece tanto en la normativa subvencional como en la de procedimiento administrativo común.

3º. Con carácter previo a analizar la cuestión de fondo que se somete a nuestra consideración, hemos de precisar que conforme previene el art. 23 LGS, la convocatoria de cualquier procedimiento de otorgamiento de subvenciones de concurrencia competitiva habrá de contener como mínimo los extremos contemplados en el apartado 2 de dicho precepto legal, y entre otros, el plazo de resolución y notificación, por lo que a los efectos de valorar si ha transcurrido dicho plazo, habría de estarse a lo establecido en la correspondiente convocatoria.

Sin perjuicio de que a mí juicio, la habilitación legal que el art. 23 LGS confiere a la convocatoria para fijar dicho plazo de resolución y notificación, no es óbice, para que al respecto deba tenerse en cuenta lo establecido en el art. 21.2 LPACA, cuando dispone que el plazo máximo para resolver y notificar «no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europeo», de forma que en principio ese sería el límite para una convocatoria de subvenciones a la hora de fijar el plazo máximo de resolución y notificación, a salvo de que una ley específica o el Derecho de la Unión Europea, habilitare para fijar uno más amplio.

Una vez efectuada dicha precisión, y dado que en el supuesto se indica que en principio se ha superado el plazo máximo para resolver y notificar previsto en la convocatoria, hemos de estar a la regulación básica de la institución del silencio administrativo que se contempla en los arts. 24 y 25 LPACA, si bien, en el presente caso, habríamos de estar a las consideraciones de este último, pues como ya hemos tenido ocasión de indicar en líneas precedentes, y ahora reiteramos, tal como prescribe el art. 23.1 LGS «el procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio».

A tal efecto, en lo que se refiere a la falta de resolución expresa en los procedimientos iniciados de oficio señala el art. 25.1 LPACA que:


«En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiere derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

b) En los procedimientos en que la Administración ejercita potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos favorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 95».



Por tanto, a partir de tales consideraciones se impone partir del concepto legal de subvención establecido en el art. 2 LGS, en aras de delimitar el tipo de acto frente al que nos encontramos, del que se colige que la subvención se otorga sin contraprestación por parte del beneficiario, que su entrega está supeditada a la realización de una actividad, comportamiento o situación por el beneficiario, y que ha de estar dirigida al fomento de una actividad de utilidad pública o interés social.

También de interés a la hora de delimitar la naturaleza jurídica de una subvención, resulta la doctrina jurisprudencial, pudiendo citarse la STS, Sala de lo contencioso, de 19 de mayo de 2014, Rec.2048/2011, que recoge la posición del Alto Tribunal al respecto, indicando que:


«…resulta pertinente recordar, que la subvención se configura tradicionalmente en nuestro Derecho Público como una medida de fomento que utilizan las Administraciones Públicas para promover la actividad de los particulares o de otras Administraciones Públicas hacia fines de interés general que representa o gestiona la Administración concedente, que esté sometida al principio de legalidad, de modo que la Administración convocante debe respetar las directrices y bases procedimentales establecidas en la convocatoria, no gozando por ello de potestades discrecionales para alterar arbitrariamente el procedimiento de concesión de subvenciones, por cuanto supondría una vulneración del principio de seguridad jurídica.

En este sentido, cabe significar que según resulta de la jurisprudencia reiterada de esta Sala, expresada entre otras en las sentencias de 7 de abril de 2003 (RC 11328/1998), de 4 de mayo de 2004 (RC 3481/2000), de 17 de octubre de 2005 (RC 158/2000) y de 20 de mayo de 2008 (RC 5005/2005), la naturaleza de la medida de fomento administrativo puede caracterizarse por las notas que a continuación se reseñan:

En primer lugar, el establecimiento de la subvención puede inscribirse en el ámbito de las potestades discrecionales de las Administraciones Públicas, pero una vez que la subvención ha sido regulada normativamente termina la discrecionalidad y comienza la previsión reglada cuya aplicación escapa al puro voluntarismo de aquéllas.

En segundo término, el otorgamiento de las subvenciones ha de estar determinado por el cumplimiento de las condiciones exigidas por la norma correspondiente, pues de lo contrario resultaría arbitraria y atentatoria al principio de seguridad jurídica.

Por último, la subvención no responde a una "causa donandi", sino a la finalidad de intervenir en la actuación del beneficiario a través de unos condicionamientos o de un "modus", libremente aceptado por aquél. Por consiguiente, las cantidades otorgadas en concepto de subvención están vinculadas al cumplimiento de la actividad prevista…».



Y en similar sentido, cabe citar la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso, de 5 de noviembre de 2021, Rec.1348/2019, que alineándose con la doctrina del Alto Tribunal señala que:

«En torno a la naturaleza jurídica de la subvención es comúnmente aceptado por la doctrina y la jurisprudencia que aquélla puede calificarse de acto administrativo unilateral —a lo sumo, acto necesitado de aceptación, conforme a la doctrina clásica alemana— en cuya elaboración actúa la Administración ejercitando potestades tanto regladas como discrecionales».


Por tanto, resulta patente que la subvención es un acto dictado en el ejercicio de la potestad de fomento reconocida en favor de las AAPP, y que por ende a los efectos del art. 25.1 LPACA, habría de considerarse un acto que supone una situación jurídica favorable para quienes resultan beneficiarios de subvenciones, sin perjuicio, como es obvio, de cumplir los requisitos que derivan del marco legal que las disciplina, lo que nos llevaría a considerar conforme al apartado a) de dicho precepto legal, que en caso de transcurrido el plazo para resolver y notificar contemplado en la convocatoria, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

Así lo corrobora entre otras, la STS, Sala de lo contencioso de 19 de junio de 2007, Rec. 11196/2004, cuando refiere que:

«…la naturaleza modal de la ayuda que exige unas comprobaciones no solo veda su obtención por silencio, sino que evidencia que se trata de un procedimiento (…) cuya convocatoria, aunque tenga un plazo predeterminado no implica ni constituye un procedimiento iniciado por voluntad de los administrados…».


Y de forma más reciente, como recuerda la STSJ Andalucía, Sala de lo contencioso de 29 de mayo de 2020, Rec. 942/2016:

«…es reiterada la jurisprudencia que señala que en el marco de un procedimiento subvencional que se inicia de oficio en virtud de convocatoria adoptada por la propia Administración concedente, las solicitudes que se presenten no pueden estimarse como iniciadoras de un procedimiento, sino incidencias producidas dentro de un procedimiento iniciado de oficio, al que en consecuencia, no le resulta aplicable el artículo 43 de la ley 30/1992, aplicable en este caso en atención a la fecha de los hechos, sino el artículo 44 (artículos 24 y 25 respectivamente de la vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas), por lo que deben entenderse desestimadas por silencio (STS, Contencioso sección 4 del 13 de abril de 2011…».


Aspectos todos ellos, que nos llevan a concluir que en el presente caso habría de desestimarse la pretensión del presidente de la Comunidad de Propietarios de entender estimada obtenida la subvención por silencio administrativo, y por ende de la emisión de certificado por el órgano competente en tal sentido, en consonancia con lo establecido en el art. 25.1.a) LPACA, en los términos que ya hemos tenido objeto de analizar de forma profusa en las líneas precedentes.

4º. Para dar una respuesta a dicho interrogante, hemos de tomar como punto de partida las previsiones del art. 21.2 LPCA, de conformidad con el cual:


«El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento.

Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea».



A lo que se añade por el apartado 3 del mismo precepto legal que:


«Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses. Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.

b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación».



Por tanto, con carácter general como ocurre en principio en el supuesto que aquí acontece, en defecto de previsión en la normativa reguladora del correspondiente procedimiento, el plazo máximo para dictar y notificar la resolución sería de 3 meses.

La «ratio» que subyace en el establecimiento de un plazo máximo de duración de los procedimientos administrativos, la señala la STS, Sala de lo contencioso, de 12 de marzo de 2019, Rec. 676/2018, perfilando al respecto que:

«…el ejercicio por la Administración de sus potestades de intervención está sujeta a límites, uno de ellos es el establecimiento de un plazo máximo para resolver los procedimientos. Su razón de ser obedece al deber de las Administraciones Públicas de dictar resolución expresa en los plazos marcados por la ley, con ello se pretende garantizar que los procedimientos administrativos se resuelvan en un tiempo concreto, evitando la prolongación indefinida de los mismos por razones de seguridad jurídica…».


A lo que se añade por el propio TS, que el plazo para dictar y notificar resolución en tiempo razonable es una proyección del principio de buena administración como un derecho subjetivo del ciudadano, como recuerda en su STS, Sala de lo contencioso, de 18 de diciembre de 2019, Rec. 4442/2018, al reiterar como doctrina de interés casacional que:

«…del derecho a una buena Administración Pública Administración Pública derivan una serie de derechos de los ciudadanos con plasmación efectiva. No se trata, por tanto, de una mera fórmula vacía de contenido, sino que se impone a las Administraciones Públicas de suerte que a dichos derechos sigue un correlativo elenco de deberes a estas exigibles, entre los que se encuentra, desde luego, el derecho a la tutela administrativa efectiva y, en lo que ahora interesa, sobre todo, a una resolución administrativa en plazo razonable».


Sentadas tales premisas, y sin perjuicio de que como vemos la LPACA fija como plazo supletorio para dictar y notificar la correspondiente resolución el de tres meses en defecto de previsión en la normativa que resulte de aplicación, el TS ha venido a matizar dicha previsión, señalando que ello será así, siempre que la suma de trámites que contemple la norma reguladora no supere dicho plazo de tres meses, dado que si lo supera, el plazo máximo para resolver y notificar será de seis meses, tal y como ha tenido ocasión de puntualizar la STS, Sala de lo contencioso, de 22 de septiembre de 2020, Rec. 6208/2019, al indicar que:

«Procede, en consecuencia reiterar, como respuesta a la cuestión de interés casacional objetivo planteada, que, conforme al art. 42.2 y 3 de la ley 30/92 (art. 21.2 y 3 de la ley 39/2015) el plazo de caducidad de los procedimientos administrativos —que no tengan previsión normativa al respecto— será de tres meses, salvo que la regulación del procedimiento contenga trámites, con plazos que —sumados— excedan de esos tres meses, en cuyo caso el plazo máximo para notificar la resolución será de seis meses».


5º. Dejando de un lado las formalidades que se exigen para la presentación de los recursos administrativos, y en particular para el recurso de reposición, presuponiendo que a priori las mismas se cumplen dado que nada se dice en contrario del enunciado del supuesto, la cuestión central a dilucidar versa sobre el alcance del derecho reconocido en el art. 28.2 LPACA, también conocido como el principio de «once only» o «el principio de una sola vez».

A tal efecto, hemos de partir de las propias previsiones del art. 28.2 LPACA, cuando refiere que:


«Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier Administración. La Administración actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades sancionadoras o de inspección.

Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto.

Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente».



Y, asimismo, en desarrollo de dicho precepto, señala el art. 61.2 RAFSPME que:


«2. Cuando las personas interesadas no aporten datos y/o documentos que ya obren en poder de las Administraciones Públicas, de conformidad con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se seguirán las siguientes reglas:

a) Si el órgano administrativo encargado de la tramitación del procedimiento puede acceder electrónicamente a los datos, documentos o certificados necesarios mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, los incorporará al procedimiento administrativo correspondiente. Quedará constancia en los ficheros del órgano, organismo público o entidad de derecho público cedente del acceso a los datos o documentos efectuado por el órgano u organismo cesionario.

b) Excepcionalmente, en caso de que no se pueda realizar el acceso electrónico a los datos mediante la consulta a que se refiere la letra anterior, se podrá solicitar por otros medios habilitados al efecto y se conservará la documentación acreditativa de la circunstancia que imposibilitó dicho acceso electrónico, incorporándola al expediente».



Por tanto, los términos que derivan del marco normativo expuesto son nítidos, de manera que dado que el interesado ha manifestado que no se oponía en su solicitud a que tales datos se recaben por parte del Ayuntamiento, el recabarlos supone una obligación para el mismo (que no una facultad), por lo que a salvo de que concurra la excepción que se cita en el art. 61.2.b) RAFSPME (de la que nada se dice en principio, ni se motiva ni en el requerimiento, ni en la resolución de desistimiento), deberían haberse recabado tales datos por el propio Ayuntamiento.

En tal sentido, ha venido a señalar la STS, Sala de lo contencioso de 12 de enero de 2023, Rec. 2507/2022, que:

«…salvo oposición expresa del interesado, no puede ser requerido a la aportación de documentos en los que funda la solicitud, cuando éstos ya obran en poder de las Administraciones o han sido elaborados por ellas, teniendo éstas obligación de solicitarlos de la correspondiente Administración a través de interconexión telemática».


Lo que en suma nos lleva a que, a tenor de lo expuesto, habría de dictarse resolución estimando el recurso interpuesto, y declarando inválida la resolución de desistimiento dictada, por mor de lo preceptuado en el art. 48 LPACA, debiendo el Ayuntamiento recabar el documento que se solicita al interesado, e incorporarlo al expediente del procedimiento administrativo objeto de tramitación.
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Supuesto n.º 2 Aviso de notificación electrónica. Notificación por comparecencia en oficina asistencia en materia de registros. Notificación en papel a sujeto obligado a relacionarse electrónicamente. Cómputo de plazo para interposición de recurso


 ENUNCIADO

Como secretario general del Ayuntamiento del municipio Problemático con una población de 9.500 habitantes, se someten a su consideración por parte del Sr. alcalde una serie de asuntos que se están planteando en diferentes procedimientos administrativos que se están tramitando por diferentes Concejalías, y con respecto a los cuales se le solicita un pronunciamiento jurídico, por los criterios dispares que al respecto se vienen manteniendo por los técnicos y/o tramitadores de las diferentes concejalías:

1º. En un procedimiento administrativo que se viene tramitando en relación con una determinada persona física, que voluntariamente ha optado por la tramitación electrónica con el Ayuntamiento, se ha producido un «olvido» por el funcionario tramitador, de forma que, al practicar la notificación de la resolución, no se ha efectuado el correspondiente aviso de notificación

Tal proceder ¿tiene alguna relevancia con respecto a la validez de la notificación practicada?

2º. En relación a un procedimiento administrativo que se está tramitando por parte del Ayuntamiento con respecto a una sociedad de responsabilidad limitada Luces S.L, su representante que se encuentra efectuando otros trámites en el Ayuntamiento, comparece ante la oficina de asistencia en materia de registro y solicita en ese momento que se le practique la notificación de la resolución de dicho procedimiento (ya dictada por el órgano competente) por parte de la oficina de asistencia en materia de registro.

¿Es ajustada a Derecho la práctica de la notificación en los términos que se plantea?

3º. Por parte de la unidad de infracciones y sanciones del área de urbanismo, se ha notificado a la entidad mercantil Ladrillo S.L., una resolución por la que se impone una sanción de 5.000 euros por llevar a cabo obras sin licencia en un inmueble de su titularidad.

Dicha notificación ha sido practicada por escrito, sin que conste en la misma motivación alguna de la concurrencia de circunstancia que justifique la práctica en papel.

Por parte del representante de dicha mercantil, se ha interpuesto recurso de reposición en plazo, solicitando la nulidad de la notificación practicada por haberse efectuado por un medio inadecuado para ello.

4º. En otro procedimiento administrativo, se ha dictado por la Sra. concejal de Comercio Local, en relación con una persona física que ha elegido relacionarse con el Ayuntamiento a través de medios no electrónicos, la resolución que pone fin al procedimiento administrativo.

A tal efecto la notificación de dicha resolución fue practicada por empleado público en el domicilio de la persona interesada con fecha 3 de noviembre de 2021, si bien consta que dicha interesada ha comparecido en la sede electrónica del Ayuntamiento, y ha accedido al contenido de la notificación con fecha 2 de noviembre de 2021.

Contra dicha resolución que produce efectos desfavorables para la interesada, se interpone recurso administrativo de reposición en la oficina de asistencia en materia de registro, con fecha 3 de diciembre de 2021.

¿Debe admitirse el recurso administrativo interpuesto por la interesada?

¿Cuál sería el fundamento de la resolución que habría de dictar el Ayuntamiento?

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. Dado que en el propio enunciado del supuesto se dice que el propio interesado pese a no ser un sujeto obligado ha ejercitado la opción por la tramitación electrónica, e inclusive, aunque no fuere así, dispone el art. 41.6 LPACA con carácter general que:


«Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada única.

La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida».



Dicho precepto legal, es a su vez objeto de desarrollo, en los términos que en lo que aquí interesa reproduciremos, en el art. 43 RAFSPME:


«De acuerdo con lo previsto en el artículo 41.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las Administraciones Públicas, organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes enviarán al interesado o, en su caso, a su representante, aviso informándole de la puesta a disposición de la notificación bien en la Dirección Electrónica Habilitada única, bien en la sede electrónica o sede electrónica asociada de la Administración u Organismo o Entidad o, en su caso, en ambas.

La falta de práctica de este aviso, de carácter meramente informativo, no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida.

El aviso se remitirá al dispositivo electrónica o la dirección de correo electrónico que el interesado haya comunicado voluntariamente al efecto, o a ambos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre.

El interesado se hace responsable, por la comunicación a la Administración, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, de que dispone de acceso al dispositivo o dirección de correo electrónico designados. En caso de que dejen de estar operativos o pierda la posibilidad de acceso, el interesado está obligado a comunicar a la Administración que no se realice el aviso en tales medios. El incumplimiento de esta obligación por parte del interesado no conllevará responsabilidad alguna para la Administración por los avisos efectuados a dichos medios no operativos.

El aviso regulado en este apartado sólo se practicará en caso de que el interesado o su representante hayan comunicado a la Administración un dispositivo electrónico o dirección de correo electrónico al efecto».



Así, como se deduce de tales previsiones normativas, la falta de aviso de la notificación practicada tiene un valor meramente informativo, y por tanto en principio carece de transcendencia invalidante o anulatoria.

Si bien pese a la rotundidad de tales preceptos, y aunque sea en el ámbito tributario, algún pronunciamiento jurisprudencial con apoyo en la doctrina del TS en materia de notificaciones, sí que atribuye consecuencias invalidantes bajo determinadas circunstancias que pueden suponer una quiebra del principio de confianza legítima, como pone de manifiesto la STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 15 de junio de 2018, Rec. 613/2015, de conformidad con la cual:


«Es evidente que la notificación se realizó escrupulosamente conforme a las formalidades legales pero que no cumplió con su finalidad no por una actuación negligente del contribuyente, que esperaba como las 4 veces anteriores que le llegara el aviso, sino porque el aviso no llegó, y, por tanto, no accedió.

Y es que como dice la indicada STS de 16.11.2016 referenciada por ello, como este Tribunal ha dicho, lo relevante, pues, no es tanto que su cumplan las previsiones legales sobre cómo se llevan a efecto las notificaciones, sino el hecho de que los administrados lleguen a tener conocimiento de ellas. Todo lo cual lleva a concluir, en palabras del propio Tribunal Constitucional, que ni toda deficiencia en la práctica de la notificación implica necesariamente una vulneración del art. 24.1 CE, ni, al contrario, una notificación correctamente practicada en el plano formal supone que se alcen la finalidad que le es propia, es decir, que respete las garantías constitucionales que dicho precepto establece (…)».



Si bien de signo contrario, es la postura adoptada en el ámbito procesal por parte del TC en relación con el aviso electrónico contemplado en el art. 152.2 LEC, al considerar en la STC n.o 6/2019, de 17 de enero, que la omisión o falta de práctica de dicho aviso no da lugar a indefensión, dado su carácter meramente complementario, pronunciándose en los siguientes términos:

«El aviso representa un acto procesal efectuado por la oficina judicial, de carácter accesorio, que ayuda o facilita el conocimiento del hecho de haberse practicado un acto de comunicación, pero a cuyo acceso efectivo el acceso no coadyuva, sino que exige la utilización del canal electrónico habilitado para el profesional. El inciso final del precepto cuestionado, que separa entonces los efectos jurídicos de la omisión del aviso, respecto de la validez del acto de comunicación, aparece por ello como una medida estrictamente necesaria para asegurar la propia eficacia del sistema de justicia electrónica en su configuración actual».


Tesis por la que igualmente parece abogar el TS, en la reciente STS, Sala de lo contencioso de 25 de mayo de 2022, Rec. 163/2021, que con ocasión de la impugnación planteada frente a diversos preceptos del RAFSPME, y en particular frente al art. 41.3 que regula y desarrolla «el aviso de puesta a disposición de la notificación», viene a concluir con base en el pronunciamiento del TC referenciado, que tal aviso no constituye más que un «mero recordatorio», en los siguientes términos:


«El motivo de impugnación formulado contra el párrafo segundo del artículo 43.1 del Reglamento que establece la regulación del "aviso de la puesta a disposición de la notificación", que se circunscribe a la frase de "carácter meramente informativo", que se inserta en el inicio relativo a que "la falta de práctica de este aviso (…) no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida", debe ser desestimado, porque estimamos que dicha previsión reglamentaria, que completa la regulación contenida en el artículo 46.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administrativas Públicas, no vulnera el artículo 24 de la Constitución.

Consideramos, al respecto, que no resulta convincente el argumento de que se causa indefensión, tal como se infiere mutatis mutandi del criterio sostenido por el Tribunal Constitucional en la sentencia 6/2019, de 17 de enero, ya que no cabe eludir la naturaleza específica de "aviso", que constituye un mero recordatorio remitido a la sede electrónica del interesado de la pendencia de la notificación de un acto administrativo, que, en ningún caso, exime a la Administración Pública de notificar dicho acto legal forma, de modo que quede constancia en las actuaciones de la remisión y la recepción íntegra de la resolución administrativa, así como del momento en que se hicieron».



Sin perjuicio de lo indicado, de forma reciente la STC n.o 84/2022, de 27 de junio, ha venido a suavizar la posición del órgano de garantías constitucionales, en lo que respecta a la ausencia del envió del aviso de notificación en el ámbito de los procedimientos sancionadores, matizando que:

«…en el presente supuesto afirmamos que la falta de recepción de los avisos de notificación adquieren particular relevancia, no porque ello determine per se la invalidez de las notificaciones efectuada en la dirección electrónica habilitada, sino porque esta circunstancia impidió al recurrente tener conocimiento de la asignación de oficio de una dirección electrónica habilitada; de que, a través de ese medio requerido para que aportara la información reflejada en los antecedentes de esta resolución; y finalmente, de que, ante la falta de respuesta por su parte, le fue incoado un procedimiento sancionador, respecto de cuya tramitación y resolución final fue desconocedor hasta la apertura de la vía de apremio».


Si bien, en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, parece comenzar a generalizarse la ausencia de efectos invalidantes de aquellas notificaciones que no se acompañen del correspondiente aviso, siempre que no exista quiebra de la confianza legítima, tal como apunta la STSJ Murcia, Sala de lo contencioso de 18 de octubre de 2022, Rec. 93/2021, en los siguientes términos:


«Así pues, la falta de práctica de dicho aviso no afecta a la validez de la notificación. Así lo ha recogido entre otras la SAN de 14 de septiembre de 2022, la del TSJ de Cataluña de 2 de mayo de 2022 o del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15 de junio de 2022.

Ni siquiera podríamos en este caso estimar esa alegación acudiendo al principio de confianza legítima porque no consta en el expediente que la parte comunicara que se le remitiera el aviso vía mail, ni con anterioridad había recibido ningún aviso previo, o al menos no consta así en el expediente administrativo.

Incluso, el Tribunal Supremo en una sentencia de 11 de diciembre de 2017 (rec. 2436/2016) refería que no cabía hablar de una legítima expectativa de ser permanentemente notificada, en ese caso, por correo ordinario, fundada en el solo hecho de haberse llevado a cabo a través de tal medio anteriores notificaciones de actos de trámite, al existir actos de aceptación como lo es el propio conocimiento de que estaba habilitada la dirección electrónica.

Por lo que en este caso en el que no se cuestiona que la entidad recurrente estuviera obligada a recibir las notificaciones por medios electrónicos ya que se trata de una persona jurídica, el hecho de que no recibiera previamente el aviso no afecta a la validez de la notificación ni, en este caso, vulnera el principio de confianza legítima, ya que no ha acreditado la parte que hubiera recibido ninguna comunicación previa de notificación electrónica antes de la que aquí nos ocupa».



En igual sentido al expresado consideran la STSJ Asturias, Sala de lo contencioso de 19 de julio de 2023, Rec. 112/2023 o de 5 de febrero de 2023, Rec. 213/2022, que el error en la remisión del correo electrónico de alerta en los términos que resultan del art. 41.6 LPACA no impide que la notificación sea considerada plenamente válida pues dicho aviso tiene carácter meramente informativo y no resulta preceptivo para entender válidamente realizada la notificación de forma electrónica.

Posición que también reiteran las STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 9 de febrero de 2023, Rec. 3022/2023 o de 30 de junio de 2023, Rec. 574/2022, al considerar que el art. 41.6 LPACA no deja lugar a dudas sobre la validez de la notificación electrónica a pesar de no haberse comunicado los datos para recibir el aviso electrónico.

Siendo que conforme concluye la STSJ Extremadura, Sala de lo contencioso de 12 de julio de 2023, Rec. 20/2023, en relación con la falta de aviso electrónico y sus consecuencias que:


«No entendemos que la regulación del "aviso", establecida en el artículo 41.6 de la ley 39/2015, sea incompatible con la doctrina del Tribunal Constitucional, formulada en relación con el sistema de notificación de los actos procesales a través de "Lexnet", en cuanto no se prevé que el aviso por la Administración sea imprescindible para que se pueda constituir la excepción procesal del acto consentido contra el administrativo y en favor de la decisión de la Administración, porque lo que exige el principio de seguridad jurídica es que la notificación se practique al interesado de la forma legalmente prevista en los artículos 40, 41 y 42 del citado texto legal, y que, con independencia de que se realice en papel o por medios electrónicos, se garantice plenamente al interesado el conocimiento de la resolución administrativa que le permita utilizar todos los medios de defensa que considere adecuados para defender sus derechos e intereses legítimos.

La sentencia número 6/2019 del Tribunal Constitucional, que considera que la falta de notificación de un aviso en el sistema de notificación Lexnet (artículo 152.2, Ley 1/2000), no vulnera ni el derecho a la tutela judicial efectiva, ni el principio de confianza legítima.

A mayores, podría discutirse si, en la medida en que la falta de aviso por correo electrónico sea una excepción a la forma habitual de actuar de la Administración notificadora, podrá alegarse la vulneración del principio de confianza legítima, para dejar sin efectos las notificaciones electrónicas. Pero ese no es el caso que nos ocupa».



Por tanto, la posible indefensión por falta de práctica del «aviso de notificación», pese a los diversos pronunciamientos del TC y TS, dista a día de hoy de ser una cuestión pacífica, y con alta probabilidad está llamada a ser en los años venideros un semillero de conflictos en el seno de la jurisdicción contencioso-administrativa, por más que el legislador atribuya a dicho aviso un carácter de mero recordatorio, pues no puede pasarse por alto, que a día de hoy el principal sistema de notificación electrónica empleado por las diferentes AAPP españolas, es el de puesta a disposición en sede electrónica, lo que en defecto de aviso electrónico da lugar al fenómeno ya calificado como de «peregrinaje de sedes electrónicas», máxime si se tiene en cuenta que el propio RAFSPME contempla la adhesión a la carpeta ciudadana del sector público estatal, como voluntaria para el resto de AAPP (art. 59), en concordancia con la doctrina constitucional asentada por la STC n.o 55/2018, de 24 de mayo, lo que dará lugar a una evolución del fenómeno, llamado ahora a calificarse como de «peregrinaje de carpetas ciudadanas».

2º. Atendiendo a que nos encontramos ante el representante de una sociedad mercantil, a la hora de abordar la solución a la cuestión que se plantea, hemos de partir de las previsiones del art. 14.2 LPACA, plenamente en vigor desde el día 2 de abril de 2021, superando así ciertas posiciones jurisprudenciales y doctrinales, en lo relativo a la plena aplicación de dicho precepto con anterioridad a dicha fecha, previsiones que como ya hemos apuntado con anterioridad son objeto de reiteración por remisión al precepto legal indicado, en el art. 3.1 RAFSPME.

Así en principio cabría pensar que toda actuación que se lleve a cabo por la sociedad mercantil en un procedimiento administrativo, así como la persona que actúa en representación de esta, habría de llevarse a cabo por medios electrónicos.

Si bien profundizando en las previsiones de la LPACA, y en particular en lo referente a la práctica de notificaciones, dispone el artículo 41 de dicho texto legal lo siguiente:


«Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía.

No obstante, lo anterior, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento.

b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante».



Por tanto, la cuestión que fundamentalmente se plantea, es si pese a tratarse de un sujeto obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración, también a esta clase de interesados le resultan de aplicación las previsiones del artículo 41 LPACA; y, por ende, constituyen una excepción a la obligación de relación electrónica siempre y cuando se den las circunstancias habilitantes que se contemplan en dicho precepto legal. Cuestión a la que hemos de responder afirmativamente, en línea con la STSJ Galicia, Sala de lo contencioso de 11 de septiembre de 2020, Rec. 4255/2019, que ratifica la aplicabilidad de las previsiones del art. 41 LPACA a los sujetos obligados a relacionarse electrónicamente, en los siguientes términos:

«Al amparo de este precepto no cabe dudar de la validez formal de la notificación personal de la resolución efectuada con ocasión de la comparecencia espontánea del representante de la mercantil interesada en dependencias municipales, ya que es uno de los supuestos en que expresamente se permite la notificación por medios no electrónicos, y además se prevé que serán válidas con independencia del medio siempre que cumplan la finalidad a la que están llamadas a servir (esto es, que permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma), finalidad que en este caso se cumplió».


3º. A tal efecto, en la resolución de dicha cuestión, hemos de partir de lo dispuesto en el art. 14.2 LPACA que establece en todo caso, la obligación de relación electrónica, a una serie de sujetos, y entre ellos a las «personas jurídicas», obligación que es objeto de reiteración en el art. 3 RAFSPME.

Como señala la STSJ Canarias, Sala de lo contencioso de 4 de febrero de 2022, Rec. 179/2020, la razón de sujetar a las personas jurídicas a relación electrónica obligatoria por parte del art. 14.2 LPACA obedece a que:

«…en el caso de personas jurídicas —sociedades de capital, fundaciones, asociaciones, etc.— el legislador entiende que poseen una infraestructura y presume que tienen capacidad para recibir la notificación electrónica».


En lo que se refiere al régimen jurídico de las notificaciones, hemos de estar a lo dispuesto en los art. 40 y ss. LPACA, de forma que tal y como señala el art. 41 «las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía».

Si bien, el apartado 1 del último de los preceptos citados, establece una serie de excepciones para la práctica de notificaciones por medios «no electrónicos», que cabe entender aplicables también a los sujetos obligados a la relación electrónica, señalando al respecto que:


«No obstante lo anterior, las Administraciones Públicas podrán practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento.

b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante».



A lo que se añade, por el art. 41.2 LPACA que:


«En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones:

a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico.

b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques».



Por su parte, el art. 42 RAFSPME, establece en su apartado primero en lo que se refiere a las notificaciones por medios electrónicos que:

«De acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica o la sede electrónica asociada de la Administración, organismo público o entidad de derecho público vinculada o dependiente actuante, a través de la Dirección Electrónica Habilitada única o mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, debiendo quedar constancia de la fecha y hora de acceso al contenido de la misma, o del rechazo de la notificación».


Asimismo, el art. 43.2 de dicha disposición reglamentaria, establece una excepción más a la práctica de notificación electrónica para sujetos obligados a relacionarse por dichos medios, cuando al respecto establece que:

«Cuando el interesado sea un sujeto obligado a relacionarse por medios electrónicos y la Administración emisora no disponga de datos de contacto electrónicos para practicar el aviso de su puesta a disposición, en los procedimientos iniciados de oficio la primera notificación que efectúe la Administración, organismo o entidad se realizará en papel en la forma determinada por el artículo 42.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, advirtiendo al interesado en esa primera notificación que las sucesivas se practicarán en forma electrónica por comparecencia en la sede electrónica o sede electrónica asociada que corresponda o, en su caso, a través de la Dirección Electrónica Habilitada Única según haya dispuesto para sus notificaciones la Administración, organismo o entidad respectivo, y dándole a conocer que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, puede identificar el dispositivo electrónico, una dirección de correo electrónico o ambos para el aviso de la puesta a disposición de las notificaciones electrónicas posteriores».


No obstante, tal y como se indica en el enunciado del supuesto, en principio, no se ofrece motivación alguna de circunstancia que justificase la notificación en papel a un sujeto obligado a relacionarse electrónicamente, por lo que habría de analizarse si efectivamente en los términos en que se ha producido en nuestro caso, la notificación practicada incurriría en algún tipo de vicio que determinare su invalidez.

Si bien, han existido diferentes pronunciamientos de algunos Tribunales Superiores de Justicia (1) , dicha cuestión ha sido zanjada en diferentes pronunciamientos por parte del Tribunal Supremo, si bien con algunas particularidades, como seguidamente veremos, pudiendo ser objeto de cita entre otras, la STS, Sala de lo contencioso de 21 de noviembre de 2022, Rec. 1388/2021, cuando al respecto refiere que:


«Ante todo, tiene razón la representación de la (…) que la notificación es un requisito de eficacia y no de validez del acto administrativo (artículo 39, apartados 1 y 2, de la ley 39/2015.

Por lo demás, es oportuno destacar que en el caso que examinamos la notificación de la resolución sancionadora no se tacha de defectuosa porque su contenido fuera incompleto, ni porque se omitiera en ella alguna indicación de la que la norma señala como necesaria, sino, únicamente, por haberse practicado la notificación en papel y no por medios electrónicos.

En fin, es relevante señala que en el expediente administrativo hay constancia de que en el mismo procedimiento hubo otras actuaciones administrativas anteriores que se notificaron a la recurrente en la misma vía que la resolución sancionadora a la que se refiere la controversia. En particular, la notificación de la propuesta de arbitraje que la Administración actuante dirigió a la recurrente fue entregada a la misma persona y en el mismo domicilio en el que posteriormente se practicaría la notificación de la resolución sancionadora (…) Y la propia entidad recurrente admite haber recibido aquella notificación de la propuesta de arbitraje, a la que formuló alegaciones, sin que la representación de Volkswagen formulase entonces objeción ni protesta alguna.

Con tales antecedentes, bien puede decirse que la entidad Volkswagen admitió, siquiera de forma implícita, que se practicasen las notificaciones en papel.

Esta Sala no ignora los preceptos de los que resulta la procedencia de la notificación por medios electrónicos cuando se trata de personas jurídicas establecido en los arts. 14.2.a y 41.1 de la ley 39/2015. Sin embargo, siendo así, que como hemos señalado, en actuaciones anteriores del mismo procedimiento administrativo la entidad Volkswagen había admitido que se practicasen las notificaciones en papel, y no habiendo duda de que la recurrente tuvo pleno conocimiento de la resolución sancionadora notificada por esa vía, no cabe tachar de inválida tal notificación por haberse practicado de ese modo.

A tal efecto es obligado tener presente que, según el citado artículo 41.1 de la ley 39/2015, "… Con independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente".

En definitiva, no cabe afirmar se haya causado indefensión a la recurrente. Por ello entendemos que el hecho de haberse llevado a cabo la notificación en papel constituye una irregularidad que carece de relevancia invalidante (art. 48.2 de la ley 39/2015)».



Lo afirmado en estas sentencias resulta de aplicación al supuesto ahora enjuiciado, pues también en el procedimiento administrativo que nos ocupa otras notificaciones en el mismo domicilio, que la entidad recurrente recibió, actuando en consecuencia sin formular protesta alguna. Por ello, lo afirmado, da respuesta a las alegaciones referidas a las infracciones previstas en los artículos 14.2 y 41.1 de la LPAC».

Y en igual sentido al expresado, pueden ser objeto de cita, entre otras, la STS, Sala de lo contencioso de 18 de noviembre de 2022, Rec. 2918/2021, STS, Sala de lo contencioso de 21 de noviembre de 2022, Rec. 2802/2021, STS, Sala de lo contencioso de 14 de diciembre de 2022, Rec. 2859/2021 o STS, Sala de lo contencioso de 14 de junio de 2023, Rec. 2805/2021.

De manera que conforme expone RANDO BURGOS (2) , de forma certera:


«En síntesis, dos ideas esenciales parecen desprenderse de la interpretación que el TS hace de las notificaciones practicadas mediante papel a personas jurídicas, además, de reconocer expresamente la validez de dicho medio, sin mayores titubeos y sin atender a otros principios esenciales incluso, como se indicaba con anterioridad, garantías procesales o la propia tutela judicial efectiva.

En primer lugar, el carácter general de la validez de las notificaciones, con independencia del medio empleado, siempre que permitan tener constancia de su envío, puesta a disposición o recepción por el interesado.

En segundo lugar, el carácter, a lo sumo, de irregularidad no invalidante de una notificación realizada en papel a una persona jurídica por parte de la Administración».



Por tanto, al respecto podemos concluir, que a priori, aplicando tales criterios, no cabría reputar que se ha producido una circunstancia que determinare la invalidez de la notificación practicada en papel en el presente supuesto, dado que lo determinante para el TS es que con tal actuación no haya producido indefensión a la parte recurrente, lo que podría entenderse que no concurre en el presente caso, pues la notificación en papel le habría permitido conocer el contenido de la resolución notificada, como demuestra la interposición del recurso interpuesto en plazo, de forma que habría de entenderse que en el presente caso la notificación en papel constituye una irregularidad que carece de relevancia invalidante.

Asimismo, tal como parece desprenderse de tales pronunciamientos, la práctica de la notificación en papel cuando es obligado su práctica en formato electrónico, más que una causa de invalidez propiamente dicha, habría de reputarse como una causa de «ineficacia», en su caso, de la notificación practicada, siendo así que lo que entraría en juego sería el régimen de las notificaciones defectuosas, más que la invalidez de la notificación propiamente dicha, y por tanto no afectaría a la validez del acto administrativo que es objeto de notificación, si el mismo no adolece de vicio alguno, como parece ser el caso.

4º. Atendiendo a los datos del supuesto, dispone el art. 42 LPACA que:

«Todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser puestas a disposición del interesado en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las mismas de forma voluntaria».


Conforme deriva de tal previsión, ello puede dar lugar en la práctica, tal y como ocurre en el supuesto que se nos plantea, a que se produzca un intento de práctica de la notificación por una doble vía o por cauces diferentes, de forma que en tal caso, a los efectos del cómputo, habrá de estarse a la practicada en primer lugar, tal y como ahora establece a nivel legal, el art. 41.7 LPACA al establecer que «cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera producido en primer lugar».

Junto a ello conviene puntualizar, que, si bien en la doctrina jurisprudencial del TS el inicio del cómputo de un plazo en supuestos de «doble notificación» no constituía una cuestión pacífica, ello lo era hasta el año 2009, fecha de promulgación del RD 1671/2009, de 6 de noviembre, de cuyos postulados es hoy heredera la LPACA, tal y como pone de relieve la STS, Sala de lo contencioso de 12 de febrero de 2020, Rec. 2587/2016, cuando refiere al respecto que:


«…como acertadamente razona la AN en el FD Séptimo de la sentencia aquí impugnada, que "la postura del Tribunal Supremo no es unánime en esta cuestión".

"y si bien es cierto que en las resoluciones que cita la recurrente y en aquellas a las que se remite, ha declarado que, en el supuesto de doble notificación de un acto, ha de entenderse, a los efectos del cómputo del plazo para la interposición de los pertinentes recursos, la fecha de la última notificación como el referente inicial de ese cómputo". En otras resoluciones ha considerado que "…la conculcación del principio de seguridad jurídica carece de fundamento en que apoyarse, ya que (…) desde que recibe una notificación en forma corren los plazos para la interposición del pertinente recurso, sin que éstos se reabran por la recepción de una segunda notificación… (En este sentido, STS de 12 de noviembre de 1999 —rec. n.o 8992/1995—, Autos de 20 de noviembre de 2000 —rec. 8742/1999—, 25 de enero de 2007 —rec. 4721/2006— o 13 de octubre de 2008 —rec. 1357/2007—".

Además ha de tenerse en cuenta finalmente, que todas las sentencias citadas sobre este tema de la doble notificación, son anteriores al 19 de noviembre de 2009, fecha de entrada en vigor del RD 1671/2009, de 6 de noviembre, antes citado, que estableció en su artículo 36.5 lo siguiente: "Cuando, como consecuencia de la utilización de distintos medios, electrónicos o no electrónicos, se practiquen varias notificaciones de un mismo acto administrativo, se entenderán producidos todos los efectos jurídicos derivados de la notificación, incluido el inicio del plazo para la interposición de los recursos que procedan, a partir de la primera de las notificaciones correctamente practicada". Precepto aplicable al presente caso, pues las notificaciones realizadas tuvieron lugar en el año 2015, vigente el mentado Real Decreto.

Y regla para los supuestos de más de una notificación de un mismo acto, que reitera la ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su artículo 41.7 (…)».



Siendo que la regla hoy prevista en el art. 41.7 LPACA, resulta de aplicación inclusive en los supuestos en que se trate de sujetos no obligados a relacionarse electrónicamente como es el caso, dado que el art. 42.1 LPACA obliga en todo caso, a la puesta a disposición electrónica de la notificación a practicar, siendo así que sí el interesado o representante accede voluntariamente se entiende correctamente practicada, tal como pone de relieve la STSJ Castilla León, Sala de lo contencioso de 15 de julio de 2022, Rec. 743/2021, cuando refiere al respecto que:

«…el artículo 43.2 señala que "con independencia de que un interesado no esté obligado a relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas o de que no haya comunicado que se le practiquen notificaciones por medios electrónicos, su comparecencia voluntaria o la de su representante en la sede electrónica o sede asociada de una Administración, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente o a través de la Dirección Electrónica Habilitada única, y el posterior acceso al contenido de la notificación o el rechazo expreso de esta tendrá plenos efectos jurídicos.

Es decir, confirma la validez de la notificación en aquellos casos en que el interesado haya accedido voluntariamente al contenido del acto administrativo al cumplirse la finalidad esencial de toda notificación, que no es otra que su destinatario haya tenido cabal conocimiento del acto notificado a fin de que pueda decidir su estrategia.

Finalmente, el artículo 41 de la ley 39/2015, señala que «7. Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera producido en primer lugar», lo que le fue expresamente advertido a la interesada en la diligencia de notificación mediante comparecencia en la sede electrónica en la que se hizo constar que «cuando a consecuencia de la utilización de distintos medios, electrónicos o no electrónicos, se hayan practicado varias notificaciones de este mismo acto administrativo, se entenderán producidos todos los efectos jurídicos derivados de la notificación, incluido el plazo para la interposición de los recursos que procedan, a partir de la primera de las notificaciones correctamente practicada’".

De la anterior normativa se desprende que, en efecto, y como significa la resolución impugnada y la Abogacía del Estado, en los supuestos de existencia de más de una notificación válida del acto administrativo el plazo de interposición del recurso que proceda comienza a correr a partir de la primera notificación, lo que en este caso conllevaría la desestimación del recurso».

Si bien en los supuestos de varias notificaciones de un mismo acto administrativo, producirá efectos la primera de ellas, siempre y cuando haya sido «correctamente practicada» tal como reitera y recuerda la STSJ Asturias, Sala de lo contencioso de 27 de julio de 2022, Rec. 453/2021, cuando apunta que

«…la utilización de distintos medios, electrónicos o no electrónicos, cuando se hayan practicado varias notificaciones de este mismo acto administrativo, se entenderán producidos todos los efectos jurídicos derivados de la notificación, incluido el plazo para la interposición de los recursos que procedan, a partir de la primera de las notificaciones correctamente practicada».


O en igual sentido la SAN, Sala de lo contencioso de 19 de enero de 2023, Rec. 1618/2022, cuando refiere al respecto que:


«La solución la da la STS de 12 de febrero de 2020 (casación 2587/2016), que, analizando los diferentes criterios mantenidos hasta entonces por la jurisprudencia, sostiene que desde la primera notificación válida corren los plazos para la interposición del recurso (…)

Regla para los supuestos de más de una notificación de un mismo acto que reitera la ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su artículo 41.7».



De otro lado, profundizando en la cuestión que se somete a nuestra consideración, conforme dispone el art. 123 LPACA:

«Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo».


A lo que se añade por el art. 124 LPACA que:

«El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión».


De manera que, dado que nos encontramos ante un recurso de reposición contra un acto expreso, el plazo para su interposición es de un mes, debiendo tomarse como fecha de notificación del acto contra el que se impugna, la de 2 de noviembre de 2021 en consonancia con la regla establecida en el art. 41.7 LPACA, y teniendo en cuenta que con el acceso al contenido de la notificación puesta a su disposición por comparecencia electrónica (voluntaria), la misma se entenderá practicada (43.2 LPACA).

Sin que ese modo de proceder constituya un ejercicio de mala fe sino una consecuencia del marco normativo actual conforme recuerda la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 31 de enero de 2023, Rec. 798/2020:


«En cuanto a la validez de la notificación electrónica efectuada no puede esgrimirse que se accedió por error a la sede electrónica (…) pues, aunque el actor, como persona física, no estuviese obligado a relacionarse por este medio con la Administración, produjo todos sus efectos el acceso realizado de forma voluntaria (…)

Debe aclararse que la puesta a disposición del actor del acto administrativo en su dirección electrónica habilitada no fue por entender la Administración que se tratase del supuesto de comunicación electrónica obligatoria prevista en el artículo 14.2 (…)

De acuerdo con la jurisprudencia trascrita no priva de validez a la notificación efectuada la circunstancia de que el medio habitual de notificación (…) sea el postal y que en el caso de doble notificación, prevalece la efectuada en primer lugar, de conformidad con el artículo 41.7 de la Ley 39/2015.

La cuestión de la notificación electrónica por el acceso voluntario a la misma (…) es ajena a la relativa a la opción que ejercite la persona física para relacionarse con la Administración, a que se refiere el artículo 14.1 de la ley 39/2015, de 1 de octubre.

No constituye un ejercicio de male fe administrativa notificar (…) por correo y por medio electrónico pues ello obedece a lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley 39/2015 y resulta razonable cuando el contribuyente (o interesado) no está obligado a relacionarse electrónicamente por la Administración por este último medio».



Junto a ello, hemos de estar a la regla de cómputo de plazos que se establecen en el art. 30 LPACA, y en particular a las referentes al cómputo de plazos por meses, que se establecen en el apartado 4, que ha venido a consagrar a nivel legal la forma de cómputo de plazos por meses que con anterioridad había venido siendo perfilada en la doctrina jurisprudencial, señalando al respecto que:


«Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo.

El plazo concluirá el mismo día en que se produzco la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes».



Afirmación este última que viene a confirmar la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 24 de mayo de 2023, Rec. 3/2021 apuntando al respecto que:


«Hay que recordar, en este punto, que reiterada doctrina de la Sala Tercera del Tribunal Supremo —de la que son exponente las sentencias de 25 de noviembre de 2003, 15 de junio de 2004, 22 de febrero de 2006 y 10 de junio de 2008, entre otras— proclama la siguiente doctrina:

A) Cuando se trata de plazos de meses (o años) el cómputo ha de hacerse según el artículo quinto del Código Civil, de fecha a fecha, para lo cual, aun cuando se inicie al día siguiente de la notificación o publicación del acto o disposición, el plazo concluye el día correlativo a tal notificación o publicación en el mes (o año) de que se trate. El sistema unificado y general de cómputos así establecido resulta el más apropiado para garantizar el principio de seguridad jurídica.

B) El cómputo del día final, de fecha a fecha, cuando se trata de un plazo de meses no ha variado y sigue siendo aplicable, según constante jurisprudencia recaída en interpretación tanto del precedente art. 58 como del actual art. 46.1, ambos de la ley jurisdiccional en sus versiones de 1956 y 1998, de modo que el plazo de dos meses para recurrir ante esta jurisdicción un determinado acto administrativo si bien se inicia al día siguiente, concluye el día correlativo al de la notificación en el mes que corresponda.

Esta doctrina ha sido incorporada de manera expresa el ordenamiento jurídico por la Ley 39/2015 (…) en su art. 30.4…».



Atendiendo a que la notificación del acto «expreso» impugnado en reposición tuvo lugar el día 2 de noviembre de 2021, y que por ende el plazo máximo para la interposición es de un mes, el mismo finalizaría el día 2 de diciembre de 2021 (siempre que no fuere inhábil), por lo que dado que el mismo se ha interpuesto el día 3 de diciembre de 2021, el mismo ha de considerarse extemporáneo, por lo que dando respuesta al segundo de los interrogantes que se someten a nuestra consideración, el fundamento de la resolución que ha de dictar el Ayuntamiento no es otro que la inadmisión del recurso administrativo interpuesto, con base en lo preceptuado en el art. 116.d) LPACA.

Siendo que, a tal efecto, resulta conveniente que la resolución del recurso se pronuncie exclusivamente sobre la apreciación de dicha causa de inadmisión, como es el caso, dado que en la práctica no suele ser infrecuente contestar sobre el fondo de la pretensión planteada en el recurso de forma preventiva, lo que puede dar lugar a que con dicha actuación se considere sanada por la actuación de la Administración, en el sentido expresado, la inicial extemporaneidad, tal como ha recogido una amplia doctrina jurisprudencial, magistralmente sintetizada, entre otras en la STSJ Granada, Sala de lo contencioso de 26 de julio de 2017, Rec. 341/2017.
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Supuesto n.º 3 Recursos administrativos. Posibilidad de su delegación en el ámbito local. Plazos. Legitimación para recurrir. Actos susceptibles de recurso


 ENUNCIADO

Tras el correspondiente concurso unitario, acaba usted de tomar posesión como secretario general en un Ayuntamiento con una población de 16.255 habitantes, en el cual se habían venido acumulando una serie de asuntos a los que el alcalde necesita dar respuesta, y para lo cual recaba su asesoramiento jurídico, a fin de su resolución de conformidad con la normativa aplicable, siendo los siguientes:

1º. En dicho municipio en el que existe una elevada actividad económica, y una fuerte pujanza debido a su cercanía a un gran municipio costero, se vienen interponiendo un alto volumen de recursos administrativos contra los actos dictados por el Sr. alcalde, por lo que se le solicita pronunciamiento jurídico sobre la posibilidad de delegación en los concejales delegados de la diferentes Áreas Municipales la potestad de resolución de los recursos de reposición en relación a las materias que tienen delegadas, y en caso de existir tal posibilidad, cual habría de ser el cauce para articular dicha delegación.

2º. En relación con un procedimiento de selección de funcionarios interinos por programas tramitado por el Ayuntamiento, una vez concluida la primera prueba de conocimientos consistente en un cuestionario tipo test, por parte de uno de los aspirantes concurrentes a dicha prueba y que ha resultado No Apto en la misma, se interpone contra el acuerdo adoptado por el Tribunal de Selección, un recurso que califica expresamente como de reposición.

¿Habría de admitirse a tramitación dicho recurso o por el contrario habría de declararse la inadmisión?

En su caso,

¿Cuál sería el plazo para su interposición? ¿Y para su resolución por el órgano competente?

¿Cuál sería la tramitación que habría de darse a dicho recurso administrativo?

¿Cuál sería el órgano competente para su resolución teniendo en cuenta que los miembros del Tribunal fueron designados por el Sr. alcalde?

3º. Con respecto a las bases y convocatoria de diferentes procesos selectivos que han sido objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Provincia para la selección de diverso personal funcionario de carácter interino, se ha interpuesto recurso administrativo de reposición contra las mismas por parte de la Junta de Personal del Ayuntamiento.

¿Goza de legitimación dicho órgano colegiado para la interposición de recurso administrativo contra las bases y convocatoria de los procesos selectivos?

¿Qué requisitos habrían de cumplimentarse, en su caso, por dicho órgano colegiado de representación?

Dado que por parte de la Junta de Personal se alega que determinados méritos que se contemplan en las bases que rigen la convocatoria, incurren en nulidad de pleno derecho,

¿La interposición del recurso produciría la suspensión del procedimiento?

4º. Dichas bases y convocatoria fueron objeto de publicación el día 2 de octubre de 2021 en el Boletín Oficial de la Provincia.

¿Cuándo finaliza el plazo para la interposición del recurso administrativo admisible contra las mismas?

En caso de interponerse dicho recurso administrativo en plazo, y transcurrido el plazo legalmente establecido sin que el órgano competente dicte la correspondiente resolución ¿Qué efectos se producen?

¿Podría interponerse el recurso contencioso-administrativo por parte de la Junta de Personal? ¿En qué plazo?

5º. En el Pleno del Ayuntamiento celebrado el día 5 de octubre de 2021, se adoptó acuerdo de modificación de la Relación de Puestos de Trabajo, el cual ha sido objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Provincia con fecha 18 de octubre de 2021.

Uno de los concejales integrantes de uno de los Grupos Municipales de la oposición que votó en contra de dicho acuerdo, interpone contra dicho acuerdo el día 18 de noviembre de 2021 recurso administrativo de reposición.

¿Es admisible dicho recurso administrativo contra la relación de puestos de trabajo?

¿Se ha interpuesto en plazo el recurso presentado por el Sr. concejal?

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. Con la promulgación de la LRJSP parece haber resurgido una cierta polémica doctrinal en cuanto a la posibilidad (o no) de delegar la resolución de recursos de reposición cuando se trata de materias que han sido objeto de delegación en otros órganos de gobierno de la correspondiente Corporación Local, en particular en el supuesto que nos ocupa, en determinados concejales delegados que tienen la consideración de órganos unipersonales.

Dicha polémica se suscita en base a lo dispuesto en el art. 9.2 LRJSP que establece que en ningún caso podrán ser objeto de delegación de competencias relativas a «la resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos de recurso», lo que ha dado lugar a interpretaciones que en base al principio de jerarquía normativa consideran que han quedado desplazadas para el ámbito local las previsiones del art. 115.c) ROFEL, que contemplaba (y sigue contemplando) la posibilidad de delegar expresamente la resolución de los recurso de reposición contra los actos dictados por el órgano delegado.

Junto a la anterior previsión, otras posturas que podríamos calificar de «intermedias» consideran que, si resulta posible la delegación de la facultad de resolver los recursos de reposición, si bien en órgano distinto a aquel que ejercita la competencia delegada.

No obstante, ha de llamarse la atención que su predecesora, la LRJAPAC de 1992, contenía una redacción idéntica a la que actualmente se contempla en el art. 9.2. LRJSP, si bien en su artículo 13.2, señalando que en ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a «la resolución de los recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso».

Pues bien, con respecto a dicho art. 13.2 de la LRJAPAC de 1992, ya existía jurisprudencia consolidada del TS que interpreta dicho precepto legal y por ende plenamente aplicable a la redacción actual del art. 9.2. LRJSP dada su idéntica redacción, pudiendo traerse a colación la STS, Sala de lo contencioso de 3 de diciembre de 2012, Rec. 798/2012, que se pronuncia en los siguientes términos:

«El artículo 13 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, regula la delegación de competencias entre los distintos órganos de la Administración (…)».


En el siguiente número dos, enumera las excepciones al anterior, y dispone: «En ningún caso podrán ser objeto de delegación de competencias»; entre las que comprende en el apartado c) las relativas a: «La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso».

«Esta excepción se refiere a la resolución de los recursos ordinarios o de alzada que se interponen ante el órgano superior jerárquico, porque si éste pudiera delegar su competencia resolutoria en el órgano inferior que dictó el acto recurrido, se desnaturalizarán esta clase de recursos ordinarios o de alzada, a diferencia de lo que ocurre con los de reposición como hemos tenido ocasión de señalar en la Sentencia, de 2 de junio de 2003 (recurso 6649/1998)».


E idéntico criterio se mantiene entre otras, en la SAN, Sala de lo contencioso de 4 de junio de 2014, Rec. 49/2014, que, recogiendo la doctrina anteriormente referenciada del Alto Tribunal, añade lo siguiente:

«Si, como es obvio, mediante tal recurso se pretende que quien ha adoptado una resolución definitiva en vía administrativa, pueda reconsiderar su decisión, en aras de evitar que el administrado tenga que acudir a la vía jurisdiccional, es lógico que sea precisamente el mismo autor del acto, prescindiendo de que haya actuado o no por delegación, quien tenga la competencia el último examen, por así decirlo, de su criterio, siempre naturalmente que como ocurre en el presente caso se mantenga en vigor la delegación que le facultó para decidir originariamente».


Y en similar sentido a las anteriores, con apoyo en la anterior doctrina jurisprudencial también puede ser objeto de cita la SJCA n.o 1 de Vigo n.o 62/2019, Rec. 184/2017.

Doctrina que de forma más reciente y bajo la redacción de la actual LRJSP, ha sido objeto de refrendo o reiteración por la STS, Sala de lo contencioso de 8 de abril de 2021, Rec. 2461/2020, cuando concluye al respecto que:


«La prohibición de delegación contenida en este precepto tiene por finalidad proteger el principio de jerarquía que subyace en el recurso de alzada para no desvirtuar la esencia de este recurso basada en la diferencia que conceptualmente y por principio (así nos lo recuerdan las sentencias de 3 de diciembre de 2020, rec. 8324/2019 y de 27 de enero de 2021, rec. 8313/2019), debe existir entre el órgano que dicta la resolución originaria y el que ha de decidir el recurso, diferencia esencial que comporta que no pueda ser el mismo órgano el que dicte ambas resoluciones, y esta razón de ser desaparece cuando es la propia ley la que llama al mismo órgano a resolver en ambos casos, resolución originaria y resolución del recurso formulado contra la misma, que es lo que aquí ocurre.

No existe pues, obstáculo derivado del art. 9.2.c) de la ley 40/2015, rectamente interpretado, para que un supuesto como el de autos, en el que la ley llama al mismo órgano (a dictar la resolución originaria y la que resuelve la petición de reexamen de ésta, ese órgano delegue ambas competencias, asimismo, en el mismo órgano administrativo (…)».



Por tanto, en consonancia con dicha línea jurisprudencial la prohibición que actualmente se plasma en el art. 9.2 LRJSP no se extiende a la posibilidad de delegación de la resolución del recurso de reposición en el ámbito local, si bien en tal caso dicha delegación habrá de efectuarse con carácter expreso, de acuerdo con lo establecido en el art. 115.3 ROFEL, cuando dispone que:

«Los actos dictados por el órgano delegado en el ejercicio de las atribuciones delegadas se entiende dictados por el órgano delegante, correspondiendo, en consecuencia, a éste la resolución de los recursos de reposición que puedan interponerse, salvo que en el Decreto o acuerdo de delegación expresamente se confiera la resolución de los recursos de reposición contra los actos dictados por el órgano delegado».


Si bien, sin perjuicio de tal categórica previsión reglamentaria algún pronunciamiento jurisprudencial como es el caso de la STSJ Comunidad Valenciana, Sala de lo contencioso de 11 de marzo de 2020, Rec. 138/2018, ha considerado que la omisión de la referencia expresa de la delegación del recurso de reposición carece de efectos invalidantes, pudiendo considerarse implícita bajo la fórmula genérica de delegación de las facultades de resolver los procedimientos administrativos que afecten a terceros, dado que:

«La amplitud de la delegación permite comprender todo tipo de actos, no solo los iniciales sino los que resulten de resolver los recursos, ya que tanto unos como otros afectan a terceros y deciden el procedimiento, no existiendo razones para restringir la delegación en los términos solicitados por la parte, con exclusión de la resolución de los recursos».


2º. Para dar respuesta al interrogante que aquí se nos suscita, la principal delimitación que hemos de efectuar es si nos encontramos ante un acto administrativo objeto de impugnación, es decir, frente a una resolución o uno de los denominados actos de trámite cualificados, para lo cual hemos de atender a lo dispuesto en el art. 112.1 LPACA, cuando señala que:

«Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquier de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley».


Así en lo que se refiere a la impugnabilidad autónoma de dicho acto administrativo, hemos de pronunciarnos en sentido positivo, dado que en este caso la calificación de no apto por parte del Tribunal de selección, dentro de una las pruebas del proceso selectivo, impide al aspirante continuar participando en el mismo, siendo por tanto para el mismo un «acto de trámite cualificado» por dicha razón.

A modo de ejemplo puede citarse la STSJ Castilla La Mancha, Sala de lo contencioso de 24 de marzo de 2014, Rec. 28/2013, cuando refiere que:


«Es conveniente aclarar que lo combatido por la recurrente fue la preselección de candidatos en el proceso selectivo para la elaboración de una relación de aspirantes para la contratación de personal laboral temporal, convocado por resolución de la Dirección General del Instituto de Mayores y Servicios Sociales de 17/2/2011 (Administración Central). Preselección que debía llevar a cabo el SEPECAM (Administración Autonómica) de acuerdo con lo establecido en la Base 1.5.2. (folio 2 del expediente). La respuesta dada a la petición de nulidad de dicha preselección, concretada en el escrito de 30/9/2011 (doc. núm. 1 de la demanda), es el acto impugnado.

Dicha preselección constituye un trámite dentro del proceso selectivo estatal; y es susceptible de impugnación independiente, porque es presupuesto necesario e inexcusable haber sido preseleccionado entre los 36 solicitados (tres por puesto) para que después el Tribunal de Selección eligiera para formar parte de la Relación de aspirantes para la contratación de personal laboral temporal; es por tanto un trámite cualificado e impugnable de forma independiente con arreglo al artículo 25.1 de la LJ».



O la STSJ Sevilla, Sala de lo contencioso de 14 de octubre de 2021, Rec. 2708/2019, que, de forma magistral y pormenorizada, desglosa y aborda la impugnabilidad de los actos integrantes de un proceso selectivo, en los siguientes términos:


«Debe recordarse que uno de los criterios de clasificación de los actos administrativos, especialmente trascendente, es el que distingue, por la función que desempeñan en el procedimiento, entre actos de trámite y resoluciones que deciden las cuestiones planteadas, entendiendo aquellos como los que, siendo simple presupuesto de la decisión en que se concreta la función administrativa, se limitan a propulsar el procedimiento hasta llegar a la decisión final, a la que preparan y hacen posible procurando su mayor acierto.

Los actos de trámite se caracterizan porque preparan y hacen posible la decisión, dirigiéndose al mejor acierto de ésta, pero sin resolver, en modo alguno, sobre las cuestiones de fondo planteadas en el procedimiento, lo que determina que los aludidos actos de trámite no sean impugnables separadamente, sino que es el recurrir la resolución o acto decisorio del procedimiento cuando podrán suscitarse las cuestiones relativas a la legalidad de los mismos.

En este sentido se pronuncia nuestro Tribunal supremo en Sentencia de 25 de junio de 2010 (recurso de casación n.o 4513/2009), entre innumerables otras, que atribuye esta caracterización de actos de trámites a aquellos que preparan y contribuyen a la adopción de la decisión definitiva. Están concebidos, por tanto, como actos instrumentales para ordenar el procedimiento, propiciando el mayor acierto de la decisión administrativa, el acto definitivo, que pone fin al procedimiento y resuelve las cuestiones planteadas en el mismo.

En materia de procedimientos selectivos de ingreso al servicio de la Administración la jurisprudencia ha admitido que determinados actos cualificados, aunque no ponen fin al procedimiento, pueden y deben ser impugnados separadamente cuando son publicados o notificados, sin esperar a la resolución del procedimiento, que se produce con el nombramiento del aspirante seleccionado.

De otra manera se generaría una gran inseguridad jurídica, puesto que todo el proceso se iría desarrollando en el tiempo sin garantía alguna de que cualquier defecto en alguna de sus fases no pudiera ser motivo, al final de todo el proceso, de la anulación de los nombramientos.

Así, un acto de trámite cualificado de tal naturaleza es, por excelencia la propia convocatoria y sus bases. Y lo mismo debemos considerar respecto de aquellos actos del procedimiento selectivo que no pueden considerarse inocuos, sino que deciden sobre los derechos de los aspirantes y condicional el desarrollo ulterior del proceso, como puede ser la calificación de un ejercicio o la propuesta de aspirantes aprobados, puesto que en otro caso resultaría que todo el proceso quedaría condicionado en su resultado final a un posible recurso sobre cualquier fase del procedimiento, cuyo planteamiento quedaría demorado hasta el momento final del mismo.

De ahí que no solamente sea posible, sino incluso exigible, que el interesado no deje consentidos tales actos durante el transcurso del procedimiento selectivo, ejercitando oportunamente su impugnación e los plazos legalmente conferidos».



Señalada la posible impugnabilidad del acto objeto de recurso, seguidamente hemos de distinguir o diferenciar el régimen jurídico aplicable al tipo de recurso procedente contra los actos dictados por un Tribunal de Selección cuando son susceptibles de impugnación autónoma, siendo el procedente en el caso que nos ocupa, el denominado «recurso de alzada impropio», que constituye una excepción al recurso administrativo por antonomasia en el ámbito local, como es el recurso de reposición, dada la inexistencia de jerarquía entre los órganos de gobierno locales. Así se deduce nítidamente del art. 121 LPACA cuando refiere que:


«Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó.

A estos efectos, los Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos».



Partiendo de tales consideraciones, como se nos indica en el supuesto, por parte del aspirante se ha interpuesto un recurso que se califica expresamente como de «reposición», que si bien resulta improcedente en este caso, ello no debe conllevar su inadmisión, sino la aplicación de la regla contemplada en el art. 115.2 LPACA cuando viene a establecer que «el error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter». Y ello es debido a que como señala, la STSJ Castilla León, Sala de lo contencioso de 23 de junio de 2023, Rec. 62/2023, la previsión establecida en dicho precepto legal:

«…constituye una manifestación del principio antiformalista en el que lo determinante para afirmar la existencia y tipo de recurso, no es la denominación que le atribuya el recurrente, sino la naturaleza que se evidencia de su contenido, con independencia de la calificación que se les atribuya».


Por tanto, bajo tales parámetros normativos, el recurso interpuesto por el aspirante habría de tramitarse (que no inadmitirse), si bien bajo las reglas del recurso de alzada impropio a cuyas especialidades seguidamente aludiremos, para terminar de dar respuesta, a los restantes interrogantes que se nos plantean.

A tal efecto, teniendo en cuenta que resulta de aplicación del régimen del recurso de alzada, hemos de estar a las previsiones del art. 122 LPACA, de acuerdo con el cual:


«1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos.

Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo.

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que recaiga resolución se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1, tercer párrafo.

3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1».



De acuerdo con tales previsiones, y atendiendo al hecho de que nos encontramos frente a un acto expreso de un Tribunal de Selección, susceptible de recurso de alzada «impropio», el plazo para su interposición será de un mes, en tanto que el plazo del que dispone el órgano competente para dictar y notificar resolución será de tres meses.

En lo que se refiere a su tramitación dispone el artículo 121.2 LPACA que:


«El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para resolverlo.

Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente.

El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior».



De ello deriva, que la tramitación que habría de seguir el recurso de alzada «impropio» interpuesto por el aspirante, con independencia de si se dirige directamente al Tribunal de Selección u órgano competente para resolver, sería esquemáticamente la siguiente:


	
a)  Informe del Tribunal de Selección sobre los aspectos que se plantean, y en su caso remisión al órgano competente para resolver, del expediente o documentación necesaria para su resolución

	
b)  Informe propuesta resolución conforme a los arts. 172 y 175 ROFEL, por parte de la unidad administrativa o gestora de RRHH del Ayuntamiento.

	
c)  Resolución del recurso de alzada por el órgano competente, así como notificación al interesado (atendiendo en este último aspecto a lo que dispongan las bases en lo que respecta a las notificaciones derivadas de las actuaciones a lo largo del proceso selectivo, si bien por seguridad jurídica es conveniente la notificación individual).



Finalmente, en lo que respecta al órgano competente para la resolución del recurso de alzada interpuesto, el órgano competente para ello será conforme a las previsiones del art. 121 LPACA y atendiendo al supuesto de hecho que nos plantea, el Sr. alcalde como órgano competente que ha designado a los miembros integrantes del Tribunal de Selección.

3º. La primera premisa que debe ser objeto de análisis, en los supuestos de interposición por parte de un interesado/a de un recurso administrativo, es si el acto frente al que se dirige es susceptible de impugnación, lo que a su vez nos permite identificar el tipo de recurso administrativo que, en su caso procede, así como sí quien lo interpone goza de legitimación para ello.

En lo referente a la naturaleza jurídica de las bases y convocatoria de un proceso selectivo, las mismas tienen la consideración de acto administrativo «plúrimo», tal y como recuerdan en otros muchos pronunciamientos jurisprudenciales, el ATS, Sala de lo contencioso de 18 de junio de 1999, Rec. 6078/1998:

«Las bases de las convocatorias no revisten el carácter de disposiciones generales, según reiterada jurisprudencia de esta Sala (Sentencias de 25 de febrero de 1992 y de 5 de mayo de 1997, Sección Séptima), debiendo ser consideradas como actos administrativos de destinatario plural (…)».


O en igual sentido, la STS, Sala de lo contencioso de 30 de noviembre de 2017, Rec. 1253/2015, cuando apunta que:

«…debe traerse a colación la doctrina reiterada del Alto Tribunal en el sentido que las convocatorias de los concursos y sus bases no constituyen una disposición general que permita su impugnación indirecta ya que no pasa de ser un acto administrativo dirigido a una pluralidad indeterminada de personas, de aplicación concreta y singular de normas legales y reglamentariamente establecidas que, al carecer de voluntad de permanencia, no se integra en el ordenamiento jurídico…».


Siendo que el carácter de acto administrativo plúrimo de las bases y no de disposición normativa, sigue siendo confirmado de forma reiterada y reciente, entre otras, por la STSJ Sevilla, Sala de lo contencioso de 22 de febrero de 2023, Rec. 549/2019 o la STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 17 de marzo de 2023, Rec. 87/2021, puesto que como apunta esta última:

«…no parece que pueda aplicarse a unas bases el mismo nivel de exigibilidad de motivación que el referido a cualquier acto administrativo. Como acto plúrimo, tiene una vocación de proyectarse a una generalidad de personas, durante un tiempo finito, agotándose en la convocatoria correspondiente…». 


De forma que, el acto de aprobación de las bases y convocatoria de un proceso selectivo tras su publicación constituye una resolución impugnable a través del recurso de reposición, conforme a lo dispuesto en los arts. 123 y 124 LPACA, en concordancia con lo establecido en el art. 52 LBRL.

Una vez dilucidada la naturaleza jurídica del acto impugnado, así como que el recurso administrativo interpuesto contra el mismo que resulta procedente, hemos de detenernos con un mayor nivel de detalle en la posible legitimación de la Junta de Personal, para la interposición de recursos administrativos contra determinados actos del Ayuntamiento, en nuestro caso contra la convocatoria y bases de un proceso selectivo para la selección de determinado personal funcionario de carácter interino.

De acuerdo con las previsiones del hoy TREBEP, las Juntas de Personal se configuran como órgano de representación del personal funcionario de las Administraciones Públicas, cuya composición varía en función del tamaño de la unidad electoral de acuerdo con lo establecido en el artículo 39 de dicha disposición legal.

En lo referente a las funciones que corresponden a tales órganos colegiados representativos del personal funcionario, el art. 40 TREBEP, en su respectivo ámbito, les reconoce las siguientes:


«a) Recibir información, sobre la política de personal, así como sobre los datos referentes a la evolución de las retribuciones, evolución probable del empleo en el ámbito correspondiente y programas de mejora del rendimiento.

b) Emitir informe, a solicitud de la Administración Pública correspondiente, sobre el traslado total o parcial de las instalaciones e implantación o revisión de sus sistemas de organización y métodos de trabajo.

c) Ser informados de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.

d) Tener conocimiento y ser oídos en el establecimiento de la jornada laboral y horario de trabajo, así como en el régimen de vacaciones y permisos.

e) Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención de riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer, en su caso, las acciones legales oportunas ante los organismos competentes.

f) Colaborar con la Administración correspondiente para conseguir el establecimiento de cuantas medidas procuren el mantenimiento o incremento de la productividad».



A lo que se añade por el art. 40.2 TREBEP que:

«Las Juntas de Personal, colegiadamente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en su caso, los Delegados de Personal, mancomunadamente estarán legitimados para iniciar, como interesados, los correspondientes procedimientos administrativos y ejercitar las acciones en vía administrativa o judicial en todo lo relativo al ámbito de sus funciones».


Siendo esta última previsión de carácter formal o procedimental de máxima relevancia, puesto que el ejercicio de acciones por parte de la Junta de Personal exige de un acuerdo adoptado en su seno, sin que ninguno de sus miembros pueda arrogarse tal potestad, esto ni tan siquiera su presidente, tal y como viene a recordar al respecto la STS, Sala de lo contencioso de 7 de julio de 2014, Rec. 2775/2013, cuando concluye que:

«…es evidente que el recurrente impugna los presupuestos sin demostrar una afectación de los mismos a su interés personal, y en tanto dice que ejerce funciones de presidente de la Junta de Personal, no acredita actuar en nombre de ésta, como existe el artículo 40.2 de la ley 7/2007, de 12 de abril, por lo que no puede actuar el presidente por sí mismo».


Junto a tales previsiones legales, resulta de sumo interés, atender a la doctrina jurisprudencial que ha tenido ocasión de analizar y/o perfilar la legitimación reconocida a la Junta de Personal como órgano colegiado de representación del personal funcionario en el ámbito correspondiente.

Así, la STS, Sala de lo contencioso de 23 de octubre de 2006, Rec. 3897/2001, señala al respecto, las siguientes pautas a la hora de reconocer legitimación a la Junta de Personal para la impugnación de un determinado acto:


«TERCERO. En el primero de los motivos de casación que aduce la Sra. Andrea —que cabe entender formulado al amparo del artículo 88.1.d/ de la Ley reguladora de esta Jurisdicción, aunque el escrito no lo especifica—se alega la infracción del artículo 28.1.a/ de la Ley reguladora de esta Jurisdicción en relación con el artículo 9 de la ley 9/1987, de 12 de junio, de regulación de los órganos de representación, determinación de condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

La falta de legitimación de la Junta de Personal ya fue aducida en el proceso de instancia como causa de inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo; y, como ya hemos indicado, la Sala del País Vasco la rechazó señalando que en este caso debe afirmarse la legitimación de la Junta de Personal, y ello no tanto desde la perspectiva de su interés en la vigilancia del cumplimiento de las condiciones del acceso al empleo público sino más bien desde la perspectiva de la vigilancia del cumplimiento de los requisitos de desempeño de los puestos de trabajo.

Y explica la sentencia que esto es así porque, según lo dispuesto en el artículo 97 de la Ley del Parlamento Vasco 6/1989, de 6 de julio, forma parte de las normas reguladoras de las condiciones de trabajo el cumplimiento de la competencia lingüística en euskera en los niveles necesarios para la provisión y el desempeño del puesto de trabajo, de acuerdo con las especificaciones de perfil lingüístico y sobre fecha de preceptividad que deben figurar en las relaciones de puestos de trabajo.

Pues bien, siendo acertadas esas consideraciones recogidas en la sentencia de instancia, cabe completarlas aquí con algunas observaciones. Es claro que la decisión de si la Junta Provincial está o no legitimada para recurrir depende de cuál sea el contenido del acto impugnado en cada caso y de si éste es incardinable o guarda relación con las atribuciones de las Juntas de Personal que se enumeran en el artículo 9 de la Ley 9/1987, de 12 de junio. La jurisprudencia pone de manifiesto que la respuesta ha de ser necesariamente casuística, sirviendo de muestra las sentencia de esta misma Sala y Sección 7ª de 9 de febrero de 2004 (casación 8216/98), 14 de junio de 2004 (casación 2341/99) y 2 de febrero de 2006 (casación 2929/00)».



En similar sentido, señala la STSJ Galicia, Sala de lo contencioso de 13 de febrero de 2013, Rec. 69/2010, al respecto que:


«… el artículo 10 de la Ley 9/87, de 12 de mayo de Órganos de Representación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas reconocía (como lo hace ahora el artículo 40.2 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, que aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público) a las Juntas de Personal legitimación para iniciar, como interesados, los correspondientes procedimientos y ejercitar acciones en vía administrativa o judicial en todo lo relativo al ámbito de sus funciones, como órganos de representación de los intereses de los funcionarios ante la Administración Pública, y el artículo 9 concretaba las facultades que corresponden a las Juntas de Personal en el ámbito de su competencia, que pueden estructurarse en facultades de recibir información sobre política de personal, sanciones por faltas muy graves, absentismo, siniestralidad, enfermedades y accidentes laborales; de emitir informes o ser oídos sobre traslado total o parcial de las instalaciones, planes de formación, implantación o revisión de sistema de organización y métodos de trabajo, jornada laboral y horario de trabajo, régimen de permisos, vacaciones y trienios, complementos de productividad e informar a sus representados sobre todos los temas o cuestiones propios de su competencia; y por último potestades de vigilancia o participación sobre el cumplimiento de las normas en materia de condiciones de trabajo, seguridad social y empleo, y ejercer en su caso, las acciones legales oportunas, las condiciones de seguridad e higiene en el trabajo, participar en la gestión de obras sociales y en el establecimiento de medidas que procuren el mantenimiento e incremento de la productividad.

El art. 40 de la Ley 7/2007 por la que se aprobó el estatuto marco del empleado público concreta las funciones de las Junta de Personal, entre otras y por lo que puede interesar al presente recurso en las de recibir información, sobre la política de personal, evolución probable del empleo en el ámbito correspondiente y programas de mejora del rendimiento y vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención de riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer en su caso, las acciones legales oportunas antes los organismos competentes, por lo que ha de concluirse que, en el presente recurso —a diferencia del resuelto por la sentencia anteriormente referida— la Junta de Personal no ejercita ninguna pretensión para que carezca de legitimación en atención las específicas funciones que tiene encomendadas, dado que tanto el cumplimiento de la reserva respecto de los discapacitados, como la obligatoriedad de no exceder la tasa de reposición o la forma de provisión de plazas en el cuerpo de policía local y la incidencia de las ofertadas en la estructura jerarquizada del cuerpo, afectan tanto a la política de personal como a la evolución probable del empleo de la administración local, por lo que se impone la desestimación de este motivo de inadmisión».



Y también interesante, en cuanto a la obligación de llevar a cabo un análisis casuístico a la hora de reconocer legitimación a la Junta de Personal, que exige confrontar el acto impugnado con el ejercicio de las funciones que legalmente tiene encomendadas, resulta ser la STSJ Galicia, Sala de lo contencioso de 23 de enero de 2019, rec. 379/2018, cuando refiere al respecto que:

«La decisión sobre si la Junta de Personal está o no legitimada para recurrir depende de cuál sea el contenido del acto impugnado en cada caso y de sí este es incardinable o guarda relación con las atribuciones de la Junta de Personal que se enumeran en el 40 del EBEP Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público».


En aplicación de la doctrina jurisprudencial expresada, la STSJ Castilla la Mancha, Sala de lo contencioso de 17 de marzo de 2021, Rec. 111/2019, reconoce legitimación a la Junta de Personal, en relación con la adscripción de determinado personal a una Diputación Provincial y la aplicación del régimen jurídico de personal de esta última, en los siguientes términos:


«…accionando la Junta de Personal, su legitimación ha de determinarse partiendo de las prescripciones contenidas en el artículo 40.1 del EBEP. En el presente recurso la pretensión ejercitada por el actor es la adscripción de la totalidad del personal del CEIS a la Diputación Provincial (…) y consiguientemente, la aplicación a dicho personal del régimen jurídico del personal de la Diputación Provincial (...), previsión la ejercitada que encuentra pleno encaje en el subapartado e) del citado precepto, al disponer:

1. Las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, tendrán las siguientes funciones; e) Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención de riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer, en su caso, las acciones legales oportunas ante los organismos competentes.

Es evidente que la interesada adscripción del personal del CEIS a la Diputación Provincial y la aplicación de su régimen jurídico a aquél personal incide en las condiciones de trabajo del personal afectado integrándose, por ello, entre las funciones que el citado precepto atribuye a las Juntas de Personal…».



Por el contrario, la STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 20 de diciembre de 2022, Rec. 1879/2022, adopta una posición mucho más restrictiva, negando la legitimación de la Junta de Personal para la impugnación de las bases de una convocatoria, sobre la base de las siguientes consideraciones:


«… las Juntas de Personal no gozan de legitimación procesal genérica e indiscriminada, sino que la tienen exclusivamente en "todo lo relativo al ámbito de sus funciones", funciones que son las que se enumeran en el apartado 1 del propio art. 40 EBEP y, en particular en el apartado 1.e).

A la luz de los indicados preceptos, la jurisprudencia tiene sentado de manera reiterada que la decisión de si la Junta de Personal está o no legitimada para recurrir depende de cuál sea el acto impugnado en cada caso y de si éste es incardinable o guarda relación con las atribuciones de las Juntas de Personal que se enumeran en el art. 40.1 EBEP.

La jurisprudencia pone así de manifiesto que la respuesta a la legitimación de las Juntas de Personal ha de ser necesariamente casuística.

Así las cosas, y como acertadamente razona el Auto impugnado, el art. 40 EBEP no establece una genérica legitimación de las Juntas de Personal respecto de las "cuestiones de personal" o respecto de la actuación administrativa en "materia de personal". Por el contrario, el art. 40 EBEP ha concretado con mayor o menor precisión una serie de cuestiones que si bien todas ellas se refieren a materia de personal, no abarcan absolutamente todas las cuestiones de personal que se puedan suscitar en el seno de la Administración Pública.

En particular, cuando el art. 40.1.e) EBEP alude a la función de las Juntas de Personal consistente en "vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo", no cabe entender que se está abarcando los procesos selectivos, sino que se trata de las reglas o mecanismos de trabajo que se desempeña en el seno de la Administración.

Tratándose de la selección de personal, no resulta procedente entender que la Junta de Personal goce de legitimación procesal, toda vez que no cabe equiparar "condiciones de trabajo" con "condiciones de acceso" (…)

A juicio de esta Sala se trata de un planteamiento un tanto forzado, con el solo fin ahora confeso de incardinar la pretensión anulatoria de la convocatoria en la atribución legal y propia de la vigilancia del cumplimiento de las normas vigentes en materia de "empleo", toda vez que el legislador, si se atiende a los criterios jurisprudenciales más arriba expuestos y aquí compartidos, no ha querido establecer una genérica legitimación de las Juntas de Personal respecto de todas las cuestiones de trabajo, de "empleo", o en relación con todas las actuaciones administrativas en "materia de empleo", por el contrario el repetido artículo 40.1 del Real Decreto Legislativo 5/2015, concreta con mayor o menor precisión una serie de cuestiones que si bien todas ellas pudieran referirse a la omnicomprensiva materia de empleo, no abarcan desde luego toda las cuestiones de empleo que se puedan suscitar en el seno de la Administración Pública.

En particular, cuando el art. 40.1.e) del Real Decreto Legislativo 5/2015 alude a la función de las Juntas de Personal consistente en "vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de (…) empleo", no cabe entender que está abarcando, por lo que aquí interesa, los procesos selectivos, ni las condiciones de acceso a la función pública».



Por tanto, en consonancia con lo expuesto hasta ahora, consideramos que en principio cabría reconocer legitimación a la Junta de Personal, pero únicamente respecto de aquellos aspectos objeto de impugnación de las bases y convocatoria que se incardinen dentro del ejercicio de sus funciones, y no con carácter general como parece colegirse del estado de la cuestión en la doctrina jurisprudencial contencioso-administrativa, lo que supone un análisis caso por caso, tal y como ha esbozado la doctrina jurisprudencial referenciada, por lo que para dar respuesta a todos los interrogantes que se someten a nuestra consideración, como requisito previo a la interposición del recurso de reposición, la Junta de Personal debe adoptar previamente acuerdo en los términos que exige el art. 40.2 TREBEP, entendiendo que el mismo habría de acompañarse junto al escrito del recurso de reposición interpuesto.

En lo que se refiere a la posible suspensión del procedimiento como consecuencia del recurso de reposición interpuesto, en el que se alega que las bases de que rigen la convocatoria incurren en nulidad de pleno derecho, hemos de partir de lo dispuesto en el art. 117 LPACA, cuando señala que:


«1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de esta Ley.

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para decidir sobre la misma, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el artículo 21.4 segundo párrafo, de esta Ley».



Tal y como se desprende de dicho precepto legal, en principio salvo disposición en contrario, la interposición de un recurso administrativo no supone la suspensión del procedimiento, si bien en los supuestos que se enumeran en el apartado segundo, el órgano competente previa ponderación de los intereses implicados, podrá acordar la misma, cuando se alegue la posible existencia de una causa de nulidad de pleno derecho, como parece ser el caso, de forma que en aras de acordar dicha suspensión habrá de efectuarse la ponderación exigida, sin que de la mera interposición del recurso administrativo aun cuando se alegue una causa de nulidad de pleno derecho implique la suspensión automática de la ejecución del acto impugnado.

Si bien, sí que hemos de puntualizar, que, si transcurre un mes desde la solicitud de suspensión sin que el órgano competente se pronuncie expresamente sobre la misma, se produce un supuesto de suspensión provisional «ex lege», hoy en día contemplada en el art. 117.3 LPACA (1) , que se prorroga hasta la resolución expresa del recurso, siendo en tal sentido sumamente ilustrativa la STSJ Asturias, Sala de lo Contencioso de 18 abril de 2016, Rec. 511/2015, cuando al respecto señala que:


«Como se pone de manifiesto de contenido del citado artículo 111.3, tras la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, por la que se modifica la Ley 30/1992, el legislador ha pretendido dar efectos positivos a la falta de resolución por parte de la Administración de la petición a ella dirigida de suspender la ejecución del acto recurrido, si transcurrido el plazo de treinta días no se pronunciase sobre la misma.

Dicha suspensión automática que opera por causa legal, lo que impide es que la Administración una vez transcurrido dicho plazo pueda pronunciarse de forma negativa sobre la petición de suspensión, que se prorrogará hasta la resolución del recurso».



No obstante sin perjuicio de lo anterior, resultan de sumo interés las consideraciones efectuadas por la SAN, Sala de lo contencioso administrativo de 22 de marzo de 2023, Rec. 6/2022, que viene a matizar la competencia de la Administración para resolver sobre la suspensión provisional «ex lege» producida con base en el art. 117.3 LPACA, cuando frente al silencio a la hora de su resolución, el recurrente acude a la vía contencioso administrativa solicitando del órgano jurisdiccional la suspensión del acto impugnado, pronunciándose al respecto en los siguientes términos:


«Es lo cierto que, desde la interposición por la parte actora del recurso contencioso-administrativo frente a la desestimación por silencio administrativo del recurso de alzada, solicitando del órgano jurisdiccional la suspensión del acto impugnado, es el Juez quién ostenta la potestad de adoptar la medida cautelar que estime oportuna, conforme a Derecho. De tal forma que, de acordarse la adopción de la medida cautelar, ésta mantendrá su vigencia hasta que recaiga sentencia firme (artículo 132.1 LJCA).

En tal supuesto, cede la aplicación del artículo 117.3 de la Ley 39/2015, pues precisamente la Ley, ante la inactividad de la Administración en la resolución del recurso de alzada dentro del plazo legal, mediante la ficción jurídica del silencio, ha permitido el acceso del interesado a la vía judicial, como garantía para la defensa de sus derechos, y sin perjuicio de la obligación legal de la Administración de resolver. En modo alguno mantiene la Administración su competencia, en relación a la suspensión a que el art. 117.3 alude, hasta la resolución expresa del recurso de alzada, cuando el interesado, como aquí ha sucedido, acude a la vía contenciosa e interesa del órgano jurisdiccional la adopción de la medida».



Si bien, tal como expone la SJCA n.o 2 Logroño, de 24 de mayo de 2023, Rec. 157/2022, ello no supone que el órgano jurisdiccional quede vinculado por el sentido del silencio administrativo positivo cautelarmente obtenido ex art. 117.3 LPACA, al matizar que:

«…ello no implica en absoluto que el órgano jurisdiccional quede vinculado por el sentido de la suspensión cautelar producida en vía administrativa, ni que los efectos de la misma se prolonguen, al margen de la resolución judicial que se haya dictado en el incidente cautelar, hasta que se dicte sentencia, porque las precitadas normas únicamente disponen que la suspensión administrativa solo se mantendrá hasta que se produzca el correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud de suspensión del acto impugnado».


4º. Como ya hemos visto con anterioridad, las bases y convocatoria tienen la consideración de acto administrativo «plúrimo», siendo el órgano competente para su aprobación en el ámbito de los municipios de régimen común, el alcalde de acuerdo con el art. 21.1.g) LBRL que le atribuye la competencia para «aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal», competencia que a su vez ha de conjugarse con las previsiones del art. 52 LBRL, cuando establece que:


«1. Contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa, los interesados podrán ejercer las acciones que procedan ante la jurisdicción competente, pudiendo no obstante interponer con carácter previo y potestativo recurso de reposición.

2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades:

a) Las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Juntas de Gobierno, salvo en los casos excepcionales en que una ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la comunidad autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del artículo 27.2.

b) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación del Alcalde, del Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

c) Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca una disposición legal».



De manera que tratándose de un acto que pone fin a la vía administrativa el recurso procedente sería el de reposición conforme a lo dispuesto en los arts. 123 y 124 LPACA, y el plazo para su interposición un mes, al tratarse de un acto expreso.

Como establece el art. 30.4 LPACA:


«Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel a que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo.

El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes».



Por lo que, de acuerdo con tales previsiones legales, y atendiendo a los datos del supuesto, el plazo para la interposición del recurso administrativo de reposición, que sería el procedente, finalizaría el día 2 de noviembre de 2021 (siempre que el mismo no fuera inhábil, en cuyo caso se entendería prorrogado al primer día hábil siguiente).

En lo que respecta a los efectos que se producen en caso de que interpuesto en el plazo el recurso administrativo, transcurra el plazo legalmente establecido sin que el órgano competente dicte la correspondiente resolución, el plazo de un mes del que dispone el órgano competente para resolver (el Alcalde) por tratarse de un recurso de reposición, conforme previene el art. 24.1 LPACA se produce silencio administrativo con efectos desestimatorios, dado que así lo dispone expresamente dicho precepto legal:

«El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados».


En tanto que, en lo que se refiere a la posibilidad de interponer recurso contencioso-administrativo dispone el art. 40.2 TREBEP que:

«Las Juntas de Personal, colegiadamente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en su caso, los Delegados de Personal, mancomunadamente, estarán legitimados para iniciar, como interesados, los correspondientes procedimientos administrativos y ejercitar las acciones en vía administrativa o judicial en todo lo relativo al ámbito de sus funciones».


Por lo que, a tal efecto, en principio habría de responderse afirmativamente a la posibilidad de que la Junta de Personal, pueda ejercitar acciones en vía judicial, en este caso en vía contencioso-administrativa, en todo lo relativo al ámbito de sus funciones, si bien habrá de acreditarse la adopción del acuerdo para su ejercicio por decisión mayoritaria de la Junta de Personal, siendo ello un requisito para su admisibilidad conforme a las determinaciones de la LJCA.

Si bien, en relación con este último requisito, conforme ha tenido de señalar la SJCA Barcelona n.o 13, de 6 de mayo de 2022, Rec. 341/2017, la falta de constancia de la decisión de la mayoría de los miembros de la Junta de Personal para la interposición del recurso constituye un requisito de carácter subsanable. En cuanto al plazo del que dispone la Junta de Personal para la interposición del recurso contencioso-administrativo que se pretende, dispone el art. 46 LJCA que:


«El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo será de dos meses contados desde el día siguiente al de la publicación de la disposición impugnada o al de la notificación o publicación del acto que ponga fin a la vía administrativa, si fuera expreso.

Si no lo fuera, el plazo será de seis meses y se contará, para el solicitante y otros posibles interesados, a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto».



A priori, cabría pensar que, dado que se ha producido la desestimación por silencio administrativo del recurso de reposición interpuesto, el plazo para su interposición sería de 6 meses, al encontrarnos frente a un «acto presunto».

No obstante, dicho extremo ha sido objeto de matización por el propio TC, señalando que, en tales supuestos, no existe sujeción a plazo, esto es, no caduca el plazo para interponer el correspondiente recurso contencioso-administrativo, en tanto que la Administración no cumpla con la obligación legal de resolver expresamente, siendo ilustrativa en tal sentido, la STC n.o 52/2014, de 10 de abril, cuando concluye al respecto:


«Los arts. 42 a 44 LPC fueron modificados por la Ley 4/1999 teniendo a la vista el régimen legal de impugnación de los "actos presuntos" establecido en el art. 46.1 LJCA, precepto que no fue derogado ni modificado con ocasión o como consecuencia de dicha reforma.

Por tanto, habida cuenta de que, primero, el inciso segundo del art. 46.1 LJCA que regula el plazo de impugnación del "acto presunto" subsiste inalterado; segundo, que tras la reforma de 1999 de la ley 30/1992, en los supuestos de silencio negativo ya no existe acto administrativo alguno finalizado del procedimiento, ni un acto administrativo denominado "presunto" basado en una ficción legal como se desprendía de la redacción originaria de la Ley 30/1992, y tercero, que la Administración sigue estando obligada a resolver expresamente, sin vinculación al sentido negativo del silencio, el inciso segundo del art. 46.1 LJCA ha dejado de ser aplicable a dicho supuesto. En otras palabras, se pueden entender que, a la luz de la reforma de 1999 de la ley 30/1992, la impugnación jurisdiccional de las desestimaciones por silencio no está sujeta al plazo de caducidad previsto en el art. 46.1 LJCA. Así entendido, es manifiesto que el inciso legal cuestionado no impide u obstaculiza en forma alguna el acceso a la jurisdicción de los solicitantes o los terceros interesados afectados por una desestimación por silencio.

Por todo ello, procede declarar que el inciso legal cuestionado no vulnera el art. 24.1 CE. Conclusión en parte coincidente con la que mantiene el Tribunal Supremo (SSTS 269/2004, de 23 de enero; 2024/2006, de 21 de marzo; 4384/2007, de 30 de mayo; 1600/2009, de 31 de marzo; y 1978/2013, de 17 de abril) en la interpretación de este precepto tras la reforma de la LPC operada por la referida Ley 4/1999, cuando se trata de supuestos en los que, como el que ha dado lugar al planteamiento de la presente cuestión, se reacciona frente a la desestimación por silencio».



Y en concordancia con la doctrina constitucional expresada, resulta de interés traer a colación desde la óptica contencioso-administrativa, entre otras, la STS, Sala de lo contencioso de 25 de junio de 2020, Rec. 239/2019, que recuerda la doctrina del Alto Tribunal en los siguientes términos:


«La doctrina plasmada en la sentencia TC 52/14, en relación con el plazo para la impugnación jurisdiccional de las desestimaciones por silencio, previsto en el art. 46.1 LJCA (6 meses a partir de la fecha que, conforme a su legislación específica, se haya producido el silencio negativo) es plenamente trasplantable, por iguales razones por las que la STC no 52/14, interpretando el art. 46.1 de la Ley 30/92, declaró que "tras la reforma de 1999 de la Ley 30/1992 en los supuestos de silencio negativo ya no existe acto administrativo alguno finalizado del procedimiento (art. 43.2 LPC), ni un acto administrativo denominado «presunto» basado en una ficción legal como se desprendía de la redacción originaria de la Ley 30/1992, y … que la Administración sigue estando obligada a resolver expresamente, sin vinculación al sentido del silencio (arts. 42.1 y 43.3.b) LPC), el inciso segundo del artículo 46.1 LJCA ha dejado de ser aplicable a dicho supuesto.

En otras palabras, se puede entender que, a la luz de la reforma de 1999 de la Ley 30/1992, la impugnación jurisdiccional de las desestimaciones por silencio no está sujeta al plazo de caducidad previsto en el art. 46.1 LJCA"».



Siendo que, a modo de colofón, podemos concluir la resolución de dicha cuestión, con cita de la STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 18 de mayo de 2023, Rec. 99/2023, cuando reitera que:


«Como es sabido la ficción jurídica del silencio no puede perjudicar al interesado, cuando es la Administración la que ante la falta de respuesta la obliga a acudir a la vía jurisdiccional, sin tener resolución administrativa expresa que le ofrezca respuesta a sus peticiones. La jurisprudencia constitucional (…) concluye que la ley no obliga al ciudadano a recurrir un acto presunto y sí a la Administración a resolver de forma expresa.

En este sentido procede recordar la reciente STS de fecha 7/3/2023 (R. 3069/2021) que establece:

1) No procede declarar la inadmisibilidad de un recurso contencioso-administrativo, por falta de agotamiento de la vía administrativa previa, conforme a lo declarado en los artículos 69.c), en relación con el art. 25.1 LJCA, en aquellos casos en que el acto impugnado fuera una desestimación presunta, por silencio administrativa, ya que, por su propia naturaleza, se trata de una mera ficción de acto que no incorpora información alguna sobre el régimen de recursos.

2) En tal sentido, la Administración no puede obtener ventaja de sus propios incumplimientos ni invocar, en relación con un acto derivado de su propio silencio, la omisión del recurso administrativo debido».



5º. A la hora de abordar la respuesta, a los diferentes interrogantes que se nos plantean, son diversos los aspectos que hemos de tener en cuenta, en aras de ofrecer una propuesta de solución para cada una de ellas.

Comenzando por la posibilidad de interponer recurso administrativo de reposición contra la relación de puestos de trabajo, ello pasa en primer lugar, por precisar la naturaleza jurídica que ha de atribuirse a dicho instrumento organizativo y de planificación de los RRHH, que se objetó de regulación a nivel básico en el art. 74 TREBEP, en los siguientes términos:

«Las Administraciones Públicas estructurarán su organización a través de relaciones de puestos de trabajo u otros instrumentos organizativos similares, que comprenderán, al menos, la denominación de los puestos, los grupos de clasificación profesional, los cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de provisión y las retribuciones complementarias. Dichos instrumentos serán públicos».


Profundizando en su naturaleza jurídica, desde el año 2014, se ha producido un giro jurisprudencial, de forma que, si con anterioridad se le atribuía naturaleza reglamentaria a determinados efectos, ahora goza de la consideración de acto administrativo «plúrimo», siendo ilustrativa en tal sentido, la STSJ CCAA Valenciana, Sala de lo contencioso de 23 de noviembre de 2018, Rec. 200/2016, cuando al respecto refiere que:


«La jurisprudencia ha reiterado hasta la saciedad que la relación de puestos de trabajo, configuración de cada puesto de trabajo, funciones y retribución, respetando las normas básicas, forma parte de la autoorganización de las Administraciones Públicas, en este caso del Ayuntamiento de Salinas.

Como señalan los autos de la Sala Tercera-Sección Primera del Tribunal Supremo de 3 de noviembre de 2016 (rec. 755/2016) o 16 de junio de 2016 (rec. 3696/2015) la RPT no es una disposición de carácter general, sino que singulariza para una determinada Administración los puestos de trabajo, funciones y retribuciones, en definitiva son instrumentos de autoorganización: (…) y lo único que hace la RPT al ordenar los distintos puestos, es singularizar dicho estatuto genérico en relación con cada puesto, al establecer para él las exigencias que deben observarse para su cobertura y los deberes y derechos de los genéricamente fijados por las normas reguladoras del estatuto de los funcionarios, que corresponden a los funcionarios que sirven el puesto.

Pero tales exigencias, deberes y derechos no los regula la RPT, sino que vienen regulados en normas jurídicas externas a ella (categoría profesional nivel de complemento de destino, complemento específico, en su caso, etc.), siendo la configuración del puesto de trabajo definido en la RPT simplemente la singularización del supuesto de hecho de aplicación de dichas normas externas (…)».



Y así lo reitera la STSJ Galicia, Sala de lo contencioso de 2 de febrero de 2022, Rec. 11/2021, manifestando que:


«…en numerosas sentencias se deja ya clara la naturaleza de actos administrativos de las RPTs, cualquiera que sea la Administración que las apruebe (…)

Consecuentemente, la nueva línea jurisprudencial entiende que la relación de puestos de trabajo no es un acto ordenador que innove el ordenamiento jurídico, integrándose en él, con carácter general y abstracto, y susceptible de ulteriores y sucesivas aplicaciones, características predicables de una disposición general. Por el contrario, se trata de un acto ordenado que no innova el ordenamiento jurídico, sino que es un acto aplicativo del mismo, mediante el que la Administración se autoorganiza, ordenando un elemento de su estructura como es el de personal integrado en ella y en cuya aplicación se agota la eficacia del acto...».



Por tanto a día de hoy la naturaleza jurídica predicable de la Relación de Puestos de Trabajo es la de acto administrativo, siendo el órgano competente para su aprobación el Pleno de la Corporación en el ámbito de los denominados municipios de régimen común en consonancia con lo establecido en el art. 22.2.i) LBRL, y por ende su aprobación constituye un acto administrativo susceptible de recurso administrativo de reposición en consonancia con lo establecido en el art. 52 LBRL y 123 y 124 LPACA.

De otro lado, en lo que respecta a la posibilidad de que los miembros de la Corporación puedan interponer recurso administrativo, o en su caso, recurso contencioso-administrativo, hemos de partir de lo establecido en el art. 63 LBRL, cuando refiere que:


«Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo podrán impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico:

a) La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas, en los casos y términos previstos en este Capítulo.

b) Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos».



De forma que en lo que respecta a la legitimación del Sr. concejal para la impugnación del acuerdo que se pretende, habríamos de pronunciarnos con carácter afirmativo, dado que se cumplen los requisitos que exige dicho precepto legal, esto es, que el Sr. concejal participó en la votación del acuerdo, y además voto en contra del mismo.

Ahora bien, en lo que respecta al cómputo de plazo para la interposición de recurso en tales supuestos, hemos de estar a la especialidad que se contempla en el art. 211.3 ROFEL, cuando al respecto establece que:

«El plazo para interponer recurso de reposición por los Concejales o miembros de las Corporaciones locales que hubieran votado en contra del acuerdo se contará desde la fecha de la sesión en que se hubiera votado el acuerdo».


Como señala la SJCA n.o 1 León de 10 de junio de 2022, Rec. 141/2021, la razón de ser de esa forma específica de cómputo deriva del hecho de que:

«Los concejales conocen antes y mejor el acuerdo que el público en general, que no ha asistido a la sesión, que no han recibido copia íntegra del expediente administrativo con la anterioridad reglamentaria a su votación».


Modo de cómputo el del art. 211.3 ROFEL, que, en el caso de recursos interpuestos por miembros de la Corporación, ha sido objeto de ratificación por la doctrina jurisprudencial, pudiendo servir a modo de ejemplo, entre muchas la STS, Sala de lo contencioso de 10 de noviembre de 2016, Rec. 2937/2015, cuando al respecto puntualiza que:


«El primer motivo de casación debe ser acogido porque, efectivamente, la sentencia recurrida ha vulnerado los apartados 1 y 4 del artículo 46 de la LJCA, al haber computado de modo incorrecto el plazo establecido en dicho precepto legal para la impugnación jurisdiccional cuando esta se efectúa por miembros de una Corporación Local frente a los actos de tales entes en los que hubieran votado en contra.

Debe decirse al respecto que la manera de efectuar el cómputo en ese específico supuesto es considerar como día inicial del plazo procesal la fecha en que se hubiera votado el acuerdo, por ser de aplicación lo establecido en el artículo 211.3 del Reglamento de Organización y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre. Así lo tiene declarado de manera muy reiterada esta Sala, entre otras en las sentencias de 5 de julio de 1999, de 3 de abril de 2003 y de 26 de mayo de 2003.

Esta última sentencia de 26 de mayo de 2003, que recuerda y reitera esa doctrina jurisprudencial, se expresa así:

«Por lo que atañe al segundo de los motivos, en el que se alega infracción del artículo 58.1 de la Ley Jurisdiccional por defectuoso cómputo del plazo para la interposición del recurso contencioso, no puede prosperar pues la doctrina que sostiene la sentencia de instancia no es distinta de la mantenida por esta Sala en su sentencia de 27 de marzo de 2003 y las que en ella se citan, donde se afirma:

El artículo 211.3 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales de 28 de noviembre de 1986, es taxativo al afirmar que el plazo para interponer recurso de reposición por los Concejales o miembros de las Corporaciones Locales que hubieran votado en contra del acuerdo se contará desde la fecha de la sesión en que se hubiera votado el mismo.

Poco importa la supresión en el caso del recurso de reposición, ya que es necesario mantener la fecha de celebración de la sesión como "dies a quo" para el cómputo de los plazos para recurrir. Existe, en efecto, jurisprudencia de esta Sala (entre otras, sentencias de esta Sección de 18 de marzo de 1992 y de su Sección tercera de 30 de septiembre de 1988) que, aún sin recurrir al precepto reglamentario citado, aclaran que cualquier duda sobre el día inicial del cómputo del plazo para recurrir se debe resolver necesariamente en favor de considerar como tal la fecha misma de la sesión de la Corporación municipal, porque en ella se tiene cabal conocimiento del acto del que se disiente y contra el que se vota, siendo improcedente una notificación personal ulterior, como la que defiende aquí la parte recurrente, de un acto que el Concejal conocía perfectamente.

Esta legitimación, que se concede al margen de toda condición subjetiva, no puede implicar, sin embargo, que quien acuda al proceso contencioso-administrativo legitimado al amparo de la acción pública, resulte dispensado de cumplir todos los requisitos procesales necesarios para que se pueda examinar en cuanto al fondo la pretensión que formula, siempre que los mismos resulten de aplicación lógica a la legitimación que se contempla.

La acción pública está concebida para que cualquiera ("quivis de populo") pueda incoar el proceso contencioso-administrativo. Por ello no está prevista, en principio, para quien ha sido notificado debidamente del acto que se impugna (sentencia de 19 de septiembre de 1996). Eso explica la limitación temporal que, por seguridad jurídica, establece el apartado 2 del artículo 304 del TRLS de 1992, aunque evidente es también que puede ejercerse la acción pública por los interesados a los que se hubiese notificado el acto con todos los requisitos, o cuando el mismo ha sido publicado y esté previsto que la publicación surta los efectos de una notificación.

Como declaran los autos recurridos, y no discuten las partes en esta casación, en tales casos rigen también los plazos que, con carácter general establece el artículo 58 de la LJCA para incoar el proceso administrativo.

Así lo ha venido declarando desde antiguo la jurisprudencia de este Tribunal (sentencias de 28 de octubre de 1968, 15 de abril de 1971, 10 de mayo de 1974 y 15 de enero de 1976) y lo ha recordado recientemente la sentencia de esta misma Sección Quinta de 18 de marzo de 1992, al declarar que el artículo 235.1 del TRLS de 1976, idéntico al artículo 304 que aquí se contempla, no excluye la aplicación de los artículos 37, 40, 52 y 53 de la LJCA».

«A la vista de esta jurisprudencia, y de la fijación del momento en que empieza a correr el plazo para la interposición del recurso, es evidente que poco importa la fecha de publicación del acuerdo en el periódico oficial, así como la eventual corrección de errores. Esas fechas podrán ser relevantes para quienes no tienen conocimiento personal del acuerdo, pero son irrelevantes para quienes, como el recurrente, por su condición de concejales, han participado activamente en la adopción del acuerdo impugnado».

A las que acaban de mencionarse deben añadirse las posteriores y más recientes STS de 20 de junio de 2006 y 3 de julio de 2006, que también reiteran y recuerdan esa misma jurisprudencia. Siendo de subrayar, además que la STS de 20 de junio de 2006 efectúa en su FJ segundo esta importante declaración: «No hay razón para hacer excepción, en contra del criterio sostenido por la Sala de instancia den la sentencia recurrida, de los actos normativos, cual fue la aprobación de un Estudio de Detalle, que para su eficacia requieren ulterior publicación, pues su contenido es conocido desde la aprobación por los Concejales disidentes»».



Y en similar sentido al expresado, en cuanto al momento temporal al que debe atenderse para el inicio del cómputo para la interposición de recursos administrativos, por parte de los miembros de la Corporación en relación con los órganos colegiados de los que formen parte, concluye la STSJ Castilla la Mancha, Sala de lo contencioso de 20 de mayo de 2019, Rec. 14/2017, que:

«A la vista de esta jurisprudencia, y de la fijación del momento en que empieza a correr el plazo para la interposición del recurso, es evidente que poco importa la fecha de publicación del acuerdo en el periódico oficial, así como la eventual corrección de errores. Esas fechas podrán ser relevantes para quienes no tienen conocimiento personal del acuerdo, pero son irrelevantes para quienes, como el recurrente, por su condición de concejales, han participado activamente en la adopción del acuerdo impugnado».


Por tanto, trasladados los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales a los datos del supuesto, resulta patente que el recurso de reposición interpuesto por el Sr. Concejal resulta ser extemporáneo dado que el acuerdo plenario se adoptó el 5 de octubre de 2021, por lo que el mismo finalizaría el día 5 de noviembre de 2021, siendo por tanto indiferente a tales efectos, la fecha de publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de la modificación de la Relación de Puestos de Trabajo.





	 (1) 

	Que mantiene idéntica redacción a su antecesora la LRJAPAC de 1992, variando sólo en cuanto al plazo que anteriormente era de 30 días, y ahora es de un mes conforme al articulado de la LPACA.
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Supuesto n.º 4 Sentido del silencio administrativo en determinados procedimientos administrativos. Recursos entre administraciones públicas


 ENUNCIADO

En el actual Ayuntamiento en el que se encuentra prestando servicios como secretario general, a los efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el art. 21.4 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, a fin de solventar las discrepancias que existen entre las diferentes unidades administrativas del Ayuntamiento, se le solicita un pronunciamiento jurídico sobre el sentido del silencio administrativo en una serie de procedimientos administrativos:

a) Actividades que puedan ocasionar incidencias negativas en el medio ambiente

b) Obras de edificación de nueva planta

c) Resolución de un procedimiento sancionador fuera del plazo legamente establecido

d) Reclamación de cantidades a la Administración en un procedimiento iniciado por un contratista, con respecto a un contrato de servicios.

e) Solicitud de información por parte de un miembro de la Corporación

f) Solicitud de información por parte de un ciudadano conforme a la normativa de transparencia

g) Declaración responsable para el ejercicio de una actividad.

2º. Por parte de la Consejería de Medio Ambiente, se ha impuesto al Ayuntamiento una sanción por incumplimiento de determinadas obligaciones exigidas en dicha materia, en relación con una serie de instalaciones de titularidad del Ayuntamiento.

Por parte del concejal responsable se dicho Área le solicita asesoramiento jurídico en relación con las siguientes cuestiones:

¿Es posible la interposición de recurso administrativo por parte del Ayuntamiento contra la resolución que impone la sanción?

¿Debería adoptarse algún tipo de acto y/o acuerdo?

3º. Asimismo el propio Ayuntamiento ha participado en un procedimiento de concurrencia competitiva para el otorgamiento de subvenciones a diferentes Ayuntamientos de la provincia convocado por la Diputación Provincial, y a tal efecto le comenta el referido concejal que, ante la resolución desestimatoria a la solicitud del Ayuntamiento, se plantea la interposición de recurso administrativo.

A tal respecto la solicita asesoramiento jurídico pues le surge duda si en tal caso resulta posible la interposición de recurso administrativo.

4º. De otro lado dicho concejal le indica que el Ayuntamiento es beneficiario de una subvención otorgada por la Consejería de Agricultura de la CCAA que se encuentra articulada a través de un convenio interadministrativo de cooperación entre ambas Administraciones, y que han surgido una serie de desavenencias con la CCAA, hasta el punto de que desea ejercitar las acciones que en Derecho correspondan.

A tal efecto, le recaba su asesoramiento jurídico para que le indique cual es el procedimiento que habría de seguirse en tal supuesto y si pudiera interponerse algún de tipo de recurso administrativo.

SOLUCIONES PROPUESTAS

Con carácter preliminar a abordar el sentido del silencio administrativo en los diferentes procedimientos que son objeto de controversia, hemos de proceder a conceptuarlo, siendo ilustrativa la definición que de la técnica o institución del silencio administrativo ofrece la STS, Sala de lo contencioso de 7 de julio de 2022, Rec. 1240/2021, concretando al respecto que:

«El silencio administrativo, como medio de protección del particular ante la ausencia de respuesta de la Administración, presupone sin duda que el particular haya formulado una solicitud. Pero dicha solicitud ha de referirse al nacimiento, la modificación o la extinción de una situación jurídica o, si se prefiere, a la delimitación de derechos o deberes. Así, la falta de respuesta de la Administración puede equivaler, según los casos, a un acto de denegación de lo solicitado (silencio administrativo negativo) o a un acto de otorgamiento de lo solicitado (silencio administrativo positivo)».


Siendo así que, efectuada tal precisión, seguidamente pasamos a dar a respuesta a cada uno los supuestos que se someten a nuestro análisis y consideración.

a) Actividades que puedan ocasionar incidencias negativas en el medio ambiente

Constituye una de las novedades de la LPACA, la previsión contemplada en su artículo 24 que establece que el silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos que «impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente».

A los efectos anteriores, merece destacarse la STC n.o 70/2018, de 21 de junio, que se pronuncia ratificando la constitucionalidad de tal previsión, tras analizar la posible invasión competencial o no del Estado en la legislación sectorial medioambiental de las CCAA, pudiendo destacarse en lo que aquí interesa los siguientes fundamentos de derecho, de la misma:


«…Resulta evidente que, de acuerdo con nuestra doctrina, la regla del silencio administrativo desestimatoria establecida, sin más especificaciones, en el artículo 24.1, párrafo segundo LPAC, para los procedimientos "que impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente", constituye, pese a su proyección común que tiene pleno anclaje, tal y como el legislador ha expresado en la disposición final primera de la LPAC, en la competencia estatal contemplada en el artículo 149.1.18 CE (…)

Pues bien, siendo este el cometido que ahora nos incumbe, debe señalarse que la aplicabilidad del art. 24.1 LPAC no parece discutible a la vista del propio texto de la ley de protección ambiental integrada de Murcia, que configura la licencia de actividad como un control preventivo para las "actividades que puedan dañar el medio ambiente", ámbito objetivo que coincide con el señalado por el precepto estatal de referencia (…)

El artículo 24.1 párrafo segundo LPAC, como regla especial, establece un régimen normativo específico para el ámbito normativo en el que el precepto autonómico impugnado despliega sus efectos, razón por la cual ha de considerarse que es dicha norma estatal la que actúa como parámetro de referencia, desde la óptica competencial que es propia de la impugnación planteada por los recurrentes.

En suma, la regla de procedimiento común fijada por el Estado establece un régimen general de silencio desestimatorio para los procedimientos iniciados a solicitud del interesado que se refieren al ejercicio de actividades susceptibles de dañar el medio ambiente, ámbito de aplicación que coincide, justamente, con el de la licencia de actividad, que, de acuerdo con la Ley autonómica 4/2009, es un instrumento general de control preventivo de actividades "susceptibles de generar daños sobre el medio ambiente"(…)

Además, ha de tenerse en cuenta que, como ya ha sido anticipado, la licencia de actividad viene regulada en la ley autonómica 4/2009, como uno de los tres instrumentos generales de control preventivo ambiental. La "licencia de actividad" es, según señala el preámbulo de la propia Ley de protección ambiental integrada de Murcia una de las "autorizaciones ambientales que podemos llamar generales (autorización ambiental integrada, evaluación de impacto ambiental, licencia de actividad) asignándole la citada ley la naturaleza de instrumento de control preventivo de la incidencia ambiental de una actividad (…)

A la luz de estos preceptos, resulta evidente que la regla general de silencio que el artículo 64.3 de la Ley de protección ambiental integrada de Murcia establece, al ir referida a una autorización que actúa como control preventivo general de actividades que pueden ser lesivas del medio ambiente, contraviene directamente la regla general de silencio negativo establecida en el artículo 24.1 párrafo segundo LPAC para los procedimientos que «impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente», pues se trata de una regla general alternativa que contradice la ya establecida en la norma de procedimiento administrativo común"».



Y en igual sentido, también ha tenido ocasión de pronunciarse la STC n.o 76/2022, de 15 de junio, en relación con la legislación ambiental de la Comunidad Valenciana, concluyendo que:

«La nueva regla de silencio negativo que introduce el art. 24 de la Ley 39/2015 para aquellos procedimientos en los que la estimación implique el ejercicio de actividades que "puedan dañar el medio ambiente", integra por vez primera, en esta figura del procedimiento administrativo común, la exigencia que el art. 45 CE impone a todos los poderes públicos de velar por "la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente". En este contexto, y teniendo en cuenta la finalidad tanto de la licencia ambiental como de la evaluación de impacto ambiental que se integra en el procedimiento que conduce a su otorgamiento, conforme dispone el art. 14 de la Ley 6/2014, la regla del silencio positivo dispuesta por el art. 60.2 de esta ley autonómica resulta claramente contraria a la regla de silencio negativo introducida por el art. 24.1 LPACAP. Se trata de una contradicción efectiva e insalvable, pues uno y otro establecen regímenes de silencio administrativo incompatibles».


Por tanto, su importancia en la práctica es máxima pues de acuerdo con la meritada doctrina constitucional la regla del silencio negativo en materia de actividades que puedan dañar el medio ambiente establecido en el art. 24 LPACA prevalece sobre la normativa sectorial autonómica, y en consecuencia los supuestos en que esta última contemple un sentido diferente para el silencio administrativo (es decir de carácter positivo) al contemplado en el art. 24 LPACA, por ser parte integrante del núcleo del «procedimiento administrativo común», en relación a títulos habilitantes o informes medioambientales cuya exigencia se justifica precisamente en los potenciales efectos dañinos para el medio ambiente de las actividades para los que se exigen, quedan desplazados en sentido contrario por las nuevas previsiones de la LPACA, tal y como el TC ha venido a refrendar

b) Obras de edificación de nueva planta

En tal sentido habrá de estarse a lo dispuesto en el art. 11 TRLSRU, que dispone en su apartado 4 lo siguiente, tras diversas sentencias del TC que han reducido el «elenco» de supuestos a los que afectan tales previsiones:


«Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen:

a) Movimientos de tierras, explanaciones

b) Las obras de edificación de nueva planta

c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes.

d) En todo caso, cuando dicha tala se derive de la legislación de protección del dominio público».



Por tanto, en el presente caso, resulta claro que el sentido del silencio administrativo, con independencia de la CCAA en que se lleven a cabo tales obras de nueva planta, será de carácter negativo o desestimatorio, sin perjuicio de que habrá de estarse a lo señalado por la STC n.o 143/2017, de 14 de diciembre, en tal supuesto, cuando matiza que:


«El apartado b) regula "las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta", con independencia de la situación del suelo. En el caso de la edificación, la Ley 38/1999, de ordenación de la edificación, establece una serie de requisitos básicos de la edificación, destinados a garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la sociedad y la protección del medio ambiente (art. 3), al amparo del artículo 149.1.16, 21, 23 y 25 CE (disposición final primera), los mismos títulos que ampara al Estado para determinar, como especialidad rationae materiae, el carácter negativo del silencio de la autorización que exige para este tipo de uso del suelo.

No cabe llegar, sin embargo, a la misma conclusión, en lo que se refiere a otras construcciones o instalaciones que carecen del carácter de edificación, excluidas, en consecuencia, de la Ley de ordenación de la edificación.

En estos casos, cuando la construcción o implantación tiene lugar en suelo urbano o urbanizable, la autorización se limitará a verificar la adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico vigente.

En el caso del suelo rural, además de la verificación de legalidad, concurre la finalidad prevista en la legislación de preservar sus valores medioambientales, Es, por ello, que la regulación del silencio negativo no será inconstitucional, con base en el título competencial del artículo 149.1.23 CE, en los supuestos de "construcción e implantación de instalaciones" contemplado en el apartado b) pero solamente cuando las actividades y usos urbanísticos cuya autorización se solicita se lleven a cabo en suelo rural cuya transformación urbanística no esté prevista o permitida».



c) Resolución de un procedimiento sancionador fuera del plazo legamente establecido

En ese caso, hemos de estar a lo dispuesto en el art. 25 LPACA, de conformidad con el cual:


«1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos (…)

b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 95».



Por tanto, en este supuesto no se produce silencio administrativo, una vez transcurrido el plazo máximo para resolver y notificar un procedimiento sancionador, sino que lo que se produce es la caducidad de este que tal y como establece el art. 25 LPACA exige el dictado de resolución expresa, como ha tenido ocasión de reiterar de forma reciente la STS, Sala de lo contencioso de 3 de diciembre de 2020, Rec. 8332/2019, en el siguiente sentido:

«En relación a la cuestión casacional, que para la reapertura de un procedimiento administrativo en que se ejercitan potestades de gravamen, existiendo uno previo que debe considerarse caducado, es necesario una previa resolución administrativa expresa declarando la caducidad del inicial, sin que, mientras tanto, pueda considerarse que se trata de un nuevo procedimiento».


Siendo igualmente de sumo interés al respecto el conjunto de consideraciones que, en relación con la caducidad de un procedimiento sancionador, se plasman y sintetizan en la STSJ Comunidad Valenciana, Sala de lo contencioso de 25 de julio de 2023, Rec. 570/2021, cuando en relación con dicha forma de terminación viene a referir que:

«La caducidad del procedimiento se constituye, así, como una forma de terminación del procedimiento que penaliza la falta de diligencia de la Administración en el cumplimiento de los plazos legalmente establecidos para tramitar y resolver. La esencia de la caducidad de un procedimiento es que queda inhabilitado como cauce adecuado en el que poder dictar una resolución válida sobre el fondo. Esta ha sido la regla general y ha motivado que numerosas sentencias de este Tribunal hayan venido sosteniendo con carácter general, la invalidez de las resoluciones administrativas dictadas en un procedimiento caducado al entender que "debía considerarse extinguido, y consecuentemente nula la resolución administrativa recurrida (STS de 24 de septiembre de 2008, rec. 4455/2004), o como se sostiene en la STS de 3 de febrero de 2010 (rec. 4709/2005) la obligación impuesta en la resolución administrativa en un procedimiento caducado «ha perdido su soporte procedimental, y, por tanto, también su validez y eficacia». Es más, en nuestra STS n.o 9/2017, de 10 de enero (rec. 1943/2016 se afirmaba que "el procedimiento caducado se hace inexistente"».


d) Reclamación de cantidades a la Administración en un procedimiento iniciado por un contratista, con respecto a un contrato de servicios.

A tal efecto hemos de estar a lo dispuesto en la Disposición Final Cuarta LCSP, en cuyo apartado 2 establece que:

«En todo caso, en los procedimientos iniciados a solicitud de un interesado para los que no se establezca específicamente otra cosa y que tengan por objeto o se refieran a reclamaciones de cantidades, al ejercicio de prerrogativas administrativas o a cualquier otra cuestión relativa a la ejecución, cumplimiento o extinción de un contrato administrativo, una vez transcurrido el plazo previsto para su resolución sin haberse notificado esta, el interesado podrá considerar desestimada su solicitud por silencio administrativo, sin perjuicio de la subsistencia de la obligación de resolver».


e) Solicitud de información por parte de un miembro de la Corporación

A tal efecto hemos de estar a lo dispuesto en el art. 77 LBRL de acuerdo con el cual:


«Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos e informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo habrá de ser resulta motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que se hubiese presentado».



Sin embargo, dicho precepto legal no recoge el sentido del silencio en este caso, por lo que habremos de estar a lo preceptuado en el art. 14 ROFEL:


«1. Todos los miembros de las Corporaciones Locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

2. La petición de acceso a las informaciones se entenderá concedida por silencio administrativo en caso de que el Presidente o la Comisión de Gobierno no dicten resolución o acuerdo denegatorio en el término de cinco días, a contar desde la fecha de solicitud.

3. En todo caso, la denegación del acceso a la documentación informativa habrá de hacerse a través de resolución o acuerdo motivado».



Así lo reconoce igualmente, la doctrina jurisprudencial, siendo indicativa en tal sentido, así como en cuanto al alcance del derecho de acceso a la información por parte de los miembros de la Corporación al amparo de tales previsiones normativas, la STSJ Andalucía (Málaga), Sala de lo contencioso de 17 de mayo de 2019, Rec. 792/2019, de conformidad con la cual:


«La alegada vulneración del derecho fundamental se vincula a la omisión de la puesta a disposición del recurrente de la documentación municipal de orden económico interesada con el fin de fiscalizar la actividad del equipo de gobierno, que fue interesada con fecha 24 de febrero de 2017, al haberse impedido el acceso a dicha información por los funcionarios municipales, luego que transcurrido el plazo de cinco días que para una denegación justificada contempla el art. 14 de ROF, por lo que resultando el derecho de acceso a la documentación por efecto del silencio positivo, la negativa constituye una vulneración al derecho a la participación política.

Al respecto conviene recordar lo que dispone el art. 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, "Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo anterior habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que se hubiese presentado".

De forma sustancialmente coincidente el 14 de RD. 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las entidades locales (ROFRJEL) en cuya virtud "Todos los miembros de las Corporaciones Locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función".

Como recuerda la STS de 18 de marzo de 2003 (rec.8921/1997) a la hora de delimitar el alcance del derecho al acceso a la información, este derecho se integra por la facultad de acceder a informaciones, antecedentes y datos que obrantes en poder de la corporación municipal se revelen necesarios para el correcto ejercicio de la función representativa del concejal, y así razona la citada sentencia que "El derecho a participar en los asuntos públicos, como resulta de aquellas resoluciones, implica, con relación a los asuntos públicos municipales, que los Concejales tengan acceso a la documentación y datos de que disponga la Corporación a la que pertenecen, lo que supone una facultad de consultar libremente dicha documentación, de forma que su actividad en el Ayuntamiento pueda desarrollarse con el debido conocimiento de causa, pero sin añadir ningún otro complemento que exceda del fin de estar plenamente informados de cuanto conste en los diversos servicios municipales".

Insiste en la dicha delimitación del alcance del derecho de acceso a la información la STS de 2 de julio de 2007 (rec. 4338/2003) cuando afirma que "Como declaración principal, la jurisprudencia señala que el núcleo esencial del derecho a participar en asuntos públicos supone para los Concejales el acceso a la documentación e información existente en el Ayuntamiento, pero no les añade ningún otro complemento que exceda del fin de estar plenamente informados"».



f) Solicitud de información por parte de un ciudadano conforme a la normativa de transparencia

A tal efecto hemos de estar a las previsiones del art. 20 LTAIPBG, de acuerdo con el cual:


«1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.

2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar cuando haya transcurrido el plazo del art. 22.2.

3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud.

4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación potestativa prevista en el artículo 24.

6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladora».



Como vemos, la LTAIPBG, establece con carácter básico, un sentido del silencio administrativo con carácter desestimatorio.

También resulta de interés aquí la STC n.o 104/2018, de 4 de octubre, que en relación a la posibilidad de establecer un sentido de silencio de carácter estimatorio, por la legislación autonómica de transparencia, señalando al respecto que:


«Por lo expuesto puede concluirse que el artículo 20.4 de la Ley de transparencia, acceso a la información y buen gobierno, al establecer el silencio negativo como respuesta a la pasividad de la Administración, ha sido dictado legítimamente al amparo de los principios o normas que se insertan en la competencia exclusiva del Estado relativa al establecimiento del "procedimiento administrativo común" (art. 149.1.18 CE).

Esta conclusión lleva a que rechacemos los argumentos expuestos por la representación procesal de D. (…), en la competencia de la Comunidad Autónoma de Aragón de disponer normas propias en materia de funcionarios de las Administraciones aragonesas, o en la fijación de un régimen más favorable para el derecho de acceso, pues la previsión del artículo 31.2 de la ley aragonesa se estaría adentrando en criterios sobre la estructura general del procedimiento administrativo cuya competencia le corresponde exclusivamente al legislador estatal, ex art. 149.1.18 CE (STC 166/2014).

Es preciso finalmente verificar si la contradicción entre ambas normas, la estatal y la autonómica, es efectiva e insalvable por vía interpretativa, ya que en otro caso no habría invasión competencial (SSTC 181/2012 y 132/2013). Al comparar ambos textos legales, puede concluirse que la contradicción normativa entre los dos textos es cierta e incontrovertible, sin que la misma pueda salvarse por vía aplicativa».



g) Declaración responsable para el ejercicio de una actividad.

En este caso, no se produciría silencio administrativo, dado que la declaración responsable es un acto del propio «interesado» y que a su vez actúa como título habilitante para el ejercicio de derechos y actividades, cuyo régimen jurídico básico y general se contempla hoy en día en el art. 69 LPACA.

Y así lo corrobora entre otras, la STS, Sala de lo contencioso de 17 de octubre de 2022, Rec. 3837/2020 señalando que:

«…a estos típicos actos, que son de los particulares y que, en puridad de principios, no requieren que la Administración dicte acto administrativo alguno de manera expresa, sin perjuicio de las potestades de control ex post facto, cuestión que genera no pocas repercusiones…».


Por tanto, para la adecuada conceptuación y naturaleza jurídica de las comunicaciones previas o declaraciones responsables puede traerse a colación la STS, Sala de lo contencioso de 20 de septiembre de 2022, Rec. 7031/2021 cuando viene a precisar en interpretación del art. 69 LPCA que:


«De lo hasta ahora expuesto se infiere que, tras la implantación del nuevo régimen liberalizador del acceso y ejercicio de las actividades de servicios, concretado —a los efectos que ahora nos interesan— en el artículo 69 de la Ley 39/2015, el inicio de la actividad se condiciona a una manifestación del sujeto que desea ejercer aquélla, comunicando a la Administración que cumple los requisitos exigidos legalmente para ello; y la Administración efectúa un control a posteriori para verificar que, efectivamente, se cumplen aquellos requisitos.

La consecuencia del cambio de planteamiento normativo de la situación anterior es clara: ahora no existe, propiamente, un procedimiento autorizatorio que, iniciado con una solicitud del sujeto, deba concluir con una resolución administrativa "otorgando permiso" a aquél para realizar la actividad pretendida.

Al liberalizarse el ejercicio de la actividad, el sujeto puede dar comienzo a ésta, si cumple los requisitos legales, una vez comunique esta circunstancia a la Administración; y será entonces cuando la Administración lleve a cabo su actividad de control para verificar el ajuste de aquélla a la legalidad, de manera que si apreciara deficiencias en la comunicación presentada (o en la documentación correspondiente) podrá requerir del sujeto la oportuna subsanación e, incluso, en los supuestos previstos legalmente —véase el apartado 4 del artículo 69 de la Ley 39/2015— podrá llegar a declarar la ineficacia de la comunicación previa y determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento el mismo objeto durante un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación.

Quiere ello decir que (…) a estos efectos no existe ya, propiamente, un procedimiento sometido al régimen de autorización (esto es, un procedimiento que deba iniciarse con una solicitud del interesado y deba finalizar con una resolución favorable a la Administración), por haber sido sustituido normativamente por el régimen de la declaración responsable y la comunicación previa (…)».



De manera que, en caso de que la misma resulte contraria a las previsiones normativas aplicables lo que procede es su declaración de ineficacia tal como señala a modo de ejemplo y entre otras, la STSJ Madrid, Sala de lo Contencioso, de 25 de abril de 2018, Rec. 64/2018:

«Por tanto con independencia del hecho que declare la ineficacia de la declaración responsable una vez que se produce tal declaración, la actividad carece de cobertura para ser ejercida y la misma ha de cesar bien voluntariamente o bien a través del mecanismo de clausura, hasta que el interesado obtenga una licencia o presente una declaración responsable eficaz, todo ello sin perjuicio de lo que pueda resolverse respecto de la declaración responsable declarada ineficaz, si ha sido recurrida jurisdiccionalmente pues en tanto en cuento la resolución de ineficacia no haya sido anulada o suspendida es válida y eficaz de conformidad con el artículo 39 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa)».


De forma que, tal y como ha venido a puntualizar la STS, Sala de lo contencioso de 8 de marzo de 2023, Rec. 8658/2021:

«Hemos de concluir de lo expuesto que las potestades de comprobación en una declaración responsable o comunicación previa, conforme a la normativa general en vigor, no está sujeta a plazo alguno y puede realizarse durante el tiempo de ejercicio del derecho o de la actividad a que se refieren dichos actos del ciudadano».


2º. A la hora de abordar dicha cuestión, hemos de partir de lo establecido en el art. 44 de la LJCA, de acuerdo con el cual:


«1. En los litigios entre Administraciones Publicas no cabrá interponer recurso en vía administrativa. No obstante, cuando una Administración interponga recurso contencioso-administrativo contra otra, podrá requerirla previamente para que derogue la disposición, anule o revoque el acto, haga cesa o modifique la actuación material, o inicie la actividad a que esté obligada.

Cuando la Administración contratante, el contratista o terceros pretendan recurrir las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corresponde resolver los recursos especiales y las reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legislación de Contratos del Sector Público interpondrán el recurso directamente y sin necesidad de previo requerimiento o recurso administrativo.

2. El requerimiento deberá dirigirse al órgano competente mediante escrito razonado que concretará la disposición, acto, actuación o inactividad, y deberá producirse en el plazo de dos meses contados desde la publicación de la norma o desde que la Administración requirente hubiera conocido o podido conocer el acto, actuación o inactividad.

3. El requerimiento se entenderá rechazado si, dentro del mes siguiente a su recepción, el requerido no la contestara.

4. Queda a salvo lo dispuesto sobre esta materia en la legislación de régimen local».



De manera que la «ratio» que subyace en ese precepto, además de prohibir con carácter general la interposición de recursos administrativos entre AAPP, como nos recuerda CHAVES GARCÍA (1) , es la siguiente:

«La funcionalidad práctica del que denominaremos —requerimiento preliminar— entre administraciones públicas es doble. Por un lado, evidencia la seriedad de la situación problemática que lleva a una Administración a formalizar el debate frente a otra. Por otro lado, advierte de la posibilidad no deseable y subsidiaria de confrontación en sede judicial».


Sin perjuicio de lo anterior, la doctrina jurisprudencial ha venido excluyendo la aplicación del artículo 44 LJCA, en aquellos supuestos en que la Administración demandante que adopta una posición activa en la controversia, actúa en la relación jurídico-administrativa en una posición similar a la de un particular y no como un poder público, siendo sumamente ilustrativa en tal sentido la STS, Sala de lo contencioso de 20 de octubre de 2006, Rec. 55/2005, que al respecto nos indica que:


«Justamente la cuestión que se plantea y que da lugar a este recurso de casación en interés de la ley es la que se refiere a la aplicación del artículo 44 de la Ley Jurisdiccional. La Sección entiende, de acuerdo con la tesis del Abogado del Estado recurrido, que efectivamente el artículo 44 no se aplica cuando se trata de resolver o solventar una disparidad de criterios entre Administraciones Publicas y una de ellas actúa en la relación jurídico-administrativa entablada como un particular y no como un poder público.

Hay que aplicar entonces la legislación reguladora de la actividad como afirma el defensor de la Administración, y procede la interposición de recurso en vía administrativa si esa legislación lo ha previsto. La plena aplicación del artículo 44 de la Ley Jurisdiccional se produce solo cuando ambas Administraciones públicas estén actuando como poder.

No es ocioso precisar que ésta y no otra es nuestra declaración, puesto que el Ayuntamiento o su representación letrada parecen haber entendido que solo se aplica el artículo 44 cuando la divergencia se refiere a cuál de las Administraciones es la competente. Aunque sin duda entonces procede la aplicación del tan repetido artículo, no debe dársele cumplimiento solo en tales casos, sino además en todos aquellos otros en que ambas Administraciones actúan como poder y por tanto han dictado o pueden dictar actos administrativos».



De manera, que en el supuesto que aquí acontece el Ayuntamiento, no actúa en plano de igualdad en el ejercicio de competencias propias, sino en una posición similar a la de un particular al que se le impone una sanción tras la tramitación del oportuno procedimiento sancionador, y por tanto en defensa de las garantías y derechos que a tal efecto corresponden al Ayuntamiento, puede interponer el recurso administrativo correspondiente o procedente, no siendo de aplicación en tal caso las previsiones del art. 44 LJCA, conforme a los fundamentos que hemos tenido ocasión de glosar.

¿Debería adoptarse algún tipo de acto y/o acuerdo?

En tal sentido, en el ámbito de los municipios de régimen común, el art. 21.1.k) LBRL contempla como una competencia del alcalde:

«El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre para su ratificación».


Por su parte, el art. 22.2.j) LBRL dispone que, corresponde al Pleno:

«El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de competencia plenaria».


En lo que respecta a la conjugación de ambas atribuciones a diferentes órganos habrá de estarse a la correspondiente distribución/asignación de competencias, bien por la legislación básica/autonómica de régimen local, o bien sectorial, a fin de identificar al órgano al que le corresponderá adoptar la resolución/acuerdo para accionar frente a la sanción interpuesta por otra Administración Pública.

Dado que de acuerdo con los datos del supuesto no podemos identificar un ámbito material concreto asignable bien al alcalde, bien al pleno, nos decantamos aquí porqué la adopción de la resolución se adopte por el alcalde, si concurren razones de urgencia, lo que con carácter general no debiera ser difícil de justificar, dada la perentoriedad en numerosas ocasiones de los plazos para recurrir, sin perjuicio de la posterior dación de cuenta al Pleno.

Si bien con carácter previo a la adopción del correspondiente acto u acuerdo para la interposición del correspondiente recurso, hemos de estar a lo dispuesto en el art. 54.3 TRRL, que al respecto dispone que:

«Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades locales deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, o, en su caso, de la Asesoría Jurídica y, en defecto de ambos, de un Letrado».


Y en similar sentido el art. 3.3.d. 2º) RJFHN, incardina dentro del asesoramiento legal preceptivo que corresponde al secretario municipal:

«La emisión de informe previo para (…) adopción de acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades Locales».


Sobre la importancia, y el fundamento de dicho dictamen previo para el ejercicio de acciones en defensa de los bienes y derechos de la Corporación resulta muy ilustrativa, la SJCA n.o 5 de Zaragoza, de 5 de abril de 2018, Rec. 97/2017 que a su vez sintetiza la jurisprudencia del Tribunal Supremo en relación con el mismo, a cuya lectura remitimos, sin perjuicio de reproducir aquí los aspectos que consideramos que resultan de mayor interés para la práctica administrativa:


«Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades locales (caso que aquí nos ocupa) deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, o, en su caso, de la Asesoría Jurídica y, en defecto de ambos, de un Letrado —art. 54.3 del Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de régimen local, Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril—.

Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesaria para la defensa de los bienes y derechos de las entidades locales deberán adoptarse previo dictamen del Secretario o, en su caso, de la Asesoría Jurídica, y, en defecto de ambos, de un Letrado —art. 211.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales, Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre—.

La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de diciembre de 2016 señala: "En efecto, cabe poner de relieve que, conforme a la doctrina jurisprudencial de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, resulta admisible que se emita "in voce" el informe o dictamen jurídico del Secretario municipal requerido para la adopción por el Ente local de "acuerdos para el ejercicio de acciones", conforme a lo dispuesto en el artículo 54.3 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, según se sostiene en las sentencias de 25 de mayo de 2001 (RC 2040/1996) y de 7 de junio de 2006 (RC 9413/2003), aunque su formulación, en estos supuestos, debe tener un carácter excepcional y, en todo caso, debe cumplir las mismas exigencias que si se produjera por escrito, y, en consecuencia, debe contener un razonamiento explícito sobre la viabilidad de la acción, y sobre la procedencia o no de adoptar dicho acuerdo desde la perspectiva técnico jurídica, con la finalidad de que los miembros electos del Ente local tengan conocimiento preciso de las circunstancias del caso.

En este sentido, cabe significar que en la sentencia de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 11 de febrero de 2014 (RC 3342/2011), expusimos el significado jurídico de la exigencia contenida en el artículo 54.3 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, respecto de la necesidad de que los acuerdos para el ejercicio de las acciones necesaria para la defensa de los bienes y derechos de las entidades locales deben adoptarse "previo dictamen del Secretario, o, en su caso de la Asesoría Jurídica y, en defecto de ambos, de un Letrado", al manifestar que "constituye una garantía para que el órgano que ha de adoptar los acuerdos a que se refiere lo haga con pleno conocimiento de causa, sería, si cabe, más exigible en Entidades locales con escasos medios económicos y con necesidad más acusada, por tanto, de extremar los actos de disposición"».



E igualmente interesante resulta al efecto, la STS, Sala de lo contencioso de 1 de octubre de 2019, Rec. 2273/2016, cuando al respecto previene que:


«Como hemos declarado antes, la necesidad de aportación de informe o dictamen previo para ejercicio de acciones por las corporaciones locales, reiterada jurisprudencia califica de esencial este informe o asesoramiento (…)

Que la carencia de ese informe preceptivo comporta la nulidad del acuerdo adoptado sin él es doctrina consolidada de esta Sala, aún con determinadas matizaciones que sobre ello se han producido en algunos aspectos esa obligatoriedad (…)

Esta Sala ha venido matizando el requisito formal de acreditar la previa emisión del dictamen del Letrado para el acuerdo del ejercicio de acciones por las Corporaciones Locales, estableciendo que la sola falta de presentación inicial no es causa de inadmisión del recurso contencioso-administrativo, pudiendo subsanarse en cualquier momento, incluso de forma convalidante; que no es imprescindible cuando se trata de procesos a los que es traída la Corporación en concepto de demandada o recurrida; que solo ha de producirse en el ejercicio inicial de las acciones y no para los sucesivos recursos o instancias; que el informe o dictamen puede incluso formularse "in voce", etc., pero lo que no ha dicho la jurisprudencia ni podía hacerlo —como finalmente no tiene más remedio que reconocer la recurrente— es que dicho requisito formal no sea ya exigible.

En efecto, la necesidad de una previa opinión experta en derecho para la adopción de acuerdos de las Corporaciones Locales, sobre el ejercicio de acciones, para los que se dan amplias facilidades (puede prestarla el Secretario del Ayuntamiento, los servicios jurídicos de asesoramiento municipal, cuando existen, y en defecto de ambos, cualquier letrado), tiene por finalidad —aunque no sea vinculante— hacer más difícil que un órgano administrativo inicie un pleito irreflexivamente o sin conocimiento de lo que son sus derechos, el modo de ejercitarlos y las razonables posibilidades de obtener una respuesta favorable.

Esa finalidad, que es diferente a la que persigue la acreditación del Acuerdo de la Corporación, no se cumple si el dictamen, aunque sea verbal, no consta realmente pronunciado.

Ciertamente no es indiferente al interés general, tanto desde el punto de vista de las propias Corporaciones, como desde el común de los ciudadanos a los que sirven, que las instituciones administrativas referidas puedan sumergirse sin el adecuado conocimiento previo de una conflictividad jurídica estéril y por ello la exigencia de ese mínimo requisito de la procedibilidad, en la forma flexible que se viene interpretando, no puede considerarse contrario al principio de tutela judicial efectiva, del art. 24 de la Constitución».



En línea con la doctrina expresada, reitera la STSJ Asturias, Sala de lo contencioso de 7 de marzo de 2023, Rec. 843/2021 (2) , tanto la finalidad como la exigencia de dicho dictamen para el ejercicio de acciones, que, si bien constituye un defecto subsanable, su falta de subsanación, habiendo tenido oportunidad para ello, implica la inadmisión del correspondiente recurso, apuntando al respecto que:


«…la necesidad de una previa opinión experta en derecho para la adopción de acuerdos de las Corporaciones Locales, sobre el ejercicio de acciones, para la que se dan amplias facilidades (puede prestarla el Secretario del Ayuntamiento, los Servicios Jurídicos de Asesoramiento Municipal, cuando existen y en defecto de ambos, cualquier letrado), tiene por finalidad —aunque no sea vinculante— hacer más difícil que un órgano administrativo inicie un pleito irreflexivamente o sin conocimiento de lo que son sus derechos, el modo de ejercitarlos y las razonables posibilidades de obtener una respuesta favorable. No se cumple si el dictamen, aunque sea verbal, no consta realmente pronunciado (…)

La falta del citado documento no se puede equiparar por su nombre ni contenido a un dictamen que es la opinión o juicio técnico o jurídico, que se forma o emite sobre algo, en tanto la propuesta de ejercitar acciones administrativas contra la actuación únicamente pone de manifiesto la disconformidad con la decisión, careciendo de sustrato fáctico o jurídico que la ampare. En estos casos, no se hace razonamiento explícito sobre la viabilidad de la acción y sobre la procedencia o no de adoptar dicho acuerdo desde la perspectiva técnico jurídica, con la finalidad de que los miembros del ente local tengan un conocimiento preciso de las circunstancias del caso.

Es por ello que el motivo debe ser estimado, ya que conforme señala el Tribunal Supremo en sentencia de 21 de febrero de 2005: «En relación con la falta de aportación de los acuerdos precisos para el ejercicio de acciones judiciales, es jurisprudencia constante, que constituye un defecto subsanable (artículos 138 y 56.4 Ley 29/1998), de manera que la falta de subsanación, habiendo tenido oportunidad para ello, determina la inadmisión del recurso, en cuanto es la propia actividad pasiva de la parte, que con pleno conocimiento del defecto procesal invocado, no hace uso de los trámites que le permiten la subsanación o formulación de alegaciones al respecto…’».



No obstante, algunos pronunciamientos más recientes, vienen a considerar que la alternatividad para su emisión contemplada tradicionalmente en el art. 54 TRRL y 221 ROFEL, debe considerarse superada tras la entrada en vigor del RJFHN que lo contempla como una función reservada en exclusiva al secretario municipal, tal como pone de relieve la STSJ Castilla La Mancha, Sala de lo contencioso de 19 de junio de 2023, Rec. 524/2019, señalando al respecto que:


«Dicho artículo 54 establece:

Será necesario el informe previo del Secretario, y, además, en su caso, del Interventor o de quienes legalmente les sustituyan, para la adopción de los siguientes acuerdos (…) «los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades locales deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, o, en su caso, de la Asesoría jurídica y, en defecto de ambos, de un letrado».

Asimismo (…) el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por RD 2.568/1986, de 28 de noviembre, aparece redactado en idénticos términos al anterior.

Ahora bien, la problemática suscitada por ambos preceptos, sobre si era indistinta la atribución de evacuar el informe por el titular de la Secretaría, la Asesoría Jurídica (en el caso de estar creada en la Entidad Local), o un Letrado, ha quedado superada en el sentido de constituir una función preceptiva que corresponderá, en todo caso, al Secretario del Ayuntamiento, tal y como resulta a partir de lo dispuesto en el RD 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, donde en su exposición de motivos se dice tiene como finalidad el desarrollo del régimen jurídico de la escala de funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, de conformidad con lo previsto en el artículo 92 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

Y es en dicho RD 128/2018, concretamente en su art. 3, bajo la rúbrica "función pública de secretaría", donde establece:

1. La función pública de secretaría integra la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo…

3. La función de asesoramiento legal preceptivo comprende:

d) En todo caso se emitirá informe previo en los siguientes supuestos: (…)

2º Adopción de acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades Locales, así como la resolución del expediente de investigación de la situación de los bienes y derechos que se presuman de su propiedad, siempre que ésta no conste, a fin de determinar la titularidad de los mismos (…)

4º La emisión del informe del Secretario podrá consistir en una nota de conformidad en relación con los informes que hayan sido emitido por los servicios del propio Ayuntamiento y que figuren como informes jurídicos en el expediente».



Por lo que, con carácter previo a la adopción del acuerdo para la interposición del recurso administrativo que se pretende frente a la sanción impuesta por otra Administración, habría de recabarse el dictamen previo para el ejercicio de acciones en defensa de los bienes y derechos de la Corporación, en los términos que hemos tenido ocasión de referenciar, siendo que la doctrina jurisprudencial más actual parece inclinarse por considerar que la emisión de dicho dictamen, corresponde una función reservada al Secretario, tras la promulgación del RJFHN.

3º. Para dar respuesta a dicho interrogante hemos de traer a colación la doctrina jurisprudencial fijada por el TS en relación con la aplicabilidad del art. 44 LJCA en la actividad subvencional entre Administraciones Públicas, siendo ilustrativas en lo que aquí concierne la STS, Sala de lo contencioso de 22 de junio de 2020, Rec. 3450/2019 y Rec. 5265/2019 respectivamente, siendo la siguiente:


«1. El artículo 44 de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, que regula los presupuestos preprocesales de los litigios entre Administraciones Públicas, debe ser interpretado de conformidad con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, consagrado en el artículo 24 de la Constitución española. Para no causar indefensión, la aplicación del referido artículo 44 de la ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa no puede realizarse de forma rigorista, de modo que impida u obstaculice injustificadamente el derecho de acceso a la jurisdicción de una Administración Pública, en aquellos supuestos en que pretende entablar acciones contra otra Administración, y la Administración impugnante ha seguido diligentemente los trámites procedimentales indicados por la propia Administración, autora de la resolución administrativa.

2. En el ámbito del régimen jurídico subvencional, el artículo 44 de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa resulta plenamente aplicable en aquellos supuestos en que la relación jurídica establecida entre la Administración Pública otorgante de la subvención y de la Administración Pública beneficiaria de la misma, ambas Administraciones Públicas actúan en calidad de Administración Pública, como acontece cuando el conjunto de obligaciones contraída para la ejecución de la actividad subvencionada, y, específicamente, la acción de reintegro deriva de un convenio de colaboración firmado entre Administraciones Públicas, siendo improcedente, en estos casos, la interposición de recursos administrativos, en la medida que sólo cabe la formalización del requerimiento.

3. El artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, no resulta aplicable cuando una de las Administraciones asume en la relación jurídico-administrativa entablada entre la Administración otorgante de la subvención y la Administración beneficiaria, una posición semejante o asimilable a la de un particular, sin ostentar ninguna de las prerrogativas de poder público, por lo que en estos supuestos no resulta improcedente la interposición de recursos en vía administrativa si la normativa reguladora de la actividad subvencional lo excluye».



Por tanto, atendiendo a los datos del supuesto nos encontraríamos en el tercero de los apartados que se abordan por tales pronunciamientos, siendo lo procedente la interposición de recurso administrativo, y no por tanto el requerimiento previo establecido en el art. 44 LJCA.

4º. Para dar respuesta a la cuestión aquí suscitada, hemos de traer a colación la doctrina jurisprudencial fijada por la STS, Sala de lo contencioso de 9 de julio de 2020, Rec. 3314/2019, siendo la cuestión fundamental que se plantea, es si resultan incardinables en el concepto de litigios entre AAPP contemplado en el art. 44 LJCA, aquellos supuestos en que una Administración Pública pretende recurrir una actuación administrativa de carácter subvencional, en la que asume la posición jurídica de beneficiaria de una ayuda pública concedida por otra Administración Pública, si bien articular a través de fórmulas de cooperación administrativa, como es la figura del convenio, y no a través de procedimientos de concurrencia competitiva.

Para resolver la cuestión, el TS recuerda su propia doctrina expresada en la STS, Sala de lo contencioso de 20 de octubre de 2006, Rec. 55/2005 de la que resulta que la aplicación del art. 44 LJCA:

«…debe limitarse a aquellos casos en que, en razón de la naturaleza de la relación jurídica establecida entre dos Administraciones Públicas y del Derecho que resulte aplicable, el litigio que pudiera suscitarse entre ellas afecte a supuestos en que ambas Administraciones Públicas actúan en ejercicio de prerrogativas o potestades inherentes a su consideración de poder público (…)».


En coherencia con la doctrina expuesta, el Tribunal Supremo señala, en relación con el régimen jurídico de las ayudas y subvenciones públicas, que:

«Cabe entender que existe un litigio entre Administraciones Públicas, a los efectos de la aplicación del artículo 44, cuando la relación jurídica establecida entre la Administración otorgante de la subvención y la Administración beneficiaria de la misma, tenga como base un procedimiento subvencional en el que ambas Administraciones Públicas, asumen una posición sustancial de sujetos activos que colaboran y cooperan para alcanzar los fines de interés general previstos en la resolución de otorgamiento de la subvención».


Y dicho presupuesto se da cuando se cumplan los siguientes 3 requisitos:


	
—  Cuando ambas Administraciones actúen revestidas de las cualidades que caracterizan a las Administraciones Públicas.

	
—  De la regulación del procedimiento subvencional se desprenda que el otorgamiento de la ayuda pública está destinado a financiar actividades de las Administraciones Públicas o entidades u órganos públicos y quedan excluidos de su participación personas o entidades privadas.

	
— Que la ayuda pública tenga como objeto la ejecución de proyectos cuya realización y control ulterior se articule a través de convenios de colaboración suscritos entre ambas Administraciones que establezcan el marco jurídico del conjunto de obligaciones a cuyo cumplimiento se comprometan ambas instituciones.



En consecuencia, la doctrina fijada por el TS es la siguiente:

«En el ámbito del régimen jurídico subvencional, el artículo 44 resulta plenamente aplicable en aquellos supuestos en que la relación jurídica establecida entre la Administración Pública otorgante de la subvención y la Administración Pública beneficiaria de la misma, ambas Administraciones Públicas actúan en calidad de Administración Pública, como acontece cuando el conjunto de obligaciones contraídas para la ejecución de la actividad subvencionada, y, específicamente, la acción de reintegro deriva de un convenio de colaboración firmado entre Administraciones Públicas, siendo improcedente, en estos casos, la interposición de recursos administrativos, en la medida que sólo cabe la formalización del requerimiento».


Por lo que, en suma, queda claro en la fijación de dicha doctrina, que lo relevante para que sea aplicable el art. 44 LJCA, es que ambas Administraciones Públicas intervenga en el negocio subvencional como tales, y que la concurrencia de un convenio para la ejecución de la actividad subvencionada no es una exigencia inexcusable sino solo un ejemplo de una relación de igualdad entre Administraciones.






	 (1) 

	CHAVES GARCÍA, José Ramón. «El requerimiento preliminar entre Administraciones Públicas del art. 44 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa», Gabilex, n.o 5, marzo, 2016.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Y en igual sentido, STSJ Asturias, Sala de lo contencioso de 29 de mayo de 2023, Rec. 498/2022


	 Ver Texto 









Supuesto n.º 5 Naturaleza vicios concurrentes en actos administrativos. Ejercicio de facultades revisoras. Límites. Convalidación de actuaciones. Trámites a seguir en la revisión de oficio


 ENUNCIADO

Se encuentra prestando servicios como secretario de un municipio de aproximadamente 5.800 habitantes, y por parte del Sr. alcalde se le solicita asesoramiento jurídico ante la carencia de servicio jurídico en el Ayuntamiento, en relación con un supuesto del que ha tenido conocimiento en el año 2023, pero que aconteció en la legislatura pasada cuando él no era alcalde ni miembro de la Corporación, en el año 2019 aproximadamente, siendo el siguiente:

Consultando en los archivos municipales ha comprobado que en relación a un expediente de licencia de obras para la construcción de 10 viviendas, la única documentación que se presentó por parte del promotor fue la solicitud para su concesión de la referida licencia, sin que conste que se hubiere presentado proyecto básico y de ejecución, ni que tampoco se emitiera informe técnico y jurídico por los servicios del Ayuntamiento, y sin embargo pese a ello se concedió la licencia de obras solicitada por el promotor por parte del Pleno de la Corporación en la sesión celebrada en julio de 2019.

El anterior alcalde estaba presente en la sesión y voto favorablemente, al igual que el resto de los concejales de su equipo de gobierno.

Además, a ello se añade que la licencia no se ajusta a la normativa urbanística de aplicación, dado que el suelo sobre el que se ejecutó la edificación está calificado como zona verde.

De manera que atendiendo a dichas circunstancias le pregunta sobre la viabilidad de ejercitar alguna de las acciones revisoras en vía administrativa a fin de depurar los vicios en que podría incurrir dicha actuación, y le solicita pronunciamiento jurídico sobre los siguientes aspectos:

1º. Sí resultaría obligatorio o bien voluntario para el Ayuntamiento ejercitar la acción correspondiente, dado que el alcalde está muy preocupado porque dicho edificio se encuentra habitado, y residen 10 familias del municipio.

2º. Si la naturaleza del vicio o vicios son determinantes de nulidad de pleno derecho o anulabilidad, y particularmente le solicita que le indique todos los vicios que usted aprecia en la misma, para poder dar una respuesta a los vecinos, sobre las actuaciones a llevar a cabo por el Ayuntamiento.

3º. El plazo para el ejercicio de las facultades revisoras.

4º. La posible concurrencia de límites a las facultades de revisión.

5º. El alcalde le pregunta si a su juicio sería posible llevar a cabo una convalidación de la actuación, teniendo en cuenta como le ha dicho la preocupación de los vecinos que no tienen culpa de la negligente actuación del anterior equipo de gobierno.

6º. En caso de apreciar algún vicio de nulidad de pleno derecho, cual sería a su juicio el órgano competente para apreciar la misma, y cual serían los principales trámites que habrían de llevarse a cabo por parte del Ayuntamiento.

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. Atendiendo a los datos del supuesto, hemos de comenzar señalando que en función de los datos de carácter temporal que se indican en el enunciado, habríamos de estar al conjunto de potestades y facultades revisoras, que a día se contemplan en el Capítulo I del Título V, bajo la rúbrica de «revisión de oficio», en la LPACA, si bien con un alcance y rigor muy diverso, tal y como se colige sin mayor dificultad de la propia lectura de los arts. 106 y ss., donde se contempla su régimen básico, y que a su vez difiere del tipo de vicio concurrente, esto es, si nos encontramos frente a una disposición general o bien frente a un acto administrativo.

Tales facultades revisoras con el alcance que se desprende de la LPACA son a título enunciativo la revisión de oficio de actos y disposiciones, la declaración de lesividad de actos anulables, revocación de actos y rectificación de errores.

De manera que, a los efectos requeridos, siguiendo al profesor ALENZA GARCÍA (1) , procede efectuar dos prevenciones en cuanto a tales facultades revisoras:

a) Todas las facultades revisoras que la LPACA reconoce a la Administración constituyen potestades en sentido técnico-jurídico. Es decir, son poderes atribuidos directamente por el ordenamiento jurídico para salvaguardar la legalidad y servir con ello a los intereses generales.

De entre todas las modalidades revisoras la más representativa y potente, desde el punto de vista de los poderes de la Administración, es la revisión de oficio de actos y disposiciones nulos de pleno derecho.

El resto de las modalidades son potestades de menor intensidad puesto que o requieren el refrendo de la decisión judicial (para la invalidez de los actos anulables) o se restringen a actos favorables o de gravamen (en el caso de la revocación) o se limitan a corregir errores materiales sin modificar el contenido del acto (en la rectificación de errores materiales, de hecho, o aritméticos).

Pero incluso en la modalidad menos potente, son potestades porque atribuyen facultades extraordinarias para revisar actos definitivos, en algún caso, incluso cuando ya han alcanzado firmeza.

b) En segundo lugar, ello nos servirá para dar respuesta al primer interrogante que se nos suscita y es que en todos los casos se trata de potestades ejercitables con arreglo a las garantías y las limitaciones legales. Lógicamente estas potestades no son discrecionales o no enteramente discrecionales (ni siquiera la revocación de actos desfavorables).

Y es que se limitan las causas que permiten el ejercicio de tales potestades, se delimita el objeto específico de cada una de ellas y su finalidad, se establecen procedimientos con garantías para los interesados, etc. Lógicamente, cuanto mayor o más intensa es la potestad, mayores serán las garantías y las limitaciones.

Así, por ejemplo, la revisión de oficio queda supeditada a la preceptiva emisión de un dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano autonómico equivalente. En cambio, la rectificación de errores únicamente queda limitada por el tipo de error sobre el que puede actuarse.

2º. Con carácter preliminar a abordar la segunda de las cuestiones suscitadas hemos de señalar que los actos administrativos consentidos, por no haber sido objeto de recurso en el plazo establecido y cuya nulidad se afirme solamente podrán ser removidos mediante el procedimiento de revisión de oficio previsto en el art. 106 LPCA (2) .

De forma que por afectar a la seguridad jurídica y en última instancia, a la misma eficacia de la actividad administrativa, el legislador condiciona el ejercicio de la potestad de oficio, entre otros presupuestos, a uno esencial cual es que la causa de la revisión esté vinculada a un supuesto de nulidad de pleno derecho de los actos administrativos (3) , por lo que no cabe aducir causas de anulabilidad que debían haber sido alegadas mediante la interposición de los correspondientes recursos (4) .

Por tanto, la declaración de nulidad está sujeta a la concurrencia de una serie tasada de motivos que se concretan en las causas de nulidad del art. 47.1 LPACA siendo que la salvaguarda del principio de seguridad jurídica y la necesaria estabilidad de los actos administrativos y de las relaciones jurídicas impone una esmerada y estricta interpretación de los vicios de nulidad de manera que se impida la desnaturalización de la figura de la nulidad absoluta (5) .

Efectuadas tales consideraciones, en lo que respecta a las posibles causas de nulidad o anulabilidad que se detectan a tenor del enunciado del supuesto, podrían identificarse las siguientes:

a) «La única documentación que se presentó por parte del promotor fue la solicitud para su concesión de la referida licencia, sin que conste que se hubiere presentado proyecto básico y de ejecución, ni que tampoco se emitiera informe técnico y jurídico por los servicios del Ayuntamiento, y sin embargo pese a ello se concedió la licencia de obras solicitada por el promotor por parte del Pleno de la Corporación».

Así, dicha actuación podría identificarse con la causa de nulidad de pleno derecho contemplada hoy en día en el art. 47.1.e) LPACA de acuerdo con el cual serán nulos los actos de las Administraciones Públicas «dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados».

En lo que respecta a la apreciación de dicha causa de nulidad de pleno derecho, puede hacerse referencia al Dictamen n.o 273/2020, de 3 de septiembre del Consejo Consultivo de Castilla y León, que a su vez sintetiza la jurisprudencia del TS y del propio Consejo de Estado en relación con la misma:


«En cuanto al fondo del asunto, la Administración consultante considera que concurre la causa de nulidad de pleno derecho prevista en el artículo 47.1.e) de la LPACA, por haberse dictado el acuerdo prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.

Sobre esta causa de nulidad, es doctrina reiterada del Consejo de Estado (por todos, dictámenes 173/2008, de 30 de abril, y 2002/2008, de 11 de diciembre) que, "para que sea aplicable, es necesario que la conculcación del procedimiento haya sido de tal magnitud que suponga la concurrencia de anomalías en la tramitación que se caractericen por su especial gravedad" (Dictámenes 542/1996, de 7 de marzo; 926/1997, de 3 de abril, 4.897/1997 de 23 de octubre 6.175/1997, de 19 de febrero de 1998).

En otros dictámenes (2.301/1998, de 10 de septiembre) se dice que "es necesario apreciar con rigor que el procedimiento se ha violentado de modo terminante y claro (…) debiendo justificarse cumplidamente que se ha producido alguna anomalía esencial en su tramitación".

En un sentido similar se ha pronunciado el Tribunal Supremo, al requerir "omisiones sustanciales y de entidad, equiparables a la falta de aquellos requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento" (Sentencia de 12 de julio de 1993) o bien al entender que se produce "por el seguimiento de un procedimiento completamente opuesto al correcto (Sentencia de 20 de abril de 1990).

E igualmente, otros dictámenes que exigen "omisiones sustanciales y de entidad, equiparable a la falta de aquellos requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento" (Dictamen 906/1996, de 28 de marzo), o una omisión de "hitos esenciales" del procedimiento (Dictámenes 45.853, de 17 de noviembre de 1983, y 1.532/1992 de 4 de marzo de 1993).

El propio Consejo de Estado en su Dictamen 1.365/2008, de 13 de noviembre, expone que este motivo de nulidad "supone una total inaplicación del procedimiento legalmente establecido, sin que sea suficiente advertir omisiones o infracciones de tramitación. La ausencia total de procedimiento debe ser entendida en el sentido de que no exista los engarces formales necesarios en el iter administrativo para concluir en el acto que se pretende emanar, envolviendo tales ausencias o errores procedimentales un radical vicio con irremediables efectos sobre el acto administrativo final (dictámenes 2.756/96, de 25 de julio y 1.950/2004, de 23 de septiembre).

Ni siquiera la omisión del trámite de audiencia da lugar "siempre y de forma automática" a la nulidad por esta causa (Dictamen 3.035/95, de 25 de abril), sino que resulta necesario, como señaló la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 1991, ponderar, en cada caso, las consecuencias producidas por tal omisión en la parte interesada, la falta de defensa que realmente haya originado y, sobre todo, lo que hubiera podido variar el acto administrativo originario en caso de haberse observado el trámite omitido"».



Por tanto, trasladando tales previsiones al supuesto que nos ocupa, y cualquiera que sea la normativa urbanística autonómica que se tome como referencia, parece claro que la concesión de una licencia para la construcción de 10 viviendas, bajo el único trámite de una solicitud y posterior resolución, incurre en la referida causa de nulidad de pleno derecho, por omitir no sólo una serie de hitos del procedimiento administrativo para su concesión, sino prácticamente todos, tal y como se deduce del supuesto.

b) «Pese a ello se concedió la licencia de obras solicitada por el promotor por parte del Pleno de la Corporación en la sesión celebrada en julio de 2017.

El anterior alcalde estaba presente en la sesión y votó favorablemente, al igual que el resto de los concejales de su equipo de gobierno».

A tal efecto y como previene el art. 21.1.q) LBRL corresponde al alcalde como competencia originaria «el otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la Junta de Gobierno Local».

Conforme a dicha previsión, si la legislación urbanística asignare la competencia de otorgamiento de licencias de dicha naturaleza al Pleno de la Corporación, no existiría aquí infracción alguna de la normativa de aplicación, ni por ende ningún vicio en el acto administrativo, derivada de la aprobación por dicho órgano colegiado.

Si bien en el supuesto en que no existiera tal previsión, originariamente correspondería su otorgamiento al alcalde, e inclusive, aunque existiría la posibilidad de su delegación en el Pleno, nada se dice en supuesto de que la misma se hubiere efectuado, por lo que partimos de la consideración de que tal delegación no ha existido.

Efectuada dicha precisión, procede señalar que la legalidad de la posible delegación de atribuciones de la Alcaldía en favor del Pleno ha sido una constante en nuestro ordenamiento jurídico que ha provocado debates doctrinales sobre la viabilidad o no de la misma, todo ello fundamentado en la falta de previsión por parte del legislador, tanto estatal como autonómico, sobre dicha cuestión.

Si analizamos las previsiones que la normativa aplicable en materia de régimen local estatal contempla a tal efecto, vemos que se reconoce expresamente la posibilidad de que la Alcaldía delegue atribuciones siempre y cuando las mismas no versen sobre las cuestiones recogidas en el art. 21.3 LBRL, siempre y cuando dicha delegación sea efectuada a favor de la Junta de Gobierno Local, o, en su caso, en caso de que ésta no exista, a favor de los tenientes de alcalde.

Nada dice el legislador estatal sobre una posible delegación de atribuciones de la Alcaldía al Pleno, ya que, si atendemos a la regulación del procedimiento, tanto en los arts. 43 y ss. del ROFEL, como en los arts. 114 y ss. de dicha disposición reglamentaria, vemos que la única posibilidad de delegación de atribuciones de Alcaldía que la norma reconoce es a los órganos antes citados, no al Pleno de la Corporación.

Como puede apreciarse, el panorama normativo no habla sobre la posibilidad de delegar atribuciones de Alcaldía a favor del Pleno, hecho que motivó que un sector jurisprudencial se mostrará en contra de admitir posibles delegaciones de atribuciones de alcalde a pleno, por cuanto podría incurrirse en un vicio de nulidad de pleno derecho.

Así resulta interesante la lectura de la STS, Sala de lo contencioso de 23 de noviembre de 1999, Rec. 5064/1993, o de la STS, Sala de lo contencioso de 7 de diciembre de 2000, Rec. 7262/1992, que reafirma el criterio de la anterior sentencia, de forma que ambas reafirman la nulidad de aquellas actuaciones que han sido objeto de delegación por parte del titular de la Alcaldía en el Pleno, al concluir que el régimen competencial previsto en la normativa sobre régimen local, determina claramente que órgano ostenta una determinada atribución, a la vez que la misma recoge los supuestos y los órganos entre los cuales pueden articularse tales delegaciones.

Por tanto, más allá del debate doctrinal que pueda suscitarse al efecto, con base en la doctrina jurisprudencial expresada, podría concluirse que existe desde dicho plano, un posicionamiento en contra de la posible delegación de atribuciones que corresponden originariamente a la Alcaldía en favor del Pleno de la Corporación, al no estar tal posibilidad expresamente contemplada en la normativa de aplicación.

De manera que, una vez despejada la primera de las incógnitas, hemos de seguir profundizando en el vicio que cabe reputar en tales supuestos, pues, aunque hemos visto el TS en los pronunciamientos precitados se decanta por la nulidad de pleno derecho, existen otras posiciones que matizan el alcance del vicio imputable, como se pone de relieve en el Dictamen n.o 841/2014, de 11 de diciembre, del Consejo Consultivo de Andalucía, que igualmente se apoya en la doctrina jurisprudencial del TS:


«En fin, respecto a la calificación de dicho vicio, como este Consejo ha puesto de relieve, recogiendo jurisprudencia reiterada (Sentencias del Tribunal Supremo de 18 de febrero de 1992 y 11 de mayo de 1996), la relación entre el Pleno y el Alcalde no es una relación jerárquica, sino de superioridad política.

Ciertamente, esta misma doctrina ha puesto de relieve que cuando ha sido el órgano colegiado el que ha adoptado un acuerdo de competencia del Alcalde con votación favorable del mismo, no debe operar dicha causa de nulidad, y también ha declarado la posibilidad de ratificar la actuación del Alcalde por el Pleno, que no sería una convalidación, sino simplemente la asunción como propio del acto de Alcalde, de modo que la autoría del Pleno quedaría así realizada.

Pero esta última doctrina, perfectamente aplicable cuando el Pleno tiene la voluntad de asumir como propia la del Alcalde no es trasladable al caso en que justamente lo que sucede es lo contrario, esto es, que el Pleno no quiere ratificar el acto del Alcalde sino cabalmente revisarlo de oficio. No tiene sentido exigir al Pleno que adopte un acuerdo contrario a su voluntad, que es lo que supondría sostener que cabe tal ratificación, el Pleno ha de ratificar la actuación del Alcalde».



Por tanto, conforme a la doctrina expresada y atendiendo a los datos del supuesto, consideramos que no cabría apreciar una causa de nulidad de pleno derecho en tal caso, puesto que, si bien la adopción de la resolución de concesión de licencia correspondería, en principio, originariamente al alcalde, no cabría apreciar tal causa de nulidad de pleno derecho, si como se dice el alcalde participó en la votación y además votó favorablemente a su concesión en la sesión plenaria correspondiente.

c) «La licencia no se ajusta a la normativa urbanística de aplicación, dado que el suelo sobre el que se ejecutó la edificación está calificado como zona verde».

En lo que respecta a los supuestos que pueden lugar a la nulidad de pleno derecho de los actos que adopten las Administraciones Públicas, se encuentran relacionados con carácter básico en el art. 47.1 LPACA, si bien los mismos no tienen carácter exhaustivo, tal y como se colige del apartado g) del referido precepto legal, pues también estarán viciados de nulidad de pleno derecho «cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de ley».

A tal efecto el art. 55 TRLSRU viene a disponer que:


«Serán de nulos de pleno derecho los actos administrativos de intervención que se dicten que infracción de la ordenación de las zonas verdes o espacios libres previstos en los instrumentos de ordenación urbanística.

Mientras las obras estén curso de ejecución, se procederá a la suspensión de los efectos del acto administrativo legitimador y a la adopción de las demás medidas que procedan.

Si las obras estuvieren terminadas, se procederá a su revisión de oficio por los trámites previstos en la legislación de procedimiento administrativo común».



Por lo que, en tal caso, podemos concluir que nos encontramos frente a otro vicio de nulidad de pleno derecho, por haberse materializado la edificación destinada a vivienda sobre una zona verde, conforme a lo previsto en el precepto legal que acabamos de transcribir.

Sin perjuicio de lo expuesto hasta ahora, no podemos dejar de apuntar en este apartado, el carácter de mecanismo extraordinario y excepcional con el que la revisión de oficio de actos nulos se contempla en nuestro ordenamiento jurídico, que exige una interpretación restrictiva no sólo en cuanto a su ejercicio sino también en lo que respecta a la causa habilitante que la legitima que es la concurrencia de una causa de nulidad de pleno derecho, tal como pone de relieve la SJCA n.o 1 Albacete de 31 de marzo de 2023, Rec. 296/2022, con una interesante síntesis de la doctrina del TS en esta materia, que por su interés para la práctica administrativa local aquí reproduciremos, señalando al respecto que:


«La finalidad de la revisión de oficio de los actos administrativos es depurar los vicios de nulidad radical de que adolecen determinados actos administrativos que, no obstante, han devenido firmes, lo que requiere alcanzar un equilibrio entre el principio de legalidad y la seguridad jurídica.

En este sentido, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo (por todas, STS de 11 de mayo de 2017, rec. 1824/2015 «la finalidad que está llamada a cumplir la revisión de los actos nulos es facilitar la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta de que adolecen algunos actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva. Se persigue, por tanto, ampliar las posibilidades impugnatorias, en equilibrio con la seguridad jurídica, evitando que una situación afectada por el grado de invalidez más grave quede perpetuada en el tiempo y produzca efectos jurídicos pese a adolecer de un vicio tan relevante.

El principio de legalidad exige que los actos administrativos se ajusten al ordenamiento jurídico, permitiendo que la Administración revise los actos ilegales. Por el contrario, la seguridad jurídica, en cuanto valor esencial de nuestro ordenamiento jurídico, exige que los actos administrativos dictados, y consiguientemente las situaciones por ellos creadas, gocen de estabilidad y no puedan ser revisados fuera de determinados plazos.

Ahora bien, cuando la ilegalidad del acto afecta al interés público general, al tratarse de infracciones especialmente graves, su conservación resulta contraria al propio sistema, como sucede en los supuestos de nulidad de pleno derecho, por lo que la revisión de tales actos no está sometida a un plazo para su ejercicio (…)».

Por otro lado, esta vía procedimental tiene carácter restrictivo (STS de 26 de octubre de 2020, Rec. 1443/2019, que se remite a la STS 225/2017, de 10 de febrero, rec. 7/2015), citando anteriores STSS de 19 de diciembre de 2001, 27 de diciembre de 2006, y, fundamentalmente, las de 18 de diciembre de 2007 y 8 de abril de 2008):

"…debemos poner de manifiesto, e insistir, en el carácter restrictivo con el que debemos afrontar la cuestión que nos ocupa, referida a la revisión de una determinada actuación administrativa, que, de una u otra forma, ha devenido firme en dicha vía. Así, dijimos que el artículo 102 LRJPA tiene como objeto, precisamente, facilitar la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta de que adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que le transcurso de los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su inatacabilidad definitiva.

Se persigue, pues, mediante este cauce procedimental ampliar las posibilidades de evitar que una situación afectada por unas causas de nulidad de pleno derecho quede perpetuada en el tiempo y produzca efectos jurídicos pese a adolecer de un vicio de tan relevante trascendencia (…)"».



Insistiendo en la estrecha y necesaria vinculación entre la nulidad de pleno derecho y el mecanismo de la revisión de oficio, la STS, Sala de lo contencioso de 24 de febrero de 2021, Rec. 8075/2019, viene a recordar que:


«…por afectar a la seguridad jurídica y, en última instancia, a la misma eficacia de la actividad administrativa, cuya finalidad prestacional de servicios públicos requiere una certeza en dicha actuación, el legislador condiciona esa potestad, entre otros presupuestos, a uno esencial, cual es que la causa de la revisión esté vinculada a un supuesto de nulidad de pleno derecho de los actos administrativos (…)

Y es que, la finalidad de la institución no es sino evitar que actos nulos, cuyo vicio es insubsanable, puedan ser mantenidos y ejecutados por el mero hecho de que se hayan impugnado por quienes estaban facultados para ello.

El acto nulo, por los vicios que lo comportan, debe desaparecer del mundo jurídico y el legislador arbitra este procedimiento como un mecanismo más, extraordinario eso sí, para poder declarar dicha nulidad».



Siendo así que tal y como recuerda la STSJ Aragón, Sala de lo contencioso de 30 de noviembre de 2022, Rec. 596/2019:

«La acción revisora solo puede ejercitarse válidamente con base a las causas previstas en el artículo 47 de la Ley 39/2015, y que, por tanto, no cabe aducir causas de anulabilidad que debían haber sido alegadas mediante la interposición de los correspondientes recursos contencioso-administrativos, tal como se desprende de la doctrina del Tribunal Supremo contenida en las sentencias de 26 de noviembre de 2010 (RC 5360/2006) y de 17 de octubre de 2014 (RC 4923/2011)».


3º. Para la determinación del plazo de ejercicio de las facultades revisoras, hemos de tener en cuenta que, conforme al apartado anterior, se aprecian dos causas determinantes de nulidad de pleno derecho, y en particular conforme señala el art. 55 TRLSRU, «si las obras estuvieren terminadas, se procederá a su revisión de oficio por los trámites previstos en la legislación de procedimiento administrativo común».

Así el art. 106.1 LPACA contempla que la revisión de actos nulos de pleno derecho (como es el presente caso), pueda llevarse a cabo por iniciativa propia, bien a solicitud de interesado:

«Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1».


Por tanto, a tenor de la normativa básica de procedimiento administrativo común, como en materia de suelo, el Ayuntamiento está obligado al ejercicio de la potestad de revisión del acto de concesión de licencia en este caso de oficio, dado que nada se dice del ejercicio de la acción de nulidad por persona interesada.

De forma que en principio como establece el meritado precepto, el ejercicio de la potestad de revisión de oficio no está sujeta a plazo, a tenor de las previsiones del art. 106.1 LPACA, indicando que las Administraciones Públicas, podrán ejercerla «en cualquier momento», y por tanto se anuda a la misma su carácter imprescriptible.

En tal sentido, puede hacerse referencia a lo señalado por la STS, Sala de lo contencioso de 26 de junio de 2018, Rec. 2011/2016:


«La declaración de nulidad queda limitada a los supuestos particularmente graves y evidentes, al permitir que el ejercicio de la acción tendente a revisar actos que se han presumido válidos durante un largo período de tiempo por sus destinatarios pueda producirse fuera de los plazos ordinarios de impugnación que el ordenamiento establece.

Tal y como han señalado las sentencias del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2001, de 27 de diciembre de 2006 y 18 de diciembre de 2007, (…) el artículo 102 LRJPA tiene como objeto, precisamente, facilitar la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta de que adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de los breves plazos de impugnación de aquellos derive de su inatacabilidad definitiva.

Se persigue, pues, mediante, este cauce procedimental ampliar las posibilidades de evitar que una situación afectada por una causa de nulidad de pleno derecho y perpetuada en el tiempo y produzca efectos jurídicos pese a adolecer de un vicio de tan relevante trascendencia.

Partiendo de que la revisión de oficio de un acto nulo de pleno derecho se puede realizar en cualquier momento y, por tanto, se trata de una acción imprescriptible, hay que tener en cuenta que el artículo 106 de la ley 30/1992, establece una cláusula de cierre que limita la posibilidad de revisión en supuestos excepcionales, al disponer que «las facultades de revisión no podrán ser ejercitadas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias su ejercicio resulta contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes».



Previsión esta última que nos permite enlazar, con el interrogante que se formula en el apartado siguiente.

4º. En lo que respecta a la posible concurrencia de límites a las facultades de revisión, y en particular a la revisión de oficio, que es la procedente en el presente caso, como hemos tenido ocasión de ver, la imprescriptibilidad de la acción que se proclama en el art. 106.1 LPACA, ha de conjugarse con lo establecido en el art. 110 LPACA que al respecto establece:

«Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes».


A tal efecto, resulta muy instructivo lo señalado por ALENZA GARCÍA (6) , en relación con dichos límites de las potestades revisoras:


«Todas las potestades administrativas están sometidas a una serie de requisitos que condicionan su válido ejercicio (…)

El artículo 110 LPAC establece unos límites generales aplicables a todas las potestades de revisión. Tiene, por tanto, un ámbito objetivo general. Pero, además, desde el punto de vista subjetivo su ámbito también es global o general, ya que son aplicables con independencia de quien impulse la acción revisora o de si se trata de actos favorables o desfavorables para los interesados».



También desde la óptica jurisprudencial resulta interesante traer a colación la STS, Sala de lo contencioso de 11 de enero de 2017, Rec. 1934/2014, que en lo que respecta a la aplicación de tales límites a las facultades revisoras, establece las siguientes pautas para su correcta aplicación:


«Partiendo de que la revisión de oficio de un acto nulo de pleno derecho se puede realizar en cualquier momento y, por tanto, se trata de una acción imprescriptible, hay que tener en cuenta que el art. 106 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre establece una cláusula de cierre que limita la posibilidad de revisión en supuestos excepcionales (…)

En definitiva, si de un lado en el artículo 102 de la ley se establece la posibilidad de proceder a la revisión de oficio sin sujeción a plazo (en cualquier momento), en el artículo 106 se establece la posibilidad de que su ejercicio se modere por la concurrencia de las circunstancias excepcionales que en él se prevén, limitándose la posibilidad de expulsar del ordenamiento jurídico un acto que incurre en un vicio de especial gravedad ponderando las circunstancias de todo orden concurrentes y los bienes jurídicos en juego.

Esta previsión legal permite que los tribunales pueden controlar las facultades de revisión de oficio que puede ejercer la Administración, confiriéndoles un cierto margen de apreciación sobre la conveniencia de eliminación del acto cuando por el excesivo plazo transcurrido y la confianza creada en el tráfico jurídico y/o en terceros se considera que la eliminación del acto y de sus efectos es contraria a la buena fe o a la equidad entre otros factores».



Y en particular, en cuanto a la apreciación del transcurso del tiempo como límite para el ejercicio de las potestades revisoras establece la STS, Sala de lo contencioso de 15 de marzo de 2018, Rec. 3500/2015, que:


«La acción destinada a instar la nulidad de pleno derecho, a diferencia de las acciones para exigir el reintegro, no está sujeta a plazo alguno de prescripción y precisamente por ello el art. 106 de la ley 30/1992 permite que solo pueda impedirse su ejercicio en supuestos excepcionales.

Es por ello que el lapso temporal utilizado para el ejercicio de la acción de revisión no se ha identificado con los plazos de prescripción de las acciones frentes actos anulables, sino que ha recibido una interpretación mucho más restrictiva, reservándose para aquellos supuestos en el que el plazo transcurrido resulta excesivo y desproporcionado afectando a la seguridad jurídica generada y muy especialmente cuando afecta a terceros.

Normalmente en aquellos casos en los que el lapso de tiempo transcurrido desde que se conocieron las irregularidades o vicios del acto y la actitud de pasividad mostrada desde entonces permite entender que debe primar el principio de seguridad jurídica frente al de legalidad, pues la equidad y buena fe hacen improcedente su revisión.

Así se ha considerado por la jurisprudencia, aplicando la excepción prevista en el art. 106 cuando se ha pretendido la anulación de deslindes aprobados hace décadas antes de su revisión (STSS de 21 de febrero de 2006, rec. 62/2003 y de 20 de febrero de 2008 (rec. 1205/2006); o en los casos de anulación de un acuerdo de colegiación instado veinte años después (…), por entender que resulta contraria a la equidad; o cuando habían transcurrido 58 años desde la aprobación del deslinde que se pretendía impugnar (…)».



En línea con ella, también de sumo interés resulta ser la STS, Sala de lo contencioso administrativo de 24 de abril de 2019, Rec. 166/2017, que, en relación con el tiempo como límite para el ejercicio de la potestad de revisión de oficio viene a precisar que:


«1º Si la revisión de oficio de actos nulos puede efectuarse «en cualquier momento» (artículo 102.1 Ley 30/1992), habrá que entender que si se opone que por el tiempo transcurrido la declaración de nulidad produciría un resultado contrario a la equidad, es que concurren razones serias, poderosas, para exceptuar lo que es, precisamente, uno de los elementos identificadores de este remedio excepcional: que se reacciona extemporáneamente frente a un acto, lo que se admite porque adolece de un vicio de tal entidad que lo hace nulo de pleno derecho.

2º Así el transcurso del tiempo es un presupuesto de hecho objetivo que en este caso no cabe entenderlo como excesivo: el acto cuya nulidad es objeto de la revisión data de 22 de abril de 2010, las sentencias que lo declaran nulo son de 15 de enero y 14 de mayo de 2014, la primera reacción del demandante fue el 26 de marzo de 2015, que fue cuando instó que se le aplicase la segunda y se rechazó por auto de 14 de mayo de 2015, de ahí que instase la revisión de oficio el 17 de julio siguiente.

3º La Administración asume la carga de la prueba de razonar por qué por razón de ese tiempo se produciría un resultado contrario a la equidad de declararse la nulidad del acto objeto de revisión. O dicho de otra forma: no razona qué es lo que entiende por equidad como instituto jurídico en abstracto, sino como impedimento para la concreta revisión interesada (…)».



Es por todo ello, por lo que atendiendo a lo señalado y los datos de hecho del supuesto, en definitiva, habríamos de decantarnos porque no resultan de apreciación los referidos límites, y en particular el transcurso del tiempo (en este caso 4 años), por lo que resultaría procedente el ejercicio de la revisión de oficio por parte del Ayuntamiento.

5º. A tal efecto habríamos de estar a lo dispuesto en el art. 52 LPACA, de conformidad con el cual:


«1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan.

2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto en el artículo 39.3 para la retroactividad de los actos administrativos.

3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.

4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el otorgamiento de la misma por el órgano competente».



Como se vislumbra de dicho precepto legal, la convalidación es una técnica que constituyendo manifestación del conocido como principio «favor acti», únicamente resulta de aplicación para los actos administrativos que adolecen de un vicio de anulabilidad, pero no de nulidad radical o de pleno derecho como ocurre en el presente caso, por lo que no resultaría viable la pretensión de convalidación de un acto nulo, como nítidamente refieren, entre otras, la STSJ Andalucía (Granada), Sala de lo contencioso de 19 de noviembre de 2020, Rec. 108/2017:

«Al contrario de lo que ocurre con los actos anulables, cuya convalidación está expresamente prevista en el artículo 67 de la ley 30/1992, una de las características inherentes a los actos nulos de pleno derecho es su imposibilidad de convalidación o ratificación posterior, como se desprende, entre otras muchas, de la STS (contencioso) de 8 de abril de 2010 Rec. 1325/2006)».


6º. En lo que respecta al órgano competente para declaración la revisión de oficio, como sabemos en el ámbito de los municipios de régimen común, la LPACA en su artículo 106 no contempla cual es el órgano competente en la Administración Local para acordar la revisión de oficio de los actos nulos de pleno derecho, limitándose a establecer en su art. 107.5, respecto de los actos anulables, que la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en su defecto por el órgano colegiado superior de la entidad, y sin que al respecto para los mismos, encontremos tampoco previsión alguna en la LBRL más allá de lo contemplado en el art. 110 LBRL que se refiere a la revisión de oficio de actos de gestión tributaria.

A la hora de solventar dicho vacío normativo, en cuanto al órgano competente para la revisión de oficio (y por tanto, también para su inadmisión) en los municipios de régimen común, han sido mayoritarias las posiciones que han considerado que sería siempre el Pleno el órgano competente para revisar de oficio la totalidad de actos del Ayuntamiento, en virtud de lo preceptuado en la LBRL en sus arts. 22.2.k) y 21.1.l), que atribuyen la facultad al Pleno de acordar la declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento, mientras que únicamente conceden al Alcalde la iniciativa para proponer al Pleno de la declaración de lesividad en materias de su propia competencia, de lo que se deduce que si le compete al Pleno y no al Alcalde declarar la lesividad de los actos anulables dictados por este último, con mayor motivo le corresponderá también al Pleno revisar de oficio los actos que sean nulos de pleno derecho que hayan sido dictados por la Alcaldía, por cuando si éste último no goza de facultades para anular sus propios actos, menos tendrá para declararlos nulos de pleno derecho, no pudiendo olvidar tampoco que, en virtud de lo establecido en el art. 22.2.a) LBRL, el Pleno tiene atribuida la función de control y fiscalización del resto de los órganos de gobierno.

De igual forma, ha fundamentado esta tesis lo dispuesto en el art. 110.1 LBRL, que establece que corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en la LGT, entendiéndose aplicable dicha facultad al resto de actos administrativos.

Así, por ejemplo, como señala el Dictamen 24/2014, de 8 de septiembre del Consejo de Navarra (y en igual sentido, entre otros, Dictamen 13/2015, de 1 de junio):

«Respecto del órgano municipal competente para resolver los procedimientos de revisión de oficio, este Consejo tiene establecido que (por todos, dictamen 3/2012, de 9 de enero), en sintonía con la posición mantenida por el Consejo de Estado, viene recordando reiteradamente que la competencia para la resolución de los expedientes de revisión de oficio de los actos nulos de pleno derecho adoptados por los diferentes órganos de las Corporaciones Locales corresponde al Pleno de la Entidad Local».


También al respecto, y en similar sentido, resulta ser la posición del Consejo Consultivo de Andalucía, que, entre otros muchos, en su Dictamen n.o 353/2004, de 25 de noviembre, viene a establecer al respecto que:


«En cuanto al órgano facultado para acordar la iniciación y resolver el procedimiento de revisión de oficio, la ley 7/1985, de 2 de abril, sólo precisaba el órgano competente respecto de la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria (art. 110.1), estableciendo al efecto que corresponde al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de tales actos en los supuestos entonces previstos en los artículos 153 y 154 de la anterior Ley General Tributaria.

Bajo dicha situación caracterizada por la ausencia de una previsión concreta y específica sobre esta cuestión en el contexto del procedimiento administrativo común, ha venido manteniendo (dictamen 16/1998, entre otros) la competencia del Pleno cuando se trata de revisar acuerdos de las Corporaciones Locales, cualquiera que sea el órgano del que proceda el acto que se pretende revisar.

Tal conclusión ha estado basada en la aplicación analógica de lo establecido en los artículos 22.2.j) de la ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, en la redacción anterior, y 50.17 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, puesto que de tales preceptos se desprendía la competencia ordinaria del Pleno para el ejercicio de las acciones administrativas y judiciales.

Tal situación se ha visto modificada con la reforma introducida por la Ley 57/2003 de 16 diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, particularmente en lo que concierne al régimen aplicable a los municipios de gran población. En efecto, tratándose de municipios a los que resulte de aplicación el nuevo título X de la Ley 7/1985, de 2 de abril (los que cumplan los presupuestos del art. 121), resulta que el Pleno ostenta facultades de revisión de oficio de sus propios actos y disposiciones de carácter general [art. 123.1.l)], como también las tiene para el ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa jurídica del Pleno en las materias de su competencia [art. 123.1.m)].

Paralelamente, se atribuye al Alcalde de estos municipios el ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre para su ratificación [art. 124.4.l)]. Al mismo tiempo la Ley le otorga las facultades de revisión de oficio de sus propios actos [art. 124.4.l)].

En cuanto a las atribuciones de la Junta de Gobierno Local, el artículo 127 de la Ley le atribuye el ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia, así como las facultades de revisión de oficio de sus propios actos [apdo. 1, pfos. j) y K)].

Junto a los referidos cambios, que como queda dicho han sido introducidos para los municipios de gran población, la nueva redacción del artículo 21.1 de la ley 7/1985, establece que corresponde al Alcalde el ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del Ayuntamiento en las materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre para su ratificación (pf. k), al mismo tiempo que se le atribuye la iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la Alcaldía (pfo. I).

Por su parte el artículo 22.2 atribuye al Pleno el ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias de competencia plenaria, así como la declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento pfs. j) y k).

El mismo esquema se repite para las dos competencias referidas cuando se trata de delimitar la que ostenta el Pleno de la Diputación (arts. 33.2. pfos i) y j) y el Presidente de la misma (art. 34. Pfos i) y j).

A la luz de las reglas descritas cabe plantearse que órgano resulta competente para iniciar y resolver los procedimientos de revisión de oficio en los municipios donde no resulte de aplicación el título X de la ley 7/1985, partiendo de la base de que el argumento analógico basado en los artículos 21.1.K) y 22.2.j) de la ley 7/1985, no es el que hoy puede propiciarla conclusión de que en todo caso corresponde al Pleno dicha competencia.

No obstante, lo anterior, existen tres sólidos argumentos que llevan a este Consejo Consultivo a afianzar la tesis que sostiene la competencia del Pleno.

El primero y principal es que, por primera vez, el legislador de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, ha intervenido expresamente en el ámbito del procedimiento administrativo común para imponer una solución que se aparta del esquema hasta ahora seguido de residenciar en el Pleno la competencia en cuestión, y lo ha hecho verdaderamente sobre un modelo nuevo basado en la competencia del Pleno, Alcalde y Junta de Gobierno Local para la revisión de oficio de sus propios actos. Ahora bien, ese nuevo modelo ciñe expresamente el criterio adoptado a los municipios a los que resulte aplicable el título X de la Ley.

En cambio, ese mismo legislador, a pesar de dar nueva redacción a los artículos 21, 22, 33 y 34 de la Ley 7/1985, no ha querido alterar el esquema vigente para los restantes municipios ni el previsto para las Diputaciones. Las circunstancias en que se desenvuelve la reforma y la finalidad pretendida por ella son elementos clave para interpretar el silencio que guarda el legislador con respecto a estas Entidades Locales, teniendo en cuenta que lo lógico es pensar que si hubiera querido implantar el mismo criterio para todas ellas lo habría hecho expresamente.

No puede ignorarse que la reforma llevada a cabo por la Ley de medidas para la modernización del gobierno local responde a la finalidad de eliminar el excesivo uniformismo en la regulación de Administración Local, de manera que el desdoblamiento que se aprecia en la cuestión analizada parece obedecer a las singularidades que presentan unos y otros municipios, que podría justificar, en función de la complejidad de sus estructuras político-administrativas, la asignación de la competencia examinada al mismo órgano que dictó el acto administrativo que se estima viciado de nulidad o, por el contrario, el mantenimiento de la susodicha competencia en el Pleno de la Corporación, con la distinta proyección que una y otra solución tienen desde la óptica de las finalidades que se tratan de cubrir con la institución de la revisión de oficio.

Ese significado que cabe extraer, como hipótesis más lógica, de la asignación expresa de la competencia en unos casos y del silencio que se guarda en los demás cobra vigor cuando se percibe la subsistencia del criterio de revisión a cargo del Pleno en relación con los actos tributarios (art. 110.1 de la Ley 7/1985) y acaba imponiéndose con las mayores garantías cuando advertimos el régimen diseñado para la declaración de lesividad de los actos anulables, donde la competencia es del Pleno [art. 22.2.k)], correspondiendo la iniciativa al Alcalde [art. 21.1.l)]. En efecto, siendo ello así, la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho debe someterse al mismo régimen; de este modo se evita que se produzca una asimetría que resultaría inaceptable, pues llevaría a rodear de mayores garantías formales a la declaración de lesividad, cuando tal necesidad es mayor, a nivel de principio, en la revisión de oficio».



Si bien, como decimos, no ha sido la determinación del órgano competente para la revisión de oficio en el ámbito de los municipios de régimen común una cuestión pacífica, pues otros pronunciamientos como el de la STSJ Castilla León, Sala de lo contencioso de 10 de noviembre de 2006, Rec. 116/2006, han venido considerando que el órgano competente para la revisión de oficio, es el mismo que dictó el acto (es decir, por aplicación analógica de lo dispuesto para los municipios de gran población en el Título X LBRL), señalando al respecto que:

«La primera cuestión a dilucidar es la de la competencia del órgano administrativo que ha dictado la resolución recurrida. Procede indicar que ya se trate de una revocación, de una anulación, de una nulidad o de una resolución de licencia, la competencia para estas actuaciones debe otorgarse al Alcalde, pues es quien tiene la competencia para otorgarla, conforme a lo dispuesto en el art. 22.1.q) de la ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, así como por lo contenido en la letra s) de dicho precepto, al establecer que tiene las demás competencias que expresamente le atribuyen las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas asigne al Municipio y no atribuyen a otros órganos municipales; por consiguiente es el Alcalde el que ostentaba competencia para dictar el acuerdo aquí recurrido».


No obstante, dicha disparidad de criterios, en cuanto al órgano competente para la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho en el ámbito de los municipios de régimen común, ha sido resuelta por la STS, Sala de lo contencioso de 13 de diciembre de 2022, Rec. 4472/2020, que se decanta en favor de la posición hasta el momento mayoritaria, residenciando dicha competencia en el Pleno, reputándola además como indelegable, fijando como doctrina casacional al respecto la siguiente:


«1) En tanto no se colme el evidente vacío legal, el órgano competente para conocer de las revisiones de actos nulos de pleno derecho de los Presidentes de las Corporaciones Locales de régimen común es el Pleno del Ayuntamiento.

2) No cabe la delegación de tal facultad».



Si bien, en lo que respecta a la solución «salomónicamente» adoptada por el Alto Tribunal en relación con dicha cuestión, no ha faltado alguna crítica en la doctrina, como es el caso de JARAMILLO FERNÁNDEZ (7) , invitando a la lectura del brillante análisis que realiza al respecto, sin perjuicio de reproducir aquí, alguna de sus nítidas conclusiones:


«En este caso, ¿ha conseguido el Tribunal Supremo convencer al colegio de juristas que desempeña su labor en los órganos consultivos y en la Administración Local?

Pues a la vista de que no han aparecido críticas en las revistas y medios especializados y por el pulso general que he sentido en el colectivo profesional podríamos afirmar que el Alto Tribunal sí ha convenido y que somos pocos a los que no ha satisfecho la sentencia analizada.

La mayoría de profesionales del gremio de funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional somos esencialmente juristas prácticos, esto es, consumidos por el quehacer diario que deja poco tiempo a la reflexión y que nos conduce a la inercia de resolver conforme nos señala la jurisprudencia.

Se trata además de una solución que ya era la apuntada por la mayoría de la doctrina, así como por los órganos consultivos y la jurisprudencia menor. Un problema jurídico menos zanjado gracias a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, una cuestión menos de la que preocuparse. En el caso del heterogéneo grupo de juristas que componen la Administración consultiva, dado que el Tribunal Supremo ha venido a ratificar su doctrina en la materia, está claro que es favorable al sentido de la sentencia.

En todo caso, convenza o no la sentencia del Tribunal Supremo y la doctrina de los órganos consultivos incluso el más rebelde de los Secretarios municipales tiene que plegarse a la interpretación oficial si quiere que el procedimiento de revisión de oficio sea dictaminado por el órgano consultivo correspondiente y que tampoco sea objeto de un recurso por falta de competencia.

El jurista práctico no puede aislarse en la burbuja de su conciencia y sentido jurídico individual, necesariamente debe alinear su actuación profesional con la interpretación de los órganos que pueden revisar sus decisiones».



En lo que respecta a los principales trámites que habrían de llevarse a cabo (antes del preceptivo y vinculante del Consejo de Estado u órgano consultivo conforme exige el art. 106.1 LPACA), resulta muy ilustrativo el Dictamen n.o 249/2020, de 15 de julio, del Consejo Consultivo de Castilla y León indicando que:


«Los trámites necesarios que han de observarse en un procedimiento de revisión de oficio son:

— Acuerdo de incoación del procedimiento, que habrá de estar debidamente fundamentado en alguna de las causas de nulidad recogidas en el artículo 47 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, que deberán ser adecuadamente invocadas y contener la suficiente justificación de la subsunción en ellas del acto objeto de revisión.

— Actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos; entre ellos podrán emitirse los informes que se consideren necesarios en relación con la pretensión anulatoria.

— Concesión de trámite de audiencia a todos los interesados con carácter previo a la formulación de la propuesta de resolución, en el que se les ponga de manifiesto la totalidad del expediente.

— Propuesta de resolución que debe recoger los antecedentes de hecho y también los fundamentos jurídicos y los motivos de nulidad radical en los que se basa la decisión que se pretenda adoptar».



Y en igual sentido, desde la óptica procedimental, puede traerse también a colación el Dictamen n.o 317/2023, de 15 de junio de la Comisión Jurídica Asesora de Madrid, señalando en lo que respecta a los trámites a cumplimentar en un procedimiento de revisión de oficio de actos nulos las siguientes consideraciones:


«Para ello será necesario, desde un punto de vista material, que concurra en el acto a revisar alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el art. 47.1 de la LPAC y, desde el punto de vista del procedimiento y garantía del ajusta a la actividad administrativa al principio de legalidad, que se haya recabado dictamen previo del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, y que éste tenga sentido favorable, si se pretende la revisión.

La normativa general en materia de procedimiento administrativo determina que el procedimiento comience con un acuerdo de inicio y posteriormente continúe con la realización de los actos de instrucción necesarios "para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución" (artículo 75.1 de la LPAC).

Estas actuaciones instructoras deben incluir la emisión de los correspondientes informes en garantía de la legalidad, objetividad y acierto de la resolución final que se dicte en el procedimiento, exigidos con carácter general por el artículo 79 de la LPAC.

Además, como en todo procedimiento administrativo, aunque no lo establezca expresamente el artículo 106.1 de la LPACA, se impone la audiencia al interesado, trámite contemplado con carácter general en el artículo 82 de la LPAC, que obliga a que se dé vista del expediente a los posibles interesados, a fin de que puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes en defensa de sus derechos.

El correcto desarrollo procedimental demanda que dicho trámite se sustancie una vez instruido el procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, según dispone el artículo 82 de la LPAC».



Junto a ello, hemos de añadir nosotros la «preceptividad» de recabar el informe de la Secretaría Municipal, con carácter previo, conforme ahora exige el art. 3.3.d.3º) RJFHN para los «procedimientos de revisión de oficio de actos de la Entidad Local, a excepción de los actos de naturaleza tributaria», tal y como así viene a recordar la STSJ Murcia, Sala de lo contencioso de 5 de octubre de 2020, Rec. 190/2019, cuando refiere que:

«…su emisión resulta obligada de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.d)3º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, quien prevé la realización de informes preceptivos ante procedimientos de revisión de oficio de actos de la Entidad Local…».


Por último, como establece el art. 106.5 LPACA, y tal como ocurre en el presente caso, cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo.

Siendo relevante a tal efecto tener en cuenta la doctrina fijada por el Tribunal Supremo en la STS, Sala de lo contencioso de 12 de marzo de 2020, Rec. 846/2019, en lo relativo a la fijación del «día final» para el cómputo de la caducidad en los procedimientos de revisión de oficio:

«La respuesta a la cuestión planteada por el auto de admisión. Conforme a cuanto se ha dicho, debemos responder a la cuestión planteada por el auto de admisión diciendo que, en el procedimiento de revisión de oficio de actos nulos previsto por el artículo 102 de la ley 30/1992, la fecha a considerar para apreciar la caducidad a que se refiere su apartado 5 es aquella en la que se dicta la resolución que le pone fin».
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Supuesto n.º 6 Notificaciones electrónicas. Régimen de recursos administrativos contra actos de gestión tributaria. Impugnación valor catastral con ocasión de la liquidación del impuesto de bienes inmuebles


 ENUNCIADO

Actualmente se encuentra destinado como secretario general en el Ayuntamiento de Veleta con una población de 38.500 habitantes, sometiéndole a su consideración una serie de cuestiones para que proceda a dar una respuesta fundada en Derecho:

1º. Por parte del área de urbanismo se ha practicado una notificación electrónica a la empresa mercantil Paso de todo S.L., en un procedimiento para la concesión de una licencia urbanística, habiendo transcurrido más de diez días naturales desde su puesta a disposición sin que haya accedido a su contenido.

¿Cómo habría de procederse? ¿Sería obligatorio llevar a cabo algún tipo de publicación?

2º. Indique cual es el régimen de recursos procedentes contra la notificación de una liquidación efectuada del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, efectuada por parte del área de gestión tributaria del Ayuntamiento, así como pronunciamiento sobre la obligatoriedad o no de emisión de informe preceptivo por su parte.

3º. A su vez el Sr. concejal de Hacienda del Ayuntamiento le solicita asesoramiento sobre si cabe la posibilidad de impugnación del valor catastral con ocasión de la exacción anual (liquidación) del Impuesto de Bienes Inmuebles, dado que están pendientes diversos recursos de reposición en materia tributaria interpuestos por diferentes contribuyentes que plantean dicha cuestión

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. A tal efecto, hemos de partir de lo dispuesto en el art. 14.2 LPACA, por lo que en principio al tratarse de una sociedad mercantil se encuentra obligada a relacionarse electrónicamente, y, por ende, con carácter general, a la recepción de notificaciones por medios electrónicos.

Efectuada tal precisión, conforme dispone el art. 43 LPACA, en cuanto a la práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos:


«1. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

A los efectos previstos en este artículo, se entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su representante debidamente identificado al contenido de la notificación.

2. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido.

Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.

3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única.

4. Los interesados podrán acceder a las notificaciones desde el Punto de Acceso General electrónico de la Administración, que funcionará como un portal de acceso».



A lo que ha de añadirse lo dispuesto en el art. 41 LPACA, en el que además de recogerse las condiciones generales para la práctica de las notificaciones cualquiera que sea el medio empleado, se establecen de manera acumulativa los requisitos para su validez, al indicar que:

«Con independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la norma».


Como se desprende del régimen jurídico básico de las notificaciones electrónicas contemplado en el art. 43 LPACA, son dos los momentos que han de diferenciarse en su práctica, ya se utilice el sistema de comparecencia en sede electrónica, o bien el de dirección electrónica habilitada única, como son de un lado «la puesta a disposición», y de otro el «acceso a su contenido», cuyos efectos tienen un alcance y un régimen jurídico diferente.

En lo que se refiere a la «puesta a disposición» de la notificación electrónica, una vez efectuada la misma, se entenderá cumplida la obligación contemplada en el art. 40.4 LPACA, esto es, bien evitar los efectos del silencio administrativo, bien la caducidad del procedimiento, dado que con la puesta a disposición de la notificación que contenga al menos el texto íntegro de la resolución, se entenderá cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento.

Cuestión distinta es el «acceso a su contenido», dado que, con el mismo, se producen todos los efectos del acto objeto de notificación electrónica, y en particular, tanto el conocimiento del acto que es objeto de notificación (obviamente siempre que su contenido no sea «defectuoso»), como la apertura de los plazos para la impugnación ya sea en vía administrativa, o contencioso-administrativa, en su caso.

De dicha distinción, da buena cuenta la interesante STS, Sala de lo contencioso de 10 de noviembre de 2021, Rec. 4886/2020, cuando al respecto refiere las siguientes consideraciones, de suma relevancia en la práctica de notificaciones electrónicas:


«El criterio jurisprudencial sobre el efecto del intento de notificación descrito en los artículos 58.4 de la ley 30/1992 y 40.4 de la ley 39/2015, a que nos hemos referido en el fundamento de derecho anterior, se formó en la resolución de recursos en los que se llevaron a cabo —o intentaron— notificaciones en papel en el domicilio del interesado, para cuya práctica los artículos 59.2 de la ley 30/1992 y 42.2 de la ley 39/2015, diseñaron un régimen que exige un doble intento de notificación en horas distintas, en el caso de que en el primer intento nadie se hiciera cargo de la notificación.

Este régimen, sin embargo, no resulta de aplicación en el caso al que se refiere este recurso, en el que las notificaciones no se practicaron en papel sino por medios electrónicos (…)

Pues bien, de acuerdo con el artículo 43.2 de la ley 39/2015, "las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido".

Esta determinación del momento de producción de efectos de la notificación por medios electrónicos, no obstante, va seguida de una regla especial en el apartado 3 del mismo artículo 43 de la Ley 39/2015, que establece lo siguiente:

"3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única".

Así pues, el artículo 43 de la Ley 39/2015 establece una regla general, en su apartado 2, que determinar que las notificaciones por medios electrónicos producen efectos desde el momento del acceso a su contenido, y además, una regla especial, en su apartado 3, relativa a la obligación de la Administración de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, que se entenderá cumplida por la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única, siguiendo de esta forma la estructura del artículo 58 de la Ley 30/1992, que en relación con las notificaciones en papel, y como han puesto de relieve las sentencias se esta Sala antes citadas, distinguía entre "notificación" a efectos de que el acto despliegue todos sus efectos, entre ellos el de abrir los plazos para la impugnación en vía administrativa o judicial e "intento de notificación" a los efectos de entender por resuelto el procedimiento dentro de plazo.

La parte recurrida sostiene en su oposición al recurso de casación, que la interpretación de que la notificación se produce en el momento al que se acceda a su contenido es conforme con el art. 43.2 de la ley 39/2015 y con el criterio seguido por el Reglamento de desarrollo aprobado por el RD 203/2021, si bien esta argumento no se comparte con la Sala, porque desconoce el contenido de la regla del artículo 43.3 de la Ley 39/2015 ya examinada, sin olvidar que el RD 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, que no sería aplicable en este caso por razones temporales, tampoco serviría de apoyo a la posición de la parte recurrida, pues en su artículo 45.3 el indicado reglamento reproduce la disposición del artículo 43.3 de la ley 39/2015, de tener por cumplida la obligación de la Administración de notificar en plazo con la puesta a disposición de la notificación en la sede o en la dirección electrónica habilitada única.

Por todo lo anterior, la Sala considera que cuando la notificación se practique por medios electrónicos, la obligación a que se refiere el artículo 40.4 de la Ley 39/2015, de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, se entenderá cumplida, por disposición expresa del artículo 43.3 de la Ley 39/2015, con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única».



Ahora bien, partiendo de que ha existido puesta a disposición de la notificación electrónica dirigida a la mercantil Paso de todo S.L., se suscita la cuestión de la forma en que ha de procederse tras haber transcurrido más de 10 días naturales desde dicha puesta a disposición sin que se haya accedido a su contenido, lo que nos sitúa en las previsiones del párrafo segundo del art. 42.2 LPACA, cuando refiere que en los casos en que «…la notificación por medios electrónicas sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido».

A priori, ello podría hacer pensar que habríamos de acudir a lo dispuesto en el art. 44 LPACA, de forma que sí intentada la misma no se hubiera podido practicar la notificación, se hará por medio de anuncio publicado en el Boletín del Estado.

No obstante, si bien ello pudiera constituir la opción que mayores garantías ofrece, entendemos que no es esa la intención pretendida por el legislador de la LPACA, pues en tal caso, quedaría vacía de contenido la previsión expresa de «rechazo» que se contempla en el art. 42.2 LPACA, en caso de que el destinatario de la notificación electrónica, o su representante, no acceda al contenido de la notificación transcurridos diez naturales desde la puesta a disposición.

En tal sentido, si bien con base en la normativa tributaria, resulta sumamente ilustrativa, la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 10 de junio de 2010, Rec. 531/2008, cuando al respecto refiere que:

«En la notificación de actos administrativos por vía telemática no se establece la necesidad de dos intentos de notificación, sino que se deben acreditar las fechas y horas de la recepción de la notificación y el acceso al contenido; en otro caso después de la constancia de la recepción sin acceder a su contenido y pasados diez días, se entiende rechazada la notificación, se tiene por efectuado el trámite y continua el procedimiento…».


O la SJCA n.o 1 Tarragona, de 31 de enero de 2020, Rec. 245/2018, que ya bajo las determinaciones de la LPACA, subraya al respecto que:


«…el rechazo de la notificación tiene una regulación legal, en la que se presume producido, como sucedió en este caso, precisamente diez días después de la puesta a disposición sin acceder al contenido de lo notificado. Por lo tanto, la norma prevé ya una fecha concreta desde la que corre el plazo, y desde la que se producen los efectos legales del rechazo (…)

Dicho de otra manera, la Administración cumple con su deber de notificar cuando pone a disposición la notificación, pero el plazo para que el ciudadano impugne la notificado cuenta o bien desde que accede a su contenido, o desde que pasan diez días sin hacerlo, siendo cuestiones diferentes».



Una conclusión de índole similar se alcanza en las SSTSJ Asturias, Sala de lo contencioso de 15 de febrero de 2023, Rec. 213/2022 o de 29 de marzo de 2023, Rec. 399/2022, que en aplicación de dicho precepto legal señalan que:

«…en el presente caso, el recurrente tenía el deber de relacionarse electrónicamente con la Administración, y al no acceder al contenido de la notificación en el plazo de 10 días, la misma se entiende rechazada y realizada (art. 41.5 de la ley 39/2015), por lo que la notificación de forma electrónica resulta ajustada a derecho…».


Por tanto, consideramos que la adecuada interpretación de tal previsión, sin perjuicio de que hubiere sido más deseable una mayor clarividencia por parte del legislador, conforme a lo establecido en el art. 41 LPACA que se intitula como «condiciones generales para la práctica de las notificaciones», ha de ser la que deriva de su apartado quinto, cuando expresamente establece que:

«Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento».


De forma que, para concluir al respecto, consideramos que la actitud pasiva por parte del destinatario de la notificación o su representante (a salvo de la concurrencia de otras circunstancias), por falta de acceso al contenido de una notificación electrónica, implica que el transcurso de más de 10 naturales, da lugar a la consideración de su rechazo «ex lege», lo que permite al Ayuntamiento tener por efectuado dicho trámite y continuar el procedimiento, sin que resulte necesario la publicación de anuncio en Boletín oficial alguno (1) .

2º. De acuerdo con lo establecido en el art. 59.2 TRLHL, el ICIO se configura como un impuesto municipal de carácter potestativo, de forma que el Ayuntamiento con carácter previo debería haber adoptado el correspondiente acuerdo de imposición, así como su regulación a través de la correspondiente Ordenanza Fiscal en concordancia con lo establecido en el art. 15.1 TRLHL.

Presuponiendo que tal actuación se ha llevado a cabo, para dar una respuesta a la cuestión que se somete a nuestra consideración, hemos de estar a lo dispuesto en el art. 108 LBRL cuando establece que:

«Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el Título X de esta ley».


Precepto que, a su vez, ha de ponerse en consonancia con lo dispuesto en el art. 14.2 TRLHL, en el que se detallan las particularidades del régimen jurídico aplicable al recurso de reposición tributario en el ámbito local, y cuyas consideraciones damos aquí reproducidas.

Sin perjuicio de la nitidez de las premisas legales anteriormente referenciadas, de las que se colige sin ningún género de duda el carácter preceptivo del recurso de reposición en materia tributaria en el ámbito de los municipios de régimen común, como resulta ser el caso, dicho carácter ha sido refrendado de forma rotunda, entre otras por la STS, Sala de lo contencioso de 21 de mayo de 2018, Rec. 113/2017, afirmando que:


«El artículo 108 LBRL diseña como preceptivo el recurso administrativo de reposición, específicamente previsto en la LRHL, contra los actos de aplicación de los tributos locales en los municipios distintos de aquellos a los que se aplica el "régimen de organización de los municipios de gran población" del título X de la misma Ley (…)

Por lo tanto, frente a los actos de aplicación de los tributos por parte de municipios como el aquí recurrido, el recurso administrativo de reposición resulta preceptivo, erigiéndose en presupuesto procesal de la ulterior acción contencioso-administrativa. En consecuencia, ésta resultará inadmisible si aquél no se interpone».



Siendo que, dicho carácter preceptivo no deriva de interpretación alguna, sino de los propios términos del art. 108 LBRL, conforme puntualiza la STSJ Castilla León, Sala de lo contencioso de 7 de junio de 2021, Rec. 121/2021:

«El carácter preceptivo del recurso de reposición en materia tributaria no deriva de dicho artículo 14 TRLRHL o de su interpretación, sino más propiamente del artículo 108 LRBRL desde su modificación en vigor a partir del 1 de enero de 1999, que en su redacción actual dice: "Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el título X de esta ley"».


De forma que, dando respuesta en lo que respecta al recurso administrativo que resulta procedente contra la liquidación efectuada en concepto de ICIO, teniendo en cuenta que la misma es un acto resolutorio, debería interponerse contra el mismo el denominado recurso de reposición en materia tributaria, pues no puede perderse de vista, que el carácter preceptivo de dicho recurso en el ámbito de los municipios de régimen común supone un requisito para el agotamiento de la vía administrativa, y, por ende, para la posterior interposición del recurso contencioso-administrativo.

En tal sentido, resulta sumamente ilustrativa, entre otras muchas, la STSJ Cataluña, Sala de lo contencioso de 20 de noviembre de 2015, Rec. 183/2014, cuando al respecto refiere que:


«Viene reiterando esta Sala en numerosas sentencias, entre ellas, los números 1356/2003, 1386/2003, 1448/2003, 1509/2003, 40/2004, 77/2004, 169/2004, 187/2004, 224/2005, 109/2006, 982/2006 y 1031/2007, el carácter preceptivo del recurso de reposición en materia de tributos e ingresos de derecho público de las entidades locales. En dichas sentencias dijimos y ahora resumimos, que:

a) La dificultad surgió porque la elección del llamado «recurso de reposición» como previo al recurso contencioso-administrativo no se vino entendiendo como la vía económica-administrativa previa propia de las Entidades locales y sustitutiva de la estatal suprimida en 1985-1986, sino como continuador de la clásica reposición, regulada en la Ley jurisdiccional de 1956 y en la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958.

Uno u otro entendimiento tiene consecuencias procesales bien diversas, porque de entenderse que se trata de una genuina reposición (presupuesto o diligencia preliminar de la impugnación jurisdiccional), sería de aplicación toda la normativa y jurisprudencia sobre las consecuencias de su omisión, incluso su carácter subsanable, como antes regulaba el art. 129.3 de la Ley Jurisdiccional de 1956 y ahora habría de entenderse comprendido dentro de los apartados 1 y 2 del art. 138 de la Ley 29/1998. Pero este criterio, aun entendiendo que se trata de una reposición preceptiva u obligatoria, conduciría, en la práctica, a una manifiesta desvalorización de la vía administrativa previa en materia de tributos locales, con notorias e injustificadas diferencias frente a la existente en los tributos estatales y autonómicos.

b) Debe concluirse, pues, que el llamado recurso de reposición constituye actualmente, no obstante, su denominación, la vía administrativa o económico-administrativa previa en materia de tributos locales. Por tanto, el único acto impugnable ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa será el que lo resuelva en cuanto que será el que "ponga fin a la vía administrativa" tal como exige el repetido art. 25.1 de la ley 29/1998 como requisito de admisibilidad del recurso contencioso-administrativo».



Si bien, aunque no resulta aquí ser el caso, puede prescindirse de la interposición del recurso administrativo preceptivo en materia tributaria local, cuando lo que se discute es de forma exclusiva la inconstitucionalidad de las leyes que dan cobertura a los actos de aplicación de los tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, conforme a la doctrina casacional asentada en la STS, Sala de lo contencioso de 21 de mayo de 2018, Rec. 113/2017, precisando al respecto que:

«Cuando se discute exclusivamente la inconstitucionalidad de las disposiciones legales que dan cobertura a los actos de aplicación de tributos y restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, cuestión respecto de la que éstas carecen de competencia para pronunciarse o para proponerla a quien tiene competencia para ello, quedando constreñidas a aplicar la norma legal de que se trate, no resulta obligatorio interponer, como requisito de procedibilidad del ulterior recurso contencioso-administrativo, el correspondiente recurso administrativo previsto como preceptivo».


En lo que respecta a la obligatoriedad de emisión de informe preceptivo del secretario, habría de descartarse a tenor de lo establecido en el art. 3.3.d.4º) RJFHN, que al respecto dispone que será preceptivo el informe preceptivo del secretario en:

«Resolución de recursos administrativos cuando por la naturaleza de los asuntos así se requiera, salvo cuando se interpongan en el seno de expedientes instruidos por infracción de ordenanzas locales o de la normativa reguladora de tráfico y seguridad vial, o se trate de recursos contra actos de naturaleza tributaria».


Por tanto, como vemos, los recursos contra actos de naturaleza tributaria constituyen uno de los supuestos en que se encuentra excluido el informe preceptivo del secretario Municipal, exclusión que probablemente obedece el elevado número de recursos que de dicha naturaleza se suelen interponer contra los actos de gestión en materia de tributos locales.

3º. En aras de ofrecer una respuesta a la cuestión que somete a nuestra consideración el Sr. concejal de Hacienda, hemos de comenzar por una delimitación del marco normativo que resulta de aplicación, para lo cual hemos de partir de lo preceptuado en el art. 65 TRLHL, en el cual se establece que la base imponible del IBI:

«…estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles, que se determinará, notificará y será susceptible de impugnación conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario».


Precepto que a su vez ha de ponerse en conexión con lo dispuesto en los arts. 77 y ss. TRLHL, de donde se desprende que sin perjuicio de la caracterización del IBI como un impuesto municipal de carácter preceptivo, su gestión tiene carácter dual, que se encuentra compartida entre la AGE a la que corresponde la fijación del valor catastral, y en particular a la Dirección General del Catastro, en tanto que corresponde al respectivo Ayuntamiento, la gestión tributaria del impuesto con el alcance que se contempla en el art. 77.1 TRLHL, cuando refiere que:

«La liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria de este impuesto, serán competencia exclusiva de los ayuntamientos y comprenderán las funciones de reconocimiento y denegación de exenciones y bonificaciones, realización de las liquidaciones conducentes a la determinación de las deudas tributarias, emisión de los documentos de cobro, resolución de los expedientes de devolución de ingresos indebidos, resolución de los recurso que se interpongan contra dichos actos y actuaciones para la asistencia e información al contribuyente referidas a las materia comprendidas en este apartado».


En concordancia con lo expuesto, de otro lado, como refiere el art. 4 TRLCI:

«La formación y el mantenimiento del Catastro Inmobiliario, así como la difusión de la información catastral, es de competencia exclusiva del Estado. Estas funciones, que comprenden, entre otras, la valoración, la inspección y la elaboración y gestión de la cartografía catastral, se ejercerán por la Dirección General del Catastro, directamente o a través de las distintas fórmulas de colaboración que se establezcan con las diferentes Administraciones, entidades y corporaciones públicas».


En lo que se refiere a la elaboración, aprobación e impugnación de las ponencias de valores, dispone el art. 27 TRLCI que:


«1. La elaboración de las ponencias de valores se llevará a cabo por la Dirección General del Catastro, directamente o a través de los convenios de colaboración que se celebren con cualesquiera Administraciones públicas en los términos que reglamentariamente se establezca.

2. Previamente a su aprobación, las ponencias de valores totales y parciales se someterán a informe del ayuntamiento o ayuntamientos interesados, en el plazo y con los efectos señalados en el artículo 83 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo común.

3. Los acuerdos de aprobación de las ponencias de valores se publicarán por edicto en la sede electrónica de la Dirección General del Catastro.

La publicación de dichos acuerdos, que indicará en todo caso el lugar y plazo de exposición al público de las ponencias a que se refieran, se realizará antes del 1 de julio del año en que se adopten, en caso de ponencias de valores totales, y antes del 1 de octubre, en caso de ponencias de valores parciales y especiales.

4. Las ponencias de valores serán recurribles en vía económica-administrativa, sin que la interposición de la reclamación suspenda la ejecutoriedad del acto».



De dicha dualidad de gestión del IBI, así como del régimen de impugnación en cada caso, da buena cuenta, la STS, Sala de lo contencioso de 4 de marzo de 2019, Rec. 11/2017, que, por la clarividencia de su exposición, reproduciremos «in extenso» para una adecuada comprensión de la dinámica de gestión e impugnación del valor catastral como base imponible del IBI:


«SÉPTIMO. La distinción, jurisprudencialmente establecida, entre "Gestión catastral" y "Gestión tributaria".

Esta distinción resulta de lo establecido en los artículos 65 y 77 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (TRLHL 2004); y en los artículos 22 a 32 del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo (TRLCI 2004).

La lectura de todos esos preceptos revela que son actuaciones administrativas diferenciadas estas dos: (1) por una parte, la determinación de los valores catastrales y (2) por otra, la de liquidación de la deuda tributaria por el Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondiente a cada ejercicio.

La determinación de los valores catastrales, según lo establecido en el TRLCI 2004 es competencia del Estado y se ejerce a través de la Dirección General del Catastro (artículo 4); consiste en un procedimiento en el que está establecida la previa elaboración y publicación de las Ponencias de Valores (artículo 26), así como la posterior determinación del valor catastral correspondiente a cada inmueble (artículo 22); y termina con la notificación a los titulares catastrales de los valores catastrales individualizados (artículo 29).

Asimismo, está dispuesta la posibilidad de impugnación económica-administrativa independiente, bien de la ponencia de valar individualmente notificado, pero sin que tales reclamaciones económico-administrativas suspendan la ejecutoriedad de tales actos (artículos 26.4 y 29.6).

La liquidación corresponde a los Ayuntamientos, a quienes también corresponde la resolución de los recursos contra esta clase de actos (art. 77 TRLHL 2004); y la base imponible de esa liquidación, según establece el art. 65 TRLHL 2004 "estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles, que se determinará, notificará y será susceptible de impugnación conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario".

De lo anterior se deducen se deducen estas consecuencias:

1) La impugnación contra los valores catastrales ha de plantearse ante el Tribunal Económico-Administrativo y no ante el Ayuntamiento.

2) La impugnación de tales valores, mientras no recaiga resolución firme decidiendo el importe último en el que han de quedar fijados, y salvo que se haya obtenido la suspensión de su aplicación en las vías económico-administrativa o jurisdiccional, no impide a los Ayuntamientos liquidar con arreglo a ellos.

3) El punto de conexión entre gestión catastral y gestión tributaria está en la determinación de la base imponible del impuesto, que viene constituida por el valor catastral; este valor es el resultado de la gestión catastral y el punto de partida para la gestión tributaria, de manera que esta última empieza donde termina la gestión catastral.

4) La impugnación de la liquidación debe plantearse ante el Ayuntamiento y esta impugnación de la liquidación, en principio, no es cauce adecuado para combatir el valor catastral, ya que el fijado por el Estado a través de la Dirección General del Catastro vincula al Ayuntamiento y el conocimiento de su impugnación está reservado a la vía económico-administrativa.

La distinción que acaba de recordarse, entre "gestión catastral y gestión tributaria" y su alcance en los términos que han quedado expuestos, ha sido reiteradamente afirmada por la jurisprudencia de esta Sección Segunda de la Sala Tercera del Tribunal Supremo (STSs, entre otras, de 17 de septiembre y 19 de noviembre de 2003, dictadas en los recursos de casación 9444/1998 y 6017/1998)».



Como se colige de lo hasta ahora puesto, con carácter general, no resulta posible la impugnación del valor catastral que a su vez constituye la base imponible del IBI con ocasión de la liquidación anual de este último, dado que en tal momento además de ya encontrarse fijado por la Dirección General del Catastro dicho valor catastral, su impugnación corresponde a la vía económica-económica administrativa, y no al recurso de reposición en materia tributaria contemplado en los arts. 108 LBRL y 14 TRLHL, si bien, ello siempre y cuando la fase de gestión catastral haya sido adecuadamente cumplimentada y no exista disfunción alguna en la misma, que pudiera suponer una incidencia de carácter invalidante.

Ahora bien, ello no impide que, en determinados supuestos de carácter excepcional, pueda admitirse la impugnación del valor catastral con ocasión de la liquidación anual del IBI por parte del respectivo Ayuntamiento, excepciones de las que da igualmente cuenta, la sentencia del Tribunal Supremo que acabamos de referenciar, asentando los criterios excepcionales para que tal impugnación «indirecta» pudiera admitirse:


«…si deberá permitirse la posibilidad de combatir el valor catastral mediante la impugnación dirigida directamente contra la liquidación, en primer lugar, cuando en la fase de gestión catastral no haya tenido lugar la notificación individual del valor catastral (así se ha pronunciado esta Sección Segunda de la Sala Tercera del Tribunal Supremo en las sentencias de 19 de noviembre de 2003 y 20 de febrero de 2007, dictadas en los recursos de casación 6917/1998 y 1208/2002).

Siendo la razón de esta excepción que la inactividad o disfunción catastral no puede perjudicar los derechos de impugnación que, con carácter previo a la liquidación, asisten a ese titular frente a los actos catastrales que han de condicionar tal liquidación.

Disfunciones semejantes a la anterior, en casos excepcionales y constatados de manera rigurosa y singularizada, podrán también justificar la impugnación de tales actos catastrales con ocasión de impugnarse la liquidación tributaria.

El dato esencial para constatar tales casos estará constituido por la constancia de hechos sobrevenidos a la valoración catastral determinante de la liquidación litigiosa que evidencien su invalidez, siempre que se vean acompañados de estas circunstancias:

(i) que las razones de esa invalidez hayan sido reconocidas por resoluciones de los órganos catastrales o económico-administrativos, o por resoluciones judiciales, para casos de sustancial similitud;

(ii) que el interesado los haya hecho valer para su situación individual ante los órganos catastrales o económico-administrativos y no haya recibido respuesta dentro del plazo que legal o reglamentariamente resulten de aplicación, colocándolo en una situación de tener que soportar una dilación que resulte grave para sus intereses económicos;

(iii) que en la impugnación jurisdiccional de esos valores catastrales, que sea planteada dirigiéndola directamente contra el acto principal de liquidación, el Ayuntamiento no haya rebatido eficazmente las concretas razones de invalidez que hayan sido aducidas contra el valor catastral aplicación en la liquidación.

En apoyo y como complemento de esto último debe añadirse lo siguiente:

(i) El valor catastral singulariza en el IBI la concreta capacidad económica que grava este tributo municipal y, de esta manera, a través del mismo se materializa el cumplimiento del mandato constitucional del artículo 31 CE. Por lo cual, en los casos excepcionales que acaban de ser apuntados, resulta contraria al anterior postulado constitucional una aplicación rígida de ese sistema dual que se ha venido mencionando que impida revisar tal valor catastral en el proceso jurisdiccional.

(ii) Es asimismo contrario al principio constitucional de eficacia administrativa (artículo 103.1 CE) imponer al obligado tributario la carga de soportar una indebida dilación administrativa, máxime cuando le acarrea importantes perjuicios económicos.

(iii) La apreciación de los casos encuadrables en este segundo grupo de excepciones se hará de manera casuística o singularizada, mediante un enjuiciamiento que constate la justificación de las razones esgrimidas para sostener la improcedencia del valor catastral aplicado en la liquidación litigiosa».



Por tanto, como vemos, más allá de la regla general, se admite por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, la posibilidad de cuestionar con ocasión de la liquidación del IBI, el valor catastral que le sirve como base imponible, si bien con carácter excepcional, debiendo concurrir los requisitos ya expuestos, que habrán de ser examinados «caso por caso» y conducir a un resultado contrario a los postulados constitucionales de capacidad económica, y eficacia administrativa que encuentran anclaje constitucional en los arts. 31 y 103.1 respectivamente de nuestra Carga Magna.

A modo de conclusión, igualmente podemos traer a colación, la STS, Sala de lo contencioso de 11 de febrero de 2021, Rec. 1115/2020, que además de concretar otros supuestos que pueden considerarse excepcionales en aras de admitir la impugnación con ocasión de la liquidación del IBI (modificación por sentencia firme de la clasificación urbanística del suelo afectado), también efectúa una delimitación negativa de otros supuestos en que no cabe su admisión, pronunciándose en los siguientes términos:


«Los artículos 65 y 77.1 y 5 del Real Decreto Legislativo 2/2004 y el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 1/2004, deben ser interpretados en el sentido de que los mismos no se oponen ni obstan a que, recurriéndose liquidaciones por IBI y para obtener su anulación, en supuestos en lo que concurren circunstancias excepcionales sobrevenidas, análogas o similares a las descritas anteriormente (como, por ejemplo, la modificación por sentencia firme de la clasificación urbanística del suelo afectado), el sujeto pasivo pueda discutir la valoración catastral del inmueble, base imponible del impuesto, incluso en los casos en los que tal valoración catastral ha ganado firmeza en vía administrativa.

A sensu contrario, cuando no concurran circunstancias excepcionales sobrevenidas, el sujeto pasivo no puede discutir la valoración catastral, base imponible del impuesto, cuando impugna liquidación por IBI.

La apreciación de la existencia de tales circunstancias excepcionales (que permitirán impugnar el valor asignado a los inmuebles fuera del cauce ordinario que deriva de la conocida dualidad gestión catastral-gestión tributaria) habrá de resolverse, obviamente, caso por caso.

Y a la segunda de las cuestiones que el auto de admisión nos suscita, teniendo en cuenta los hechos litigiosos, ha de responderse que, en las circunstancias del caso, la anulación judicial de un acuerdo de asignación de valores catastrales individualizados por falta de constancia, defectos o cualquier otro vicio del estudio de mercado del expediente de aprobación de la Ponencia de Valores, efectuada por un Tribunal respecto de otros propietarios, no resulta extensible al resto de sujetos pasivos del municipio en cuestión, con ocasión de la impugnación de las liquidaciones del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, cuando no han recurrido, en su momento, la Ponencia de Valores o la asignación de valores catastrales individualizados».







	 (1) 

	En igual sentido al expresado, puede consultarse: «El rechazo de las notificaciones electrónicas», Actualidad Administrativa, n.o 4, Sección Actualidad. En la práctica, abril 2021, Wolters Kluwer.
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Supuesto n.º 7 Requerimiento formulado por otra Administración Pública en formato papel. Revisión de oficio instada por otra Administración Pública en ejercicio potestad de tutela. Órgano municipal competente para la inadmisión de la revisión de oficio


 ENUNCIADO

En la actualidad se encuentra prestando servicios como secretario general en el Ayuntamiento del municipio de Ladrillo, con una población de 5.500 habitantes, habiéndose recibido en el registro del Ayuntamiento un escrito en papel de la Delegación del Gobierno de la CCAA, en el que se insta y solicita que se inicie el procedimiento de revisión de oficio de una licencia concedida en el año 2018 en suelo urbanizable de especial protección para la construcción de una vivienda, en clara contravención del planeamiento municipal así como de la legislación urbanística y sectorial.

Por lo que en relación con dichos antecedentes se le someten a su consideración, una serie de interrogantes, a fin de que emita los pronunciamientos jurídicos que en Derecho procedan.

1º. ¿Es correcta la presentación efectuada por la Delegación del Gobierno de la CCAA? ¿Y en su caso como habría de procederse al respecto?

2º. ¿Resulta procedente la revisión de oficio instada por la Comunidad Autónoma?

3º. ¿Cuál sería el sentido de la resolución que habría de dictarse, los informes que habrían de emitirse, y en su caso cual sería el órgano competente para la adopción de la correspondiente resolución?

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. El art. 3.2 LRJSP establece que las Administraciones Públicas «se relacionarán (…) entre sí a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de datos de carácter personal y facilitarán la prestación conjunta de servicios a los interesados», lo cual resulta coherente con el hecho de que tanto la LRJSP, de aplicación cuando las Administraciones Públicas actúan como tales, como ocurre en el presente caso, como la LPACA, cuando actúan como interesadas, personas jurídicas, no contemplan otra vía de relación entre ambas que no sea por medios electrónicos.

A su vez, el art. 56 RAFSPME, establece y reitera de forma indubitada que «las Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus competencias, estarán obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos entre sí», de acuerdo con lo previsto en el art. 3.2 LRJSP.

Sin perjuicio de lo expuesto, no puede pasarse por alto que cuando ambas Administraciones actúan como tales, el régimen de relaciones electrónicas es el que resulta de la LRJSP, que, a diferencia de la LPACA, no ha contemplado régimen de transitoriedad alguno para sus previsiones, lo que tiene como consecuencia que la LRJSP es de plena aplicación desde el 2 de octubre de 2016, y por tanto la relación electrónica entre Administraciones Públicas se impone desde dicha fecha

En tal sentido, puede traerse a colación la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 15 de enero de 2021, Rec. 78/2019, que, en relación con la obligatoriedad de relaciones electrónicas entre Administraciones Públicas, viene a puntualizar que:


«…la propia recurrente se reconoce como una Mancomunidad de Municipios que, de conformidad con el artículo 3.2, letra c) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, tiene el carácter de entidad que integra la Administración Local y, por tanto, comprende lo que sea el sector público, como evidencia que el artículo 2 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público disponga que la presente ley de aplica —entre otras, apartado 1— a las Entidades que integran la Administración local (letra c) para, entre otras cuestiones, regular las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas (artículo 1) (…)

Es de advertir que los términos en que el artículo 3.2 de la Ley 40/2015 se expresa son imperativos cuando refiere, "(…) se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o dependientes a través de medios electrónicos (…)", sin permitir, en consecuencia, elección de otra alternativa posible que no sea estos últimos.

De modo coherente el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, dispone, en relación con las Normas Generales de actuaciones de las Administraciones Públicas que, en todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite en un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos, entre otros, en la letra a) menciona a las personas jurídicas.

La cita de este último precepto es complementaria del artículo 3.2. de la Ley 40/2015 pues, afirmado y no negado, que la recurrente, en cuanto es una Mancomunidad Intermunicipal, tiene la condición indiscutible de Administración Pública y, por tanto, desde le entrada en vigor de los textos legales previamente dictados, es decir, la ley 39/2015 y 40/2015, que tuvo lugar en fecha coincidente el día 02/10/2016, tiene la obligación de relacionarse con otras administraciones públicas a través de medios electrónicos».



En el presente caso, no cabe duda de que ambas Administraciones Públicas actúan como tales, la CCAA en el ejercicio de las competencias de tutela que le encomienda el ordenamiento jurídico, y el Ayuntamiento como «productor» de la actuación administrativa que es objeto de requerimiento, por lo que en la relación entablada se regirían por lo preceptuado en la LRJSP a los efectos de la relación electrónica, la cual no contempla la posibilidad de requerimiento de subsanación, como si ocurre en la LPACA, en los supuestos en que los sujetos obligados a relacionarse electrónicamente lleven a cabo la presentación «vía papel».

No obstante, pese al silencio que guarda al respecto la LRJSP, esta situación que planteamos, de incumplimiento de la relación electrónica entre AAPP, pese a lo que pudiera pensarse, no resulta infrecuente en la práctica administrativa, por lo que nosotros abogamos por la aplicación analógica de la LPACA a tales efectos, de forma que en el caso de que la Administración autonómica formulase al Ayuntamiento un requerimiento de anulación de un acto municipal por infracción de la normativa autonómica, conforme a lo dispuesto en el art. 65 LBRL, mediante su presentación en papel y no por medios electrónicos, el Ayuntamiento debería requerir la subsanación por vía electrónica a dicha Administración, dada la obligación de relacionarse electrónicamente que la LRJSP impone en las relaciones interadministrativas, por lo que la presentación en papel no constituye un formato correcto.

Debiendo considerarse que, en tanto no se articulase adecuadamente el requerimiento por vía electrónica, no deberían de comenzar a computar los plazos de los que dispone el Ayuntamiento para oponerse al mismo.

Conclusión la anterior que seguimos manteniendo como más adecuada atendiendo a las circunstancias concurrentes, pese a que algún pronunciamiento jurisprudencial parece que ha venido a negar la aplicación del régimen de la subsanación electrónica a las relaciones electrónicas entre Administraciones Públicas, como es el caso de la STSJ Madrid, Sala de lo contencioso de 29 de abril de 2021, Rec. 598/2019, si bien, lo hace en unas circunstancias muy específicas, diferentes a los que son objeto de abordaje en nuestro supuesto.

2º. A día de hoy, el régimen jurídico de la revisión de oficio de disposiciones y actos nulos de pleno derecho, lo encontramos con carácter básico en los artículos 106 y ss. LPACA, por lo que dando aquí por reproducido el contenido de tales preceptos, hemos de centrar nuestro análisis, en si cabe reconocer la posibilidad de reconocer el ejercicio de la acción de nulidad en favor de otra Administración Pública, ya sea estatal o autonómica, teniendo en cuenta que en el ejercicio de las potestades de tutela que el ordenamiento jurídico reconoce sobre la actividad de las Entidades Locales, disponen de otros cauces específicos para ello, que con carácter básico se contemplan en los arts. 65 y ss. LBRL.

Esto es, si con independencia de tales cauces específicos del que disponen para dirigir requerimientos de anulación de actos y disposiciones locales, puede considerarse a una Administración Pública como «interesada» para instar o ejercitar la acción de nulidad que son los únicos facultados para su ejercicio conforme deriva del art. 106.1 LPACA, frente a los actos administrativos que considera nulos dictados por otra Administración Pública, pese a no verse afectada en sus derechos e intereses legítimos, sino que únicamente pretende hacer valer el cumplimiento de la normativa que resulte de aplicación.

Dicha cuestión ha sido abordada por la STS, Sala de lo contencioso de 12 de abril de 2016, Rec. 3550/2014, que, por lo interesante de sus consideraciones, en lo que aquí interesa pasamos a reproducir:


«La Sala de instancia en una extensa y fundada sentencia considera que reconocer legitimación en el referido procedimiento a la Administración autonómica en base a la mera defensa de la legalidad supone minimizar de forma absoluta el papel de la Ley de Bases de Régimen Local en la regulación de las relaciones entre la Administración Local, Estatal y Autonómica.

En efecto, acierta la sentencia de instancia cuando señala que el análisis de la cuestión de la legitimación de Administraciones distintas de la autora del acto para la acción de nulidad del artículo 102 de la ley 30/1992, debe partir del hecho de que la Constitución consagra un ámbito propio a los entes locales, dotándoles de una garantía institucional para la defensa de sus intereses, y aunque tal posición no excluye un control de legalidad, si es exigible la necesaria coordinación y colaboración cuando se trata de competencia materiales compartidas entre las diferentes administraciones.

Así las cosas, obligado resulta acudir tanto a la ley de Procedimiento Administrativo como a la ley de Bases de Régimen Local. En este sentido, la sentencia de este Tribunal Supremo de 17 de mayo de 2012 señala que "para los casos de procedimiento de revisión de oficio, y en particular de revisión por causa de nulidad de pleno derecho, habrá que estar al concepto de interesado que nos ofrece el art. 31.1 de la LRJ y PAC".

Pues bien, el referido artículo precisa un concepto de interesado en el procedimiento administrativo que, en líneas generales, se corresponde con el portador de derechos e intereses legítimos, más no de potestades administrativas. Como señala la sentencia de éste Tribunal supremo de 21 de mayo de 2012, con cita de otras, "están legitimadas para instar el procedimiento especial de revisión de oficio de los actos administrativos regulado en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, … los titulares de derechos e intereses legítimos que dimanan del acto cuya nulidad le produzca un beneficio o efecto favorable completo, cierto y directo para el accionante, sin que base el mero interés de defensa de la legalidad".

En este caso la Junta de Andalucía no está ejercitando derechos o intereses legítimos propios, sino una potestad administrativa, concretamente la de exigir al Ayuntamiento que actúe de acuerdo con la legalidad.

No habiendo, pues, supuesto el tan citado artículo 102.1 ampliación de la regulación contenida en la Ley de Bases de Régimen Local, obligado resulta acudir al artículo 63 y siguientes de esta ley en cuanto faculta a la Administración del Estado o, en su caso, de la Comunidad Autónoma correspondiente a impugnar los actos y acuerdos de las Entidades Locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico en los plazos y formas en los mismos establecidos.

En el presente caso, la Junta de Andalucía no acudió, dejando precluir los plazos previstos al efecto, a los mecanismos de impugnación legalmente establecidos en estricto control de legalidad. Y tal omisión no puede ser suplida por dicha Administración acudiendo de forma inadecuada a la revisión de oficio».



Por tanto, como se colige a la doctrina jurisprudencial expuesta, ni la Administración estatal ni autonómica están facultadas para el ejercicio de la acción de oficio o nulidad cuando lo que pretenden es hacer valer el cumplimiento de la normativa vigente, por lo que en casos como el que nos ocupa, la pretensión de anulación de un acto administrativo dictado por el Ayuntamiento por parte de la Administración autonómica, debe discurrir por los cauces ordinarios, como son, bien el requerimiento de anulación contemplado con carácter básico en los arts. 65 y ss. LBRL, o bien su impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa, si bien transcurridos dichos plazos, si carecen de la condición de «interesada» en relación al acto cuya anulación se pretende, no están facultadas para ejercitar la acción de oficio contra los actos dictados por el Ayuntamiento.

Ni siquiera en los supuestos en que tratándose de actos de naturaleza urbanística, como es el caso que aquí nos ocupa, faculta la acción pública en materia de urbanismo para instar la revisión de oficio por parte de la Administración autonómica respecto de una licencia urbanística concedida por el Ayuntamiento, como recuerda la STS, Sala de lo contencioso de 26 de octubre de 2020, Rec. 1443/2019, que además de reiterar la doctrina jurisprudencial anteriormente expresada, concluye al respecto que:


«…esta pauta interpretativa nos confirma la falta de legitimación de la Administración autonómica para requerir a la Administración local la utilización de la vía prevista en el artículo 102 de la LRJPA (hoy 106 de la LPAC), debiendo, por el contrario, someterse a los específicos plazos de impugnación previstos en el artículo 65 de la LBRL.

Las referencias a diversos preceptos tanto estatales (218 del ROF o 187 del TRLS76) como autonómicos andaluces (190 LOUA) sólo ponen de manifiesto la competencia —y las potestades administrativas— de las citadas Administraciones en defensa de la legalidad urbanística, pero no las habilitan para la utilización de la restrictiva vía del requerimiento de revisión de oficio, a las Administraciones locales, cuyo control, en su caso, sólo pueden encauzarse, a través del artículo 65 LBRL.

Ni las alegadas competencias compartidas urbanísticas de las Administraciones autonómicas en la materia, ni la alusión a la acción pública, tampoco resultan hábiles para —acudiendo al requerimiento de la revisión de oficio— distorsionar el sistema de control de la legalidad de las Administraciones locales previsto en la citada LBRL».



Doctrina la ya expresada, que ha venido a ser nuevamente corroborada por la STS, Sala de lo contencioso de 20 de noviembre de 2023, Rec. 1051/2022 cuando en relación con la cuestión que aquí nos atañe viene a referir que:


«La revisión de oficio, al igual que los recursos administrativos, pretenden eliminar actos administrativos en vía administrativa, sin necesidad de acudir a los tribunales. Sin embargo, la revisión de oficio se distingue del recurso administrativo en que parte de un presupuesto distinto. La revisión es un procedimiento iniciado por la propia Administración autora de un acto en tanto que el recurso se interpone por el interesado frente a la actuación administrativa, aunque en ambos casos lo que se pretende es la anulación de una actuación administrativa. La revisión de oficio no siempre se produce por iniciativa de la Administración autora del acto, también puede hacerlo a instancia de un tercero interesado, sin que en ninguno de estos casos las iniciativas estén sujetas a plazo alguno, al tratarse de un procedimiento que pretende la revisión de actos nulos de pleno derecho, vicio que no prescribe ni se subsana por el paso del tiempo.

Tratándose de interesados, hay que reconocer que estos tienen derecho a que se incoe el procedimiento y se resuelva por el órgano administrativos, aunque la decisión sea de inadmisibilidad, de manera que la petición no tiene la condición de mera denuncia o de petición graciable.

Pues bien, en el caso de autos lo que se discute es si una Comunidad Autónoma puede tener la consideración de interesado a los efectos de promover un procedimiento de revisión de oficio de un acto de una Administración Local. Nuestra STS 250/2021, de 24 de febrero de 2021 (rec. 8174/2019) dio respuesta a esta cuestión, que le había sido planteada por el auto de admisión del recurso. A tal efecto, esta sentencia recordó que para los casos de procedimiento de revisión de oficio, y en particular de revisión de oficio por nulidad de pleno derecho, habrá que estar al concepto de interesado que nos ofrecía el art. 31.1 LRJPAC (hoy art. 4 de la ley 39/2015). El referido artículo precisa un concepto de interesado en el procedimiento administrativo que, en líneas generales, se corresponde con el portador de derechos e intereses legítimos, más no de potestades administrativas. Así, como regla general hay que estar a lo dispuesto en la sentencia de éste Tribunal Supremo de 31 de mayo de 2012, con cita de otras, "están legitimadas para instar el procedimiento especial de revisión de oficio de los actos administrativos regulado en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, los titulares de derechos e intereses legítimos que dimanan del acto cuya nulidad de pleno Derecho se pretende, en cuanto que de dicha declaración de nulidad radical se produzca un beneficio o efecto favorable completo, cierto y directo para el accionante, sin que base el mero interés de defensa de la legalidad".

De esta manera el concepto de interesado, a efectos del art. 102.1 no incluye a la Administración autonómica que no ejercita derechos o intereses legítimos sino una potestad administrativa.

Como primera conclusión, a los efectos de la cuestión casacional planteada podemos afirmar que la Administración autonómica carece en principio de legitimación para instar la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho emanados de la Administración Local. Las razones de esta negativa fueron expresas en las SSTS de 12 de abril de 2016 (recurso de casación 3550/2014) y de 26 de octubre de 2020 (recurso de casación 1443/2019) y a ellas nos remitimos».



Por tanto, a tal respecto, podemos concluir que con carácter general la Administración autonómica salvo que tenga la condición de interesada, carece de facultad para instar de un Ayuntamiento que inicie la revisión de oficio de un acto, salvo que una norma con rango de ley se la atribuya expresamente, lo que nos sitúa, por tanto, ante las actuaciones que deberían llevarse a cabo por el Ayuntamiento frente a tal requerimiento, las cuales concretaremos dando respuesta al tercero de los interrogantes que se nos plantea en el supuesto sometido a nuestra consideración.

3º. Conforme hemos tenido ocasión de vislumbrar en respuesta al interrogante anterior, y en base a la doctrina jurisprudencial del TS, no procedería admitir a trámite la solicitud de revisión de oficio instada por la CCAA, por lo que entendemos que la resolución que resultaría procedente adoptar por el Ayuntamiento sería la de su inadmisión conforme a lo establecido en el art. 106.3 LPACA, cuando al respecto dispone que:

«El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales».


Así se desprende de lo señalado en la STS, Sala de lo contencioso de 15 de julio de 2016, Rec. 1637/2015 (1) , cuando concreta que el art. 106.3 LPACA:


«…faculta a realizar un juicio anticipado con la sola finalidad de cercenar "ab initio" un procedimiento instado sin que concurran, de forma ostensible, los requisitos exigidos para pretender de la Administración la revisión de oficio de un acto previo, de forma que el órgano administrativo llamado a resolver sobre dicha revisión haga un juicio adelantado cuando —como recuerda la sentencia de la Sección Tercera de esta Sala Tercera de 5 de diciembre de 2012 (casación 6076/09), con cita en otras anteriores de 27 de noviembre de 2009 (casación 4389/05), 26 de noviembre de 2010 (casación 5360/06 y 28 de abril de 2011 (casación 2309/07) anticipadamente se conozca que la misma en ningún caso va a ser estimada.

Se trata de no proceder a la tramitación que establece el propio art. 102 y antes de recabar el correspondiente dictamen del órgano consultivo, cuando se sabe, de modo ostensible y palmario, la falta de viabilidad y aptitud de la acción de nulidad entablada. Supone, en fin, poner a cubierto de este tipo de procedimiento de solicitudes inconsistentes por temerarias».



Por tanto, a través de la inadmisión de la revisión de oficio, se produce un rechazo «ad limine» de tal pretensión, en nuestro caso por parte de la CCAA, que como hemos tenido ocasión de precisar, carecería en el presente caso de legitimación para ello, por lo que consideramos que la causa más adecuada, de entre las que se contemplan en el art. 106.3 LPACA para fundar la inadmisión, sería la de «carecer manifiestamente de fundamento», y ello con apoyo en la doctrina jurisprudencial que ya hemos tenido ocasión de expresar.

Junto a lo hasta ahora señalado, y en lo que respecta a los informes que habrían de emitirse, ha de considerarse que la resolución de inadmisión de la solicitud de revisión por parte de la Administración autonómica, no puede adoptarse de «plano», sino que ha de estar debidamente motivada, en el presente caso, en las consideraciones que ya hemos tenido ocasión de expresar, para lo cual se hace necesario recabar los informes que resulten preceptivos, considerando que al menos, habría de serlo el informe preceptivo previo del Secretario Municipal conforme a lo dispuesto en el RJFHN, que lo exige para los «procedimientos de revisión de oficio de la entidad local, a excepción de los actos de naturaleza tributaria», pues ha de considerarse que tal supuesto, también incluye los supuestos de «inadmisión», que además de exigir una tramitación aunque sea mínima, exige fundar que la resolución a dictar por el órgano competente declarando la misma, es ajustada a Derecho por concurrir las causas que legalmente la admiten, en los términos que han sido objeto de concreción por la doctrina jurisprudencial.

Por último, en lo que respecta en cuanto al órgano competente para declarar la «inadmisión», dispone el art 106.3 LPACA que la misma compete al «órgano competente para la revisión de oficio» que «podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite».

Ello nos sitúa nuevamente en una cuestión que ya hemos tenido ocasión de analizar en otros supuestos, y es que como sabemos, en el ámbito de los municipios de régimen común, ni la LPACA, ni la LBRL, concretan cual es el órgano competente para acordar la revisión de oficio, con la salvedad de los actos de gestión tributaria que el art. 110 LBRL atribuye al Pleno de la Corporación.

De forma que la misma polémica doctrinal que se suscita en cuanto a dicha concreción, resulta trasladable a la hora de acordar la «inadmisión», que como hemos visto el art. 106.3 LPACA atribuye al órgano competente para la revisión de oficio.

Así, hasta fechas recientes, ha sido mayoritaria en la doctrina, la posición que se decantaba en el ámbito de los municipios de régimen común, por considerar que el órgano competente para la revisión de oficio lo era el Pleno de la Corporación, bien por aplicación analógica del art. 110 LBRL, o bien por tener dicho órgano colegiado atribuida la declaración de lesividad conforme a dicho texto legislativo, que es un medio de revisión «más tenue» si se nos permite la expresión, por lo que también el órgano competente para declarar la «inadmisión» habría de serlo el Pleno de la Corporación en concordancia con el precitado art. 106.3 LPACA.

Un fiel exponente de cuanto decimos, lo es entre otros muchos, el Dictamen n.o 137/2020, de 20 de febrero, del Consejo Consultivo de Andalucía, cuando refiere al respecto que:

«En lo que respecta al órgano competente para la revisión de oficio en las Entidades Locales, tras la entrada en vigor de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, la cuestión fue abordada en profundidad en el dictamen 353/2004 de este Consejo Consultivo. En dicho dictamen se destaca la competencia del Pleno cuando se trate de municipios que no sean de gran población (Título X de la ley 7/1985), ya que, para éstos, el Pleno revisa sus propios actos (art. 123.1) de la Ley 7/1985) y el Alcalde y la Junta de Gobierno Local los suyos (art. 124.4.m) y 127.1.j) de dicha Ley, respectivamente)».


No obstante, la disparidad de criterios, en cuanto al órgano competente para la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho en el ámbito de los municipios de régimen común, como ya hemos tenido ocasión de abordar con anterioridad, ha sido resuelta por la STS, Sala de lo contencioso de 13 de diciembre de 2022, Rec. 4472/2020, que se decanta en favor de la posición hasta el momento mayoritaria, residenciando dicha competencia en el Pleno, reputándola además como indelegable, fijando como doctrina casacional al respecto la siguiente:


«1. En tanto no se colme el evidente vacío legal, el órgano competente para conocer de las revisiones de actos nulos de pleno derecho de los Presidentes de las Corporaciones Locales de régimen común es el Pleno del Ayuntamiento.

2. No cabe la delegación de tal facultad».



Siendo así que, haciendo traslación de dicha doctrina jurisprudencial en concordancia con lo dispuesto en el art. 106.3 LPACA, hemos de concluir que, siendo el Pleno el órgano competente para la revisión de oficio, también lo es para declarar la inadmisión.





	 (1) 

	Y en igual sentido, STS, Sala de lo contencioso de 27 de febrero de 2020, Rec. 350/2018.


	 Ver Texto 








Supuesto n.º 8 Acción de nulidad e instrumentos de planeamiento urbanístico. Cosa juzgada y revisión de oficio. Legitimación de un concejal para instar la revisión de oficio


 ENUNCIADO

1º. Por parte de un vecino se ha presentado un escrito en la Oficina de Asistencia en materia de registros del Ayuntamiento en el que actualmente se encuentra prestando funciones como secretario general de la Corporación, interponiendo acción de nulidad contra un Estadio de Detalle que resultó aprobado y publicado en el año 2016, en el que se argumenta que el mismo incurre en nulidad de pleno derecho, no pudiendo otorgarse licencia con base en sus determinaciones, dado que contradice el vigente PGOU del municipio, y por ende afectando al principio de jerarquía normativa.

Se le solicita que emita informe y fundamente en derecho si procede la admisión a trámite de la acción de nulidad frente al Estudio de Detalle que fue objeto de aprobación en su día.

2º. Por parte de una entidad mercantil, se solicitó una licencia de instalación y funcionamiento para una determinad actividad, siendo así que, transcurrido el plazo para resolver y notificar, dicha mercantil ante la inactividad del Ayuntamiento, procedió a interponer recurso contencioso-administrativo, de forma que ha obtenido una sentencia firme, en la que se declara que dicha mercantil, ha obtenido por silencio administrativo la licencia solicitada.

No obstante, dado que el Sr. concejal de Industria considera que la obtención de dicha licencia aun cuando lo haya sido por silencio administrativo positivo, está incursa en nulidad de pleno derecho, por carecer de requisitos esenciales para su otorgamiento, conforme a lo dispuesto en el art. 47.1.f) LPACA, por lo que se le solicita informe sobre la viabilidad de ejercitar una revisión de oficio por parte del Ayuntamiento, atendiendo a los hechos descritos.

3º. Por último, el Sr. alcalde le solicita un informe para que se pronuncie específicamente sobre la posible legitimación de los concejales para instar la revisión de oficio, dado que por parte de un concejal de la oposición se ha instado el ejercicio de la acción de nulidad contra un acuerdo del Pleno de la Corporación adoptado hace 3 años relativo a una modificación contractual, al considerar que el mismo incurre en nulidad de pleno derecho con base en el art. 47.1.e) LPACA en concordancia con el art. 39.1 LCSP, dado que no siguió para su adopción el procedimiento legalmente establecido.

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. A tales efectos, hemos de partir por la determinación de la naturaleza jurídica de un Estudio de Detalle, los cuales constituyen el último «eslabón» dentro de la cascada de los instrumentos de planeamiento, y que en la legislación estatal supletoria de suelo (TRLS’76, si bien sin apenas variaciones se mantienen en la legislación de las CCAA), en particular en su art. 14 se contemplan en los siguientes términos:


«Uno. Los Estudios de Detalle podrán formularse cuando fuere preciso para completar o, en su caso, adaptar determinaciones establecidas en los Planes Generales para el suelo urbano y en los Planes Parciales.

Dos. Su contenido tendrá por finalidad prever o reajustar, según los casos:

a) El señalamiento de alineaciones y rasantes; y/o

b) La ordenación de los volúmenes de acuerdo con las especificaciones del Plan.

Tres. Los Estudios de Detalle mantendrán las determinaciones fundamentales del Plan, sin alterar el aprovechamiento que corresponde a los terrenos comprendidos en el Estudio.

En ningún caso podrán ocasionar perjuicio ni alterar las condiciones de la ordenación de los predios colindantes.

Cuatro. También podrán formularse Estudios de Detalle cuando fueren precisos para completar el señalamiento de alineaciones y rasantes, respecto a las Normas complementarias y Subsidiarias del Planeamiento.

Cinco. Los Estudios de Detalle comprenderán los documentos justificativos de los extremos señalados en el número dos».



Si bien, a tal respecto, debemos aclarar que los instrumentos de planeamiento, así como sus posteriores modificaciones, ostentan la naturaleza jurídica de disposición de carácter general o reglamentaria, siendo que, en tal sentido, pueden citarse entre otras muchas la STS, Sala de lo contencioso de 7 de septiembre de 2016, Rec. 2127/2015, que, con cita de otras anteriores, dispone que:

«En la sentencia de 8 de abril de 2010 —recurso de casación n.o 1325/2006—, reproducida en la de 25 de febrero de 2016 (recurso de casación n.o 2510/2014) se declara que "…esta Sala se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la posibilidad de convalidación y ratificación de actos administrativos, declarando que se pueden convalidar los actos anulables pero no los ya anulados, porque estos han desaparecido del mundo jurídico, ya no existen, lo que impide su ratificación o convalidación, que requiere, para volver a producirse de nueva y distinta tramitación administrativa, como se indica en la STS de 20 de diciembre de 2001, recurso de casación 7700/1997…", añadiendo a lo expresado que "…reiterada jurisprudencia de esta Sala —así sentencias de 8 de abril y 21 de mayo de 2010 y 15 de junio de 2022— que en esencia declararon que: (1) Los planes de urbanismo son disposiciones de carácter general, esto es, son normas con rango reglamentario, de modo que no puede resultar de aplicación el artículo 76 de la ley 30/1992; (2) Los vicios de los que adolecen las disposiciones generales son vicios de nulidad plena, respecto de los cuales carece de fundamento la convalidación; (3) Los vicios de invalidez en que pueden incurrir las disposiciones generales son únicamente supuestos de nulidad plena; (4) La nulidad de pleno derecho no admite convalidación, pues no se trata de un simple supuesto de anulación sino de nulidad con efectos ex tunc. En definitiva, se trata de los efectos lógicos de la declaración de nulidad de pleno derecho de una disposición reglamentaria…"».


O inclusive, de forma más reciente, la STS, Sala de lo contencioso de 29 de abril de 2021, Rec. 218/2020, cuando concluye en línea con la anterior que:

«…ciertamente, es abundante la jurisprudencia que, partiendo de la naturaleza normativa de los planes urbanísticos (que) califica de nulidad de pleno derecho los vicios a ellos atañen, con la eficacia ex tunc que le es propia, y extrae de ello las consecuencias inherentes a tal categoría jurídica de invalidez, consecuencias que se despliegan o repercuten en muy diversos aspectos del planeamiento urbanístico de los que aquí debemos centrarnos en uno de ellos, cual es el de su incidencia sobre el planeamiento de desarrollo en la medida que éste se encuentra estructurado o interrelacionado, fundamentalmente y sin perjuicio de peculiaridades que no vienen al caso como las que atañen a los planes especiales, sobre el principio de jerarquía».


Naturaleza reglamentaria o normativa de los instrumentos de planeamiento urbanístico, que igualmente se hace extensiva o predicable de los Estudios de Detalle, con independencia de su reducido margen de actuación, como bien recuerda la STS, Sala de lo contencioso de 30 de junio de 2004, Rec. 865/2002, cuando viene a concluir que:

«…lo recurrido no es un acto sino una disposición de carácter general por más que ocupe el último o ínfimo escalón en los instrumentos de planeamiento u ordenación urbanística, por lo que la Sala de instancia no ha suplantado la determinación de contenido discrecional de un acto propio de la Corporación Municipal sino que ha ejercido su potestad de control jurisdiccional de la legalidad de una disposición de carácter general, declarando que infringe las determinaciones de otra rango superior, por lo que la ha declarado nula de pleno derecho conforme a lo dispuesto en los artículos 51.2 y 62.2 de la ley 30719992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 70.2 de la vigente ley jurisdiccional (83.2 de la anterior), y sin que, al hacerlo, haya dispuesto la forma en que han de quedar redactadas las determinaciones anuladas, que es lo que, exclusivamente, impide el precepto aducido como vulnerado».


Una vez definida la naturaleza jurídica que se reputa de los instrumentos de planeamiento, que como hemos dicho es la de disposición normativa o de carácter reglamentario, para determinar la viabilidad o no de admitir a trámite la pretensión de ejercitar la acción de nulidad frente a un Estudio de Detalle, habríamos de acudir a las determinaciones del art. 106.2 LPCA, cuando refiere que:

«Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere podrán declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2».


Como claramente se colige del art. 106 LPCA, la posibilidad de que los particulares, aun cuando ostentaren la condición de interesados por poder quedar afectados en la esfera de sus derechos y/o intereses legítimos por parte de la correspondiente disposición general o reglamentaria, se encuentra expresamente vedada, como así lo ha reconocido el TS en una reiterada línea jurisprudencial, pudiendo citarse a modo de ejemplo, la STS, Sala de lo contencioso de 1 de diciembre de 2020, Rec. 3857/2019 o de 25 de febrero de 2022, Rec. 6512/2020, concluyendo esta última que:

«El artículo 106.2 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, no reconoce legitimación a los interesados para ejercer una acción de nulidad dirigida a obtener la declaración de revisión de oficio de disposiciones generales».


Y expresamente, en lo que respecta a la imposibilidad de ejercicio de la acción de nulidad frente a instrumentos de planeamiento dada su naturaleza reglamentaria, se pronuncia la STS, Sala de lo contencioso de 25 de mayo de 2016, Rec. 25/2015, en los siguientes términos:


«Como disposiciones de carácter general que son los planes urbanísticos, o por poseer en todo caso estos instrumentos de planeamiento una naturaleza análoga o similar, les son de aplicación las previsiones específicas establecidas por la normativa estatal sobre procedimiento administrativo común para su revisión de oficio (artículo 102.2 LRJAP-PAC), no las de los actos administrativos (artículo 102.1) y sucede así que, mientras la revisión de oficio de los actos administrativos puede promoverse «por iniciativa propia o a solicitud de interesado» (artículo 102.1), la de las disposiciones de carácter general —y, por tanto también, la de los planes urbanísticos— solo puede tener lugar "de oficio" (artículo 102.2), esto es, los particulares no tienen reconocido el derecho a promover la revisión de oficio —en definitiva, no vienen a disponer de una auténtica acción de nulidad— en estos casos.

Cierto es que las infracciones del ordenamiento jurídico que puedan imputarse a los planes y demás disposiciones de carácter general determinan indefectiblemente su nulidad de pleno derecho (artículo 62.2 LRJAP-PAC), y no ha lugar a la anulabilidad en estos casos (al contrario que los actos administrativos que pueden ser nulos de pleno derecho o anulables, según la infracción que les imputa, y que como regla general son anulables y solo excepcionalmente nulos de pleno derecho).

Ahora bien, como decimos, nuestro ordenamiento jurídico no contempla una acción de nulidad para hacer valer un vicio de esta índole con carácter general, sea contra los actos administrativos sea contra los reglamentos o disposiciones de carácter general, sino que circunscribe la acción de nulidad al caso de los actos administrativos cuando concurra en ellos alguna causa determinante de su nulidad de pleno derecho».



Por tanto, a tenor de lo hasta ahora expuesto, no resultaría procedente admitir a trámite la solicitud de revisión de oficio o acción de nulidad instada por un ciudadano en relación al referenciado Estudio de Detalle, debiendo procederse a la inadmisión conforme a lo establecido en el art. 106.3 LPACA, siendo igualmente de interés y de aplicación las consideraciones efectuadas en el supuesto práctico anterior, en lo que se refiere de un lado, al órgano competente para declarar la inadmisión, así como de otro, a la exigencia bajo nuestro punto de vista, de la emisión de informe preceptivo de la Secretaría Municipal, conforme a las previsiones del RJFHN.

Siendo así que, en lo referente al órgano competente para declarar la inadmisión de la revisión de oficio en el ámbito de los municipios de régimen común, lo será el Pleno de la Corporación conforme deriva de la doctrina asentada por la STS, Sala de lo contencioso de 13 de diciembre de 2022, Rec. 4472/2020, en concordancia con lo establecido en el art. 106.3 LPACA.

2º. A la hora de abordar la cuestión que se somete a nuestra consideración, hemos de partir del carácter restrictivo de las causas de nulidad de pleno derecho, tal y como ha venido poniendo de relieve una sólida doctrina jurisprudencial, pudiendo ser objeto de cita a modo de ejemplo, entre otras muchas, la STS, Sala de lo contencioso de 2 de febrero de 2017, Rec. 91/2016, cuando refiere que:

«…los vicios de nulidad radical deben ser objeto de una interpretación estricta, de manera que, dentro de la teoría de la invalidez, la anulabilidad se erige en la regla general frente a la excepción que es la nulidad radical o de pleno derecho…».


A su vez, la apreciación de una causa de nulidad de pleno derecho se encuentra estrechamente anudada, a la revisión de oficio como técnica de revisión extraordinaria de actos administrativos, tal como se contempla en el art. 106 LPACA, pues como deriva de tal precepto legal, su ejercicio requiere como presupuesto habilitante al efecto, la concurrencia de causa de nulidad de pleno derecho, básicamente contempladas en el art. 47 LPACA, sin perjuicio de la posibilidad de su ampliación por parte del legislador sectorial, tal como se establece en el meritado precepto.

En lo que se refiere a la revisión de disposiciones y actos nulos, hemos de estar a las previsiones contempladas en el art. 106 LPACA, de conformidad con el cual:


«1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1.

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2

3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artículos 32.2 y 34.1 y de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.

5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo».



En interpretación de tales consideraciones de orden legal, la doctrina jurisprudencial también de forma constante y prácticamente unánime, ha venido destacando el carácter excepcional y restrictivo de la revisión de oficio o acción de nulidad, como es el caso, de la STS, Sala de lo contencioso de 5 de mayo de 2005, Rec. 3048/2002, cuando viene a referir que:

«…debemos recordar que el art. 102.1 de la ley 30/1992 configura la revisión de oficio con un carácter excepcional, que únicamente debe ser utilizada cuando realmente se detecten vicios que hagan precisa la retirada del acto del mundo jurídico».


En tanto que, la STS, Sala de lo contencioso de 14 de abril de 2010, Rec. 3533/2007, viene a remarcar que:


«La solicitud por parte de un interesado de que la Administración declare de oficio la nulidad de un acto administrativo supone ya, en principio, una previa inacción por parte de dicho interesado, que no interpuso en su momento el correspondiente recurso contencioso-administrativo en el que hubiera podido alegar todo cuanto a su interés conviniera.

Esto explica que la revisión de oficio se circunscriba a causas tasadas de nulidad de pleno derecho y que haya de ser interpretado de forma rigurosa».



De forma que tal y como reitera y puntualiza la STS, Sala de lo contencioso de 9 de marzo de 2022, Rec. 4437/2020:


«La acción de nulidad de pleno derecho de los actos firmes y su atacabilidad, en el campo general del Derecho Administrativo, posee carácter excepcional; el instituto de la firmeza del acto tiene como fin primordial procurar la estabilidad del sistema y certeza en las relaciones jurídicas surgidas de la actuación administrativa, bajo la protección del principio de seguridad jurídica y eficacia de la actuación administrativa, a la que acompaña la presunción de legalidad de dicha actuación.

El propio sistema establece los contrapesos para evitar situaciones indeseadas y perjudicar los intereses legítimos de los ciudadanos, estableciendo los mecanismos de revisión previstos legalmente en el sistema de recursos ordinarios contra la actuación administrativa desfavorable; cuando se han cumplidos los requisitos formales y garantizando el derecho de los ciudadanos y estos consienten y adquiere firmeza la actuación administrativa, se produce su intangibilidad.

Razones que hacen que la acción de nulidad de pleno derecho sea excepcional y por causas no sólo estrictas sino también de interpretación restrictiva».



Una vez expuestas las pautas jurisprudenciales reiteradamente asentadas por el Alto Tribunal en lo que se refiere al ejercicio de la potestad de revisión de oficio, hemos de continuar profundizando en la cuestión que ha de ser objeto de análisis y resolución, lo que pasa por la posibilidad de abordar el ejercicio de dicha potestad en relación a actos administrativos ya declarados firmes en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, y por ende, dotados de la intangibilidad de la cosa juzgada.

En relación con esta última institución de orden procesal, contemplada con carácter común en el art. 222 LEC, señala como principales efectos que de ella derivan la STS, Sala de lo contencioso de 19 de junio de 2023, Rec. 2444/2022, los siguientes:


«El art. 222.1 LEC, exige, para que opere el efecto impeditivo de la cosa juzgada material, que concurra la triple identidad de partes, objeto y causa de pedir (…)

Respecto al efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada material, el art. 222.4 LEC dispone que "lo resuelto con fuerza de cosa juzgada en la sentencia firme que haya puesto fin a un proceso vinculará al tribunal de un proceso posterior cuando en éste aparezca como antecedente lógico de lo que sea su objeto, siempre que los litigantes de ambos procesos sean los mismos o la cosa juzgada se extienda a ellos por disposición legal".

La cosa juzgada material aparece exclusivamente ligada a las sentencias firmes que juzgan y resuelven sobre el fondo del asunto, como resulta del artículo 222 LEC, que sólo incluye esta clase de resoluciones al regular la cosa juzgada material.

La vinculación que deriva de la cosa juzgada material en su vertiente positiva, esto es, para condicionar aspectos de la decisión de fondo en otro proceso, referente a materias conexas con las anteriormente resueltas, exige que la resolución dictada en el primer pleito sea una sentencia firme (es decir, no susceptible de ser impugnada por medio de recursos en el seno del mismo proceso), y que resuelva el fondo del asunto, pues sólo así cabe entender juzgada definitivamente la pretensión».



Siendo así que, en lo que respecta a la posibilidad de que pueda ejercitarse la revisión de oficio en relación a un acto administrativo, sobre el que existe una sentencia con carácter firme, y por ende dotada de cosa juzgada material, se viene decantando el Alto Tribunal, por la prevalencia de esta última, siendo que, en tales casos, se erige como un límite a la posibilidad de ejercitar aquella potestad extraordinaria, tal y como viene a recordar la STS, Sala de lo contencioso de 4 de julio de 2023, Rec. 6486/2021, en los siguientes términos:


«La doctrina sentada por este Tribunal, contenida en sentencia de 18 de mayo de 2010 (casación 3238/2007), 28 de abril de 2011 (casación 2309/2007), 5 de diciembre de 2012 (casación 6076/2009) y 7 de febrero de 2013 (casación 563/2010), entre las más recientes, configura dicho procedimiento como un medio extraordinario de supervisión del actuar administrativo, verdadero procedimiento de nulidad, que resulta cuando la invalidez se fundamenta en causa de nulidad de pleno derecho cuya finalidad es la facilitar la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta de que adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva.

Como tal, se trata de un cauce subsidiario de los otros instrumentos procedimentales ordinarios de impugnación de actos administrativos; de modo que, conforme a la indicada doctrina, no es posible instar la revisión de oficio, por existir cosa juzgada, cuando previamente se haya impugnado la resolución de que se trata en vía jurisdiccional, y ello aun cuando en el nuevo procedimiento se aleguen otras causas de nulidad que no fueran las planteadas en la instancia contencioso-administrativa».



Si bien, siendo la señalada la regla general, hemos de tener en cuenta que el supuesto que aquí acontece ha sido siempre objeto de discusión doctrinal, partiendo de que lo que se quiere proceder a revisar es un acto administrativo que aun incurso en nulidad de pleno derecho, su producción por silencio administrativo positivo, ha sido refrendada por una sentencia firme, revestida de la «sacrosanta» cosa juzgada material, que en principio haría inviable la pretensión que nos somete a nuestra consideración el Sr. concejal delegado.

No obstante, sin perjuicio de la regla general expresada en el pronunciamiento anteriormente precitado, no cabe adoptar al respecto posiciones maximalistas, dada la variedad de matices con las que, en ocasiones, puede plantearse dicha cuestión en la praxis administrativa, tal como viene a recordar la STS, Sala de lo contencioso de 11 de noviembre de 2019, Rec. 164/2018, cuando al respecto concluye que:

«…en línea de principio, no cabe sino reconocer (…) que, habiendo sido un acto administrativo revisado jurisdiccionalmente, la conformidad a derecho a o no de dicho acto es cosa juzgada material que resulta intangible salvo por la vía del recurso de revisión de sentencia firmes contemplado en el artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa…».


Si bien, como más adelante refiere dicho pronunciamiento, debe matizarse que:

«…no cabe efectuar afirmaciones terminantes sobre el alcance de la cosa juzgada, sino que es preciso acometer caso a caso un examen analítico de las cuestiones jurídicas realmente tratadas en la sentencia firme originaria para verificar si se alza un obstáculo para la revisión de oficio de un acto administrativo allí enjuiciado».


Partiendo de tales premisas, una cuestión similar a la que aquí se nos suscita, ha sido abordada por la STS, Sala de lo contencioso de 7 de febrero de 2023, Rec. 3435/2021, que con apoyo en la doctrina de la Sala 1ª del Alto Tribunal acerca de la cosa juzgada formal y material, ha venido a fijar como doctrina casacional al respecto, la siguiente:

«Una interpretación de los artículos 106 y 47.1.f) de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas, puestos en relación con lo dispuesto en el artículo 222 de la Ley de Enjuiciamiento Civil sobre el alcance del efecto positivo de la cosa juzgada, conduce a declarar que, habiendo recaído sentencia firme que declara producido por silencio positivo un acto administrativo —en este caso, la autorización para la instalación de un salón de juegos— la revisión de oficio no resulta impedida por el efecto positivo de la cosa juzgada derivados de aquella sentencia cuando, como sucede en el caso que se examina, la resolución judicial únicamente se pronunció en el sentido de afirmar que había operado el silencio positivo, por entender cumplidos los requisitos para que se entendiese producido un acto presunto de contenido positivo, sin haber entrado a examinar la sentencia posibles ilegalidades de fondo de las que pudiera estar aquejada la autorización obtenida por silencio».


Por tanto, haciendo traslación al supuesto sometido a nuestra consideración de la expresada doctrina jurisprudencial, si como parece la sentencia judicial firme se limitó a ratificar la licencia obtenida por silencio administrativo positivo, cabría el ejercicio de la acción de nulidad si concurren el resto de requisitos para su ejercicio, partiendo de la base de que en principio no está sujeta a plazo, sin perjuicio de la posible concurrencia de alguno de los límites contemplado en el art. 110 LPACA.

Asimismo, a modo de conclusión, a la hora de abordar la cuestión que ahí hemos analizado, resultan de sumo interés para la práctica, las conclusiones alcanzadas por la magistrada MARTÍN VALERO (1)  a la hora de analizar minuciosamente la cosa juzgada como límite al ejercicio de la revisión de oficio, señalando que:


«En principio, la Administración no puede proceder a la revisión de oficio de un acto administrativo cuya validez ha sido enjuiciada y declarada por sentencia firme, pues habiendo sido un acto administrativo revisado jurisdiccionalmente, la conformidad a derecho o no de dicho acto es cosa juzgada material que resulta intangible salvo por la vía del recurso de revisión de sentencia firmes contemplado en el artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción.

Ahora bien, no cabe efectuar afirmaciones terminantes sobre el alcance de la cosa juzgada, sino que es preciso acometer caso por caso un examen analítico de las cuestiones jurídicas realmente tratadas en la sentencia firme originaria para verificar si se alza en obstáculo para la revisión de oficio de un acto administrativo allí enjuiciado.

Si la sentencia anterior declara la inadmisión del recurso sin entrar en el fondo del asunto, es posible la revisión de oficio del acto administrativo.

La inviabilidad de la revisión de oficio requiere que la sentencia firme analice las mismas causas de nulidad de pleno derecho que en ella se invoquen.

La inviabilidad de la revisión de oficio alcanza también a aquellas causas que pudieron haber sido alegadas en el procedimiento previo, cuando la revisión de oficio se insta por los interesados recurrentes en ese procedimiento anterior.

La revisión de oficio es inviable cuando la pretensión que se ejercita en la solicitud es la misma que la ejercitada en el anterior procedimiento resuelto por sentencia firme.

La cosa juzgada opera como causa de inadmisión a limine de la revisión de oficio por —carencia manifiesta de fundamento—.

Habiendo recaído sentencia firme que declara producido por silencio positivo un acto administrativo, la revisión de oficio de dicho acto no resulta impedida por el efecto positivo de la cosa juzgada derivado de aquella sentencia, cuando la resolución judicial únicamente se pronunció en el sentido de afirmar que había operado el silencio positivo por entender cumplidos los requisitos para que se entendiese producido un acto presunto de contenido positivo, sin haber entrado a examinar la sentencia las posibles ilegalidades de fondo de las que pudiera estar aquejada la autorización (acto administrativo) obtenida por silencio».



3º. En lo que respecta a la posible legitimación de los miembros de las Corporaciones Locales para instar el ejercicio de la revisión de oficio o acción de nulidad contemplada en el art. 106 LPACA, hemos de partir de la consideración, de que, si bien a priori no se establece plazo para el ejercicio de la conocida como «acción de nulidad» tal como hemos tenido ocasión de abordar en el anterior supuesto, se trata de una vía de carácter excepcional, siendo que además a priori su ejercicio se reserva a los «interesados», concepto cuya delimitación se contempla a nivel legal en el art. 4 LPACA en los siguientes términos:


«1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento».



En lo que respecta a la necesidad de ostentar dicha cualidad para promover el procedimiento de revisión de oficio o acción de nulidad, tal como viene a subrayar la STS, Sala de lo contencioso de 25 de febrero de 2021, Rec. 290/2019:


«La cualidad de interesado, cuando se promueve el procedimiento, viene determinada por ser titular de un derecho o por la concurrencia de intereses legítimos, individuales o colectivos.

El concepto de interesado en el procedimiento administrativo, con carácter general, se confiere, tanto a quien es titular de un derecho subjetivo como al que ostenta un interés que en la vieja LPA era un interés "legítimo, personal y directo" (artículo 23) y en la ley 39/2015 (artículo 4.1.a) reiterando lo establecido en la Ley 30/1992 (artículo 31.1), ha pasado a ser simplemente un interés "legítimo".

Esta legitimación para promover el procedimiento de revisión de oficio, solicitando la nulidad de un acto de nombramiento, tiene las mismas condiciones esenciales exigibles para cualquier otro procedimiento administrativo (…)

Y su interés debe traducirse en la obtención de un beneficio o en la eliminación de un perjuicio, cierto, real y efectivo para el recurrente que fue quien promovió tal procedimiento».



Siendo así que en lo que a la atribución de la condición de interesado se refiere, cuando la misma deriva de la titularidad de intereses legítimos, conforme precisa la STS, Sala de lo contencioso de 2 de junio de 2014, Rec. 41/2013 debe tenerse en cuenta que:

«La condición de interesado en cuanto titular de intereses legítimos afectados por las resoluciones cuya nulidad se postula viene siendo identificada por la jurisprudencia con la persona para la que derivan beneficios o perjuicios actuales o futuros, pero ciertos del acto impugnado, de manera que la anulación pretendida produzca de modo inmediato un efecto positivo (beneficio) o evitación de un efecto negativo (perjuicio) actual o futuro, pero cierto y presupuesto, por tanto, que la resolución administrativa pueda repercutir, directa o indirectamente, pero de modo efectivo y acreditado, es decir, no meramente hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente esfera jurídica de quien alega su legitimación y, en todo caso, ha de ser cierto y concreto, sin que baste, por tanto, su mera invocación abstracta y general o la mera posibilidad de su acaecimiento».


Ahora bien, fuera de los supuestos en que pudieran confluir la condición de interesado y de concejal para ejercitar la acción de nulidad, se plantea el interrogante de si los concejales por el mero hecho de ostentar dicha condición, gozan de una legitimación cualificada o específica por su condición de representante de la ciudadanía para el ejercicio de dicha acción, que no debe ser objeto de confusión, con la especial legitimación que se les reconoce en el art. 63.1.b) LBRL o en el art. 211 ROFEL para la impugnación de acuerdos adoptados por órganos colegiados de los que formen parte, siempre que hubiesen votado en contra de tales acuerdos, que inclusive ha sido ampliada por la vía de la jurisprudencia constitucional (2) , a la posibilidad de impugnación de los actos y acuerdos de otros órganos de la Corporación Municipal de los que no formen parte, si bien ello, no constituye una cuestión pacífica en el seno de la jurisdicción contencioso-administrativa (3) .

Así la cuestión que analizamos dista mucho de ser una cuestión pacífica, como pone de manifiesto la doctrina de los autores, pronunciándose en favor de reconocer dicha legitimación ÚBEDA TARAJANO (4) , cuando apunta al respecto que:


«En el ámbito específico de las corporaciones locales, el artículo 211 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por RD 2568/1986, de 28 de noviembre dispone: el plazo para interponer recurso de reposición por los Concejales o miembros de las Corporaciones locales que hubieran votado en contra del acuerdo se contará desde la fecha de la sesión en que se hubiere votado el acuerdo.

Pues bien, si en el ámbito jurisdiccional se ha ampliado la legitimación de los miembros de las corporaciones locales en el sentido de abrirles la posibilidad de impugnar los acuerdos adoptados por órganos de los que no forma parte, ninguna duda debe albergarse de que a quien se le reconoce lo más (impugnación en sede jurisdiccional) nos e le puede negar legitimación para impugnar lo menos (interponer recursos en vía administrativa e instar la revisión de oficio de actos y disposiciones nulos)».



De sentido contrario, es la opinión de GALLEGO ALCALÁ (5) , que, en relación con la cuestión concernida, opina que:


«La jurisprudencia ha tenido ocasión de analizar la cuestión, concluyendo que la acción pública no la poseen los concejales (STS 26/09/2014), dado que ello supondría tanto como reconocer una acción pública a todos los que con independencia del cargo esgriman su condición de políticos.

Llegados a este punto no debe confundirse la acción pública con la legitimación que ostentan los miembros de las Corporaciones locales (artículo 63 LRBRL), para impugnar actos de la Entidad Local, legitimación que encuentra como criterio general, conviene recordar, que se haya votado en contra del acuerdo municipal adoptado por órgano colegiado del que es miembro.

En mérito de ello, partiendo de que el concejal carece de legitimación al no ostentar la posición de interesado que pueda articular o poner en marcha el procedimiento administrativo de revisión de oficio, lo razonable jurídicamente frente a tal solicitud es que el Ayuntamiento no se encuentre compelido u obligado a iniciar procedimiento alguno, pues pudiera con ello afectar al principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 de la CE)».



Precisamente, esta disparidad de criterios, también se observa en los pronunciamientos en que se apoyan tales autores para sostener su posición, como es el caso, de la STS, Sala de lo contencioso de 19 de diciembre de 2001, Rec. 6803/1997, que se decanta en sentido favorable a reconocer legitimación para el ejercicio de la acción de nulidad a los miembros de las Corporaciones Locales, en los siguientes términos:


«El citado artículo 63-1-b) establece que, junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo, podrán impugnar los actos y acuerdos de las Entidades Locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico los miembros de las corporaciones locales que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos.

De la redacción literal de este precepto se desprende que la legitimación que se reconoce a los concejales disidentes para la impugnación de aquellos acuerdos es tan amplia como la que generalmente se reconoce a los demás sujetos de derecho con arreglo a las leyes procedimentales administrativa y jurisdiccional.

Sobre esta base, si lo que diferencia a los recursos ordinarios de las llamadas acciones de nulidad es que en los primeros se puede plantear cualquier clase de infracción del Ordenamiento Jurídico (tanto las determinantes de nulidad radical como las de simple anulabilidad) mientras que en los segundos la cognición queda estrictamente limitada a los vicios de nulidad concretamente alegados, ha de concluirse que a quien se le reconoce legitimación para lo más (plantear a través del cauce impugnatorio ordinario cualquier vicio del acto recurrido) no se le puede negar legitimación para lo menos (restringir su impugnación a concretos vicios de nulidad absoluta).

Por lo demás, el empleo del verbo "impugnar" no permite llegar a otra conclusión, ya que el procedimiento de revisión de actos nulos a instancia de parte que se regula en el artículo 102-1 de la Ley 30/1992 es, indudablemente, un cauce impugnatorio de la legalidad de dichos actos. En fin, la interpretación restrictiva sostenida por el recurrente en casación no se aviene bien con la propia caracterización dogmática de los vicios de nulidad de pleno derecho, que reclaman una interpretación de las normas de procedimiento que favorezca su depuración».



De otro lado, de igual interés resulta la STS, Sala de lo contencioso de 26 de septiembre de 2014, Rec. 3928/2012, que, si bien no se pronuncia de forma expresa sobre la posible legitimación de los miembros de las Corporaciones Locales para ejercitar la acción de nulidad, sí que asienta una doctrina en interpretación del art. 63.1.b) LBRL que podría sustentar la postura de su no reconocimiento, cuando al respecto refiere que:


«La actividad política, en general, que desarrolla el recurrente en el ámbito local, y que esgrime ahora, en el tercer motivo, como fuente de legitimación activa para extender la noción de "interés legítimo" más allá de la previsión del artículo 19.1.a) de la LJCA y de sus contornos tradicionales, no puede ser acogida, pues esa estimable actividad no altera las normas procesales sobre la legitimación activa.

Repárese que la solución contraria supondría el reconocimiento de una suerte de acción pública a todos los que, con independencia del cargo representativo, esgriman su condición de políticos, cuando la legitimación del artículo 63.1.b) de la LBRL no es una legitimación en defensa de la legalidad, sino un medio de control del funcionamiento de la entidad local directamente reconocida a los que tienen mandato representativo, y fueron disidentes, en el órgano colegiado municipal en el que se expresa la voluntad popular de ámbito local».



En el ámbito de la jurisprudencia menor, también es posible localizar algún pronunciamiento que aborda la cuestión objeto de controversia, como es el caso, de la STSJ Extremadura, Sala de lo contencioso de 19 de diciembre de 2022, Rec. 214/2022, que se pronuncia en sentido contrario a dicho reconocimiento, sobre la base de los siguientes postulados:


«El Sr (…), sí posee legitimación en el ámbito judicial para que un Juez o Tribunal determine si la administración tenía que haber admitido o no su solicitud de revisión, pero ello no es óbice que el mismo juzgador o Tribunal examinen si poseía en sede administrativa legitimación para recurrir.

Ya hemos indicado que la impugnación del acto del pleno pudo ser recurrida por el concejal que votó en contra en plazo tanto administrativo como contencioso (eso es una acción). No lo hizo y meses después insta otra acción diferente como es la solicitud de revisión.

Se argumente que "confiaba en la palabra" y esperaba que se tratara el asunto en otro pleno lo que no sucedió. Esa afirmación podrá ser cierta o no, pero no es óbice para que actuase de acuerdo con la legalidad recurriendo el acto e insistimos, no lo hizo.

Expuesto lo anterior, esta Sala entiende que efectivamente y desde ese momento el concejal deja de tener en este caso legitimación para instar esa otra acción diferente (…)

Como puede observarse, de estos asuntos se deduce que efectivamente no existe legitimación administrativa para instar la revisión cuando por cuestiones de buena fe, abuso del derecho, falta de interés legítimo, etc. En este supuesto entendemos que el hecho de no recurrir el acto en plazo le priva de solicitar la revisión del acto a la administración meses después por el hecho de ser concejal y por tanto la inadmisión administrativa debe reputarse conforme a derecho…».



En similar sentido, al anteriormente apuntado, se pronuncia el Auto n.o 40/2018, JCA n.o 1 de Cartagena de 2 de mayo de 2018, cuando en relación con la cuestión concernida inadmite la legitimación de un concejal para instar la revisión de oficio, y por ende la interposición de recurso contencioso-administrativo en que se pretende sustentar dicha pretensión, sobre la base de las siguientes consideraciones:


«La condición de concejal no otorgar a la actora legitimación para la revisión de oficio de un Acuerdo del Pleno de 12 de noviembre de 2003 en materia contractual, que es firme desde hace ya largo tiempo (casi quince años).

Los argumentos esgrimidos en la solicitud de revisión de oficio, como ahora en la demanda, son alegaciones en defensa de una legalidad supuestamente infringida en su día cuando se aprobó la modificación del contrato de concesión (…); y como tiene dicho en reiteradas ocasionales la Sala de lo contencioso administrativo de Tribunal Supremo no cabe entender legitimado a aquel peticionario (ahora demandante) que interesa una revisión de oficio de un acto administrativo firme basado en un —mero interés de la legalidad—, necesitando una relación determinada con la cuestión debatida.

La condición de concejal no otorga a la actora legitimación para interponer el presente recurso, pues no concurren en ella los requisitos legalmente establecidos para ostentar la especial legitimación que los concejales pueden tener ex artículo 63.1.b) de la Ley de Bases de Régimen Local para determinados asuntos; este precepto otorga legitimación "representativa" en aquellos en que el concejal hubiera votado en contra del acto o acuerdo respecto del cual pretende su anulación (en este caso la iniciación de un expediente de revisión de oficio); y no es controvertido, que la recurrente no formaba parte del Pleno que aprobó el acuerdo en 2003 respecto del que ahora ha visto denegado por silencio su solicitud de revisión de oficio (entre otras STS Sala CA de 14 de marzo de 2002, o la STSJRM Sala CA de 26 de junio de 2006).

En esta última sentencia se recuerda que no es suficiente la alegación de motivos referentes a la defensa de la legalidad para ostentar legitimación activa, recordando también que en materia contractual no existe, a diferencia de en materia urbanística, la acción pública; y en concreto refiere que "un partido político (aquí una concejal), no puede arrogarse a estos efectos (de legitimación procesal) la representación de la masa social que le ha votado, al ser evidente que la misma no le confiere interés legítimo exigido por el artículo 19.1 LJCA en la forma en que es interpretado por la jurisprudencia (…).

De todo lo anterior, se concluye que la actora, como concejal del Ayuntamiento (…) carece de interés legítimo, personal e individual respecto del acuerdo cuya revisión de oficio interesa, más allá de su interés en la legalidad ordinaria o en un interés político cuya defensa, democrática y legitima, debe ser encauzada por otras vías antes los órganos en los que la misma ejerce su ordinaria representación política.

Finalmente, tal y como refiere la codemandada, tampoco tiene la actora legitimación activa por su condición de vecina del municipio (…) puesto que como ya se ha dicho más arriba no existe acción pública en materia de contratación, y por tanto, no estando en tela de juicio sus concretos derechos e intereses propios (…) la misma carece de legitimación"».



Por tanto, atendiendo al conjunto de consideraciones que hemos expuesto de forma pormenorizada y amplia, aunque como hemos visto no constituye una cuestión pacífica, sí que parece que son mayoritarias las posiciones que abogan por negar la legitimación a los miembros de las Corporaciones Locales para el ejercicio de la acción de nulidad contemplada en el art. 106 LPACA, dado que ello supondría configurar una suerte de acción pública en cualquier materia, y ya no sólo a los efectos de interposición de recursos, como sí admite la doctrina constitucional, sino inclusive en el ejercicio de mecanismos extraordinarios de revisión como es el caso de la acción de nulidad o revisión de oficio.
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Supuesto n.º 9 Día inicial de cómputo para resolver y notificar la resolución de recurso administrativo. Recurso de reposición extemporáneo y recurso contencioso-administrativo


 ENUNCIADO

Por parte del Ayuntamiento de X, a resultas de informe técnico desfavorable, se ha denegado mediante Resolución de Alcaldía de 19 de noviembre de 2020 una licencia de obras a D. ABC, la cual ha sido objeto de notificación al interesado con fecha 20 de noviembre de 2020.

Por parte del interesado se ha presentado en la Oficina de Asistencia en materia de Registro de la Subdelegación del Gobierno en la Provincia con fecha 21 de diciembre de 2020 un recurso de reposición dirigido al Excmo. Ayuntamiento de X contra la denegación de la referida licencia de obras por no considerarla conforme a Derecho, si bien dicho recurso tuvo entrada en la Oficina de Asistencia en materia de Registro del Excmo. Ayuntamiento de X el día 28 de diciembre de 2020.

En relación con el mismo se le someten para su consideración y fundamentación jurídica las siguientes cuestiones:

1º. A su juicio ¿Cuál sería la fecha de que habría de tenerse en cuenta para tener por presentado el recurso de reposición en el Ayuntamiento por parte del interesado?

2º. Por su parte el Sr. alcalde en virtud de Decreto dictado con fecha de 18 enero de 2021, acordó la inadmisión del recurso de reposición por extemporáneo. ¿Se ha adoptado la resolución dentro del plazo legalmente establecido? ¿Es ajustada a Derecho dicha resolución?

No obstante, con fecha 4 de enero de 2021 el interesado había presentado un escrito desistiendo del recurso de reposición, e interpuso recurso contencioso-administrativo el día 15 de enero de 2021.

¿Es correcta la actuación llevada a cabo por el interesado o habría de desestimarse el recurso contencioso-administrativo interpuesto?

SOLUCIONES PROPUESTAS

1º. Si bien nada se dice en el supuesto presuponemos que al ser una persona física no ha optado por la opción electrónica de acuerdo con el art. 14.1 LPACA, de forma que, al efecto, hemos de estar a lo dispuesto en el art. 16.4 de la LPACA (ya plenamente vigente desde el 2 de abril de 2021, superando así las posturas divergentes en cuanto a su entrada en vigor), señalando el mismo que:


«Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.

b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.

e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.

Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros».



Así como vemos, la divergencia se encuentra en si el escrito a través del cual se articula el recurso de reposición ha de considerarse presentado con fecha 21/12/2020 (fecha de presentación en la OAMR de la Subdelegación) o bien el 28/12/2020, fecha en la que efectivamente tuvo entrada en la OAMR en el Ayuntamiento.

A tal efecto resulta, muy ilustrativa, y puede considerarse que sigue siendo válida hoy en día, la doctrina del TS con respecto al art. 38.4 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre (que regulaba los registros válidos a efectos de presentación), pudiendo citarse en tal sentido, la STS, Sala de lo contencioso de 30 de septiembre de 2009, Rec. 2978/2005, que al respecto establece que:


«Es indudable que la forma ordinaria en que los interesados pueden aportar documentos a un expediente administrativo consiste en su presentación en cualquiera de los registros o dependencias a que alude el artículo 38.4 de la ley 30/1992.

Y también es cierto que, aunque según dicha norma es plenamente válida y eficaz la presentación de los documentos en lugares distintos al registro del propio órgano administrativo al que van dirigidos (se admite la presentación en los registros de otros órganos administrativos o en oficinas de correos), a los efectos concretos del cómputo del plazo para que opere el silencio, en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la fecha relevante no es la de su presentación en cualquier registro público u oficina de correos sino la de entrada del documento en el registro del órgano competente para su tramitación (artículo 43.2.b/ de la ley 30/1992).

Sin duda, porque el legislador ha entendido que el plazo para que opere el silencio no debe iniciarse cuando la solicitud, aunque válidamente presentada, no ha llegado aún al órgano competente para su tramitación».



También resulta interesante, la STS, Sala de lo contencioso de 14 de julio de 2011, Rec. 378/2008, que vino a establecer en relación con el meritado art. 38.4 que:


«a) No hay duda de que el escrito interponiendo recurso de reposición fue presentado el 9 de enero de 2004, dentro del plazo de un mes tras la publicación del acuerdo de aprobación definitiva del Plan General de Terrassa en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña de 12 de diciembre de 2003; pues aunque la presentación se produjo en un Ayuntamiento, que al parecer no tenía suscrito con la Administración autonómica el convenio a que se refiere el artículo 38.4.b/ de la Ley 30/1992 en orden a la presentación y recepción de escritos, el sello de presentación del documento en el Registro del mencionado Ayuntamiento acredita de manera indubitada la fecha en la que el interesado exteriorizó y materializó su voluntad de impugnación.

b) El Ayuntamiento de Terrassa no rechazó la presentación del escrito, ni advirtió al recurrente de la inexistencia de convenio suscrito con la Administración autonómica para tal fin, ni de que por esa causa podría no interrumpirse el plazo de interposición del recurso de reposición. Más bien al contrario, aceptó el escrito, lo registró, le devolvió la copia sellada al interesado y lo remitió a la Generalidad de Cataluña para su resolución.

c) Se creó por ello la confianza legítima en el recurrente de que la presentación del recurso de reposición en el Registro municipal enervaba el transcurso del plazo establecido para su interposición (artículo 3.1 in fine de la Ley 30/1992)».



Por tanto, sin perjuicio de lo que analizaremos más delante de acuerdo con tales previsiones, hemos de sacar 2 conclusiones para la práctica:


	
a)  Que la fecha para la presentación dentro de plazo, es la que se lleve a cabo en alguno de los registros a día de hoy contemplados en el art. 16.4 LPACA (si bien debe matizarse como sabemos para los sujetos obligados a relacionarse electrónicamente que han de efectuar la presentación por dicha «vía»), si bien la que habrá de tenerse en cuenta a los efectos de comenzar el cómputo del plazo para resolver y notificar, será la de entrada «efectiva» en el registro del órgano competente para resolver.

	
b)  Que hoy en día conforme a las previsiones del art. 16.4 LPACA, ya no existe necesidad de suscripción de convenio con otras Administraciones Públicas para que el registro del Ayuntamiento funcione como «ventanilla única» para el resto de las Administraciones, si bien incluso pese a dicho requisito, el mismo había sido «suavizado» por el propio TS, atendiendo a la actuación del propio Ayuntamiento, tal y como hemos tenido ocasión de ver.2º. Atendiendo a los datos del supuesto, hemos de considerar conforme a lo anteriormente expresado que la fecha de presentación a tener en cuenta, sería la de 21 de diciembre de 2020 (presentación en la subdelegación), por lo que teniendo en cuenta que nos encontramos frente a un acto expreso, que se notificó el día 20 de noviembre de 2020, y teniendo en cuenta las reglas de cómputo por meses del art. 30 LPACA así como teniendo en cuenta lo establecido en el art. 124 LPACA, la presentación del recurso de reposición ha sido extemporánea, por lo que en principio cabría pensar que la resolución de inadmisión adoptada por el Alcalde sería ajustada a Derecho, conforme a lo preceptuado en el art. 116.d) LPACA, y se habría dictado dentro del plazo conforme al art. 124.2 LPACA.



No obstante, dicha, cuestión requiere ser matizada conforme a la doctrina sentada por el Tribunal Supremo en la STS, Sala de lo contencioso de 12 de julio de 2019, Rec. 4607/2018, que fijaba como cuestión que presentaba interés casacional:

«…dilucidar si puede interponerse un recurso contencioso-administrativo contra un acto administrativo, estando pendiente de resolución el recurso potestativo de reposición interpuesto contra el mismo de forma extemporánea; y, en segundo lugar, si puede interponerse un recurso contencioso-administrativo contra un acto recurrido en reposición, habiéndose desistido previamente de este último, aunque no se haya esperado a la resolución sobre el desistimiento».


Cuestión a la que la meritada sentencia, responde de forma afirmativa, fijando como doctrinal de interés casacional:

«Que puede interponerse un recurso contencioso-administrativo contra un acto administrativo, estando pendiente de resolución el recurso potestativo de reposición interpuesto contra el mismo de forma extemporánea y del que el interesado había desistido previamente, aunque no se haya esperado a la resolución sobre el desistimiento, dentro del plazo de 2 meses».


Por tanto, atendiendo a lo señalado por dicha doctrina jurisprudencial, con traslación a los hechos del supuesto práctico podríamos concluir lo siguiente:

a) Que al respecto y teniendo en cuenta, que el interesado había presentado escrito de desistimiento del recurso de reposición interpuesto el día 4 de enero de 2021, la resolución procedente por parte del alcalde habría sido la de tenerle por desistido del mismo, conforme a lo dispuesto en el art. 94 LPACA, así como atendiendo al art. 21 LPACA, estableciendo este último que:

«En los casos de (…) desistimiento de la solicitud (…) la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables».


b) Con independencia de lo anterior, ello no es óbice para que se permita al interesado, la posibilidad de interponer directamente recurso contencioso-administrativo, sin esperar a que se tenga por declarado expresamente dichas circunstancias, en el caso de un recurso de reposición extemporáneo, en aplicación de la anteriormente referenciada doctrina jurisprudencial.

c) Que conforme a lo establecido en el art. 46.1 LJCA, dado que se impugna contra un acto expreso (2 meses) y el recurso contencioso-administrativo se presentó el día 15 de enero de 2021, y teniendo en cuenta que el acto contra el que se dirige fue objeto de notificación al interesado el día 20 de noviembre de 2020, se habría producido la presentación dentro de plazo, y en principio habría de ser admitido.
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		Supuesto n.º 91 Obligación inclusión plazas de promoción interna en la oferta de empleo público. Negociación colectiva de la OEP y órgano competente. Posibilidad promoción interna desde subgrupo C1 al A1. Reducción de temario procesos promoción interna. Plazo de caducidad de la oferta de empleo público. Carrera horizontal y autonomía local

		Supuesto n.º 92 Situación de servicios especiales y funcionarios interinos. Consolidación de grado por funcionarios interinos, así como por funcionarios de carrera que desempeñen funciones temporales. Posibilidad de carrera profesional de los funcionarios interinos. Otros aspectos relacionados con la gestión de personal y funcionarios interinos. Cese funcionario interino

		Supuesto n.º 93 Posibilidad expediente de regulación temporal (ERTE) para el personal laboral. Contrato de obra o servicio determinado. Régimen aplicable a la selección de personal de una sociedad mercantil de capital íntegramente municipal. Asignación de un complemento de productividad al personal laboral indefinido no fijo. Jurisdicción competente impugnación bases proceso selectivo personal laboral

		Supuesto n.º 94 Relación de puestos de trabajo y plantilla de personal

		Supuesto n.º 95 Cobertura de plaza única por el sistema de promoción interna. Actos recurribles adoptados por un tribunal de selección y posibilidad de impugnación indirecta de las bases. Acceso a los exámenes realizados por otros aspirantes. Posibilidad de establecer la relación electrónica obligatoria a través de las bases de una convocatoria

		Supuesto n.º 96 Sentido del silencio administrativo en procedimientos de gestión de personal. Primas de jubilación a través de un plan de ordenación de recursos humanos. Procedimiento disciplinario a un funcionario de la corporación. Composición tribunal de selección. Publicidad criterios de corrección. Posibilidad de delegación en una empresa privada de la realización de una prueba selectiva

		Supuesto n.º 97 Régimen de incompatibilidades del personal al servicio de la corporación

		Supuesto n.º 98 Instrucción de un procedimiento disciplinario por un concejal de la Corporación, así como por funcionarios interinos. La prueba en los procedimientos disciplinarios: video vigilancia. Plazo para la resolución de expedientes disciplinarios incoado a personal laboral. Plazo de prescripción de faltas cometidas por personal laboral

		Supuesto n.º 99 Suspensión de funciones y procedimientos judiciales. Baja laboral durante la situación administrativa de suspensión de funciones. Rehabilitación de funcionarios públicos tras condena penal por inhabilitación absoluta. Defensa judicial empleados públicos

		Supuesto n.º 100 Órgano competente para la aprobación del acuerdo socio-económico de funcionarios de la Corporación. Prolongación en el servicio activo de un funcionario de carrera. Reconocimiento de servicios al personal al servicio de la Corporación en caso de readmisión por despido o en situación administrativa de excedencia por cuidado de hijos















